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CONTRATOS CIVILES Y COMERCIALES 
Algunos estudios contemporáneos de la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia de Colombia 

 

C 

 

CONTRATO CIVIL DE ASOCIACIÓN 

 

• Para publicación de obra. Incumplimiento del pago del «margen de utilidad» 

convenido. Reconocimiento de utilidades económicas con relación a la 

versión posterior o actualización del libro primigenio. Interpretación de los 

criterios de ingresos y egresos para calcular las utilidades del negocio 

jurídico, a la luz del artículo 1622 CC. Determinación del quantum a partir 

de dictamen pericial. Constitución en mora del pago de utilidades. Artículo 

307 CPC. Reconocimiento de la pérdida del poder adquisitivo de la moneda. 

(SC4425-2020; 23/11/2020) 

 

CONTRATO DE ADMINISTRACIÓN DE DEPÓSITOS EN CUENTA CORRIENTE 

 

• Responsabilidad bancaria que se deriva de contrato de administración de 

depósitos en cuenta corriente. Fraude bancario al permitir la alteración de 

las órdenes de giro radicadas en el Banco por su cliente y a la Caja Agraria 

–llamada en garantía- al facilitar el manejo de sus cuentas para la 

disposición de los recursos hurtados. Coparticipación causal o 

incumplimiento del deber de mitigación. El fundamento de la 

responsabilidad civil de los establecimientos bancarios. La responsabilidad 

civil de las instituciones financieras. Los precedentes actuales de la Corte 

tienen un núcleo argumentativo común –la teoría del riesgo–, pero arriban a 

conclusiones dispares, pues mientras en el primer grupo de providencias se 

sugiere que la responsabilidad por la que se averigua es objetiva, en la 

segunda se afirma tajantemente lo contrario. Aclaración doctrinal: el marco 

teórico empleado para explicar la responsabilidad del banco por el pago de 

cheques falsos o adulterados, no puede asimilarse con la regulación de la 

responsabilidad extranegocial derivada del ejercicio de actividades 
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peligrosas del artículo 2356 del CC. Rectificación de la postura de la 

sentencia SC1697-2019. (SC5176-2020; 18/12/2020) 

 

CONTRATO DE AFILIACIÓN 

 

• Se impide el desplazamiento de buseta afiliada a empresa de transporte 
público, por ausencia de requisitos en expedición de tarjeta de operaciones. 
Evaluación de la carga probatoria del daño y de la cuantía de lucro cesante 
por producido dejado de percibir. (SC3951-2018; 18/09/2018) 
 

• Celebrado por quien ejerce derechos de posesión de buses para transporte 
público. Pretensión indemnizatoria por incumplimiento. Evaluación de la 
finalización del contrato -por aceptación de la afiliadora- del retracto del 
poseedor. Confesión de representante legal. Apreciación de la copia al 
carbón del retracto. Presunción legal de autenticidad de documento privado, 
emanado de parte y de carácter dispositivo. Arts. 252-1 y 273 CPC. (SC5585-
2015; 19/12/2019) 
 

CONTRATO DE AGENCIA COMERCIAL 

 

• Análisis de la existencia. Compra de mercancías con el fin de revenderlas. 

Posición del adquirente como agente del comerciante vendedor. (SC1121-

2018; 18/04/2018) 

 

• Quien pretende la declaración de existencia del contrato, tiene el deber de 

probar la concurrencia de los elementos estructurales que configuran el 

negocio orientado a promover como a explotar la acreditación y 

comercialización de la línea de productos y servicios de las marcas de 

vehículos JAC y KIA. Observancia del recurrente en casación de demostrar 

la evidencia del error de hecho en la apreciación probatoria. (SC2407-2020; 

21/07/2020) 

 

CONTRATO DE AGENCIA COMERCIAL DE HECHO 

 

• El aumento de clientes no es constitutivo del negocio jurídico. Defectos 

formales de la demanda de casación ante la ausencia de claridad y la 

acusación incompleta. (SC4858-2020; 07/12/2020) 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/10/SC3951-2018-2008-00011-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5585-2019-2012-00107-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5585-2019-2012-00107-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/10/SC1121-2018-2007-00128-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/10/SC1121-2018-2007-00128-01.pdf
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• Que coexiste con el de distribución de productos alimenticios. 

Improcedencia de inclusión de ganancias como fruto de operación de 

compra para la reventa, en el cálculo de la cesantía comercial y de los daños 

causados con la terminación unilateral.  (SC3645-2019; 09/09/2019) 

 

CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

 

• Se pretende el pago de construcciones, en lote que se dio en arrendamiento 

para establecimiento educativo. Evaluación del compromiso expreso del 

arrendador en abono de su costo. Art 1994 C.C. Diferencia de la obra nueva 

en predio ajeno. (SC1905-2019; 04/06/2019) 

 

CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE EMBARCACIONES 

 

• Para el transporte de materiales y maquinaria para el diseño y construcción 

de obras para el control de inundaciones y erosión en el Municipio. 

Incumplimiento por culpa de los dependientes: pérdida por hundimiento en 

poder del arrendatario. Responsabilidad solidaria de los daños derivados del 

naufragio a integrante de consorcio. Demostración del daño y la 

cuantificación del lucro cesante futuro, ante culpa contractual. Nulidad 

procesal: omisión de decreto oficioso de pruebas para calcular el lucro 

cesante, a partir de la vida útil de la embarcación siniestrada. Derrotero 

jurisprudencial respecto al decreto oficioso de medios de prueba. Artículo 

140 numeral 6º CPC. En materia de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual, las reglas de la carga de prueba imponen al demandante, 

salvo excepciones legales o convencionales, o de una eventual flexibilización, 

demostrar los elementos constitutivos de la misma -hecho, factor de 

atribución, daño y nexo causal-  laborío que no puede ser sustituido por el 

fallador a través de pruebas oficiosas, pues se convertiría en un juez-parte. 

La facultad-deber de decretar pruebas de oficio a la luz del artículo 307 sólo 

tiene cabida cuando el juzgador, a pesar de estar demostrado el daño, no 

emprendió actividad alguna para fijar su intensidad a pesar de que la parte 

lo intentara diligentemente; diferente a los casos en que falta la prueba del 

daño, pues esta carga procesal se encuentra prima facie en cabeza del 

petente. (SC282-2021; 15/02/2021) 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/09/SC3645-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC1905-2019-2011-00271-01_compressed.pdf
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CONTRATO DE CESIÓN DE CUOTAS SOCIALES 

 

• Declaración de existencia de contrato de cesión de cuotas sociales -de 

naturaleza onerosa- por el titular de empresa unipersonal. Carga de la 

prueba de la falta del pago del precio, ante cláusula expresa de estar “a paz 

y salvo por todo concepto”. ¿El pago del precio es un elemento de la 

existencia del negocio jurídico?. Reglas de la hermenéutica de los contratos 

por la intención y la especialidad. (SC172-2020; 04/02/2020) 

 

CONTRATO DE CESIÓN DE DERECHOS DE CUOTA 

 

• Apreciación probatoria de dictamen pericial tendiente a demostrar 

incumplimiento de acuerdo privado de cesión de derechos de cuotas de 

interés de sociedades limitadas. Reiteración de la técnica de casación 

cuando se alega la causal segunda del art 336 del CGP. (SC876-2018; 

23/03/2018) 

 

CONTRATO DE COMISIÓN 

 

• Revocatoria tácita del representante de comitente, en contrato de comisión 

para la venta con pacto de recompra sobre acciones. (SC2556-2018; 

05/07/2018) 

 

• Venta de portafolio de acciones sin mediar autorización expresa y escrita del 

comitente. Modificación del monto de los perjuicios en proceso de 

responsabilidad solidaria. Escisión. (SC22062-2017; 12/01/2018) 

 

• Para la realización de operaciones de venta con pacto de recompra sobre 

«acciones personas jurídicas». Incumplimiento de compromisos 

contractuales en las operaciones de venta con pacto de recompra sobre 

acciones, al desatender las órdenes del inversionista. Condena solidaria a 

Interbolsa S.A., e Interbolsa S.A. Comisionista de Bolsa. Reconocimiento de 

montos dejados de recibir por el inversionista como consecuencia del 

incumplimiento de los deberes de la comisionista como reconocimiento a 

título de daño emergente en adición a la pérdida del poder adquisitivo de la 

moneda, pese a no haberse pedido en la demanda la aplicación de intereses 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC876-2018-2012-00624-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC876-2018-2012-00624-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC2556-2018-2009-00538-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC2556-2018-2009-00538-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC22062-2017-2009-00415-01.pdf
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civiles y remuneratorios. Indexación a título de lucro cesante y el principio 

de congruencia. Artículo 307 CPC. (SC4321-2020; 17/11/2020) 

 

CONTRATO DE COMPRAVENTA  

 

• Compradora reclama incumplimiento de obra ofertada en proyecto 

inmobiliario. Análisis de la naturaleza de la pretensión indemnizatoria es 

contractual o extracontractual. (SC5170-2018; 03/12/2018) 

 

• Lesión enorme en compraventa de lote y mejoras existentes al momento de 

la celebración del contrato. (SC2485-2018; 03/07/2018) 

 

• Rescisión. De apartamento por vicios redhibitorios frente a constructora. 

Análisis de la renuncia a prescripción de la acción rescisoria acumulada a 

pretensión indemnizatoria a cargo de aseguradora de la constructora. 

(SC004-2019; 24/01/2019) 

 

• Resolución. De inmueble, por desatención en la obligación en el pago del 

precio. Acreditación del el incumplimiento de la compradora, en cubrir las 

cuotas pendientes del mutuo hipotecario suscrito por la vendedora con 

entidad bancaria. Diputación del pago de un crédito. Diferencia de la cesión 

de créditos, novación, subrogación legal o convencional y extinción de 

obligaciones. (SC5569-2019; 18/12/2019) 

 

• Resolución. Deudor entrega inmueble en dación en pago, ante acreencias 

bancarias. Estudio de la improcedencia de la resolución parcial del contrato, 

por incumplimiento del requisito del precio. Naturaleza unilateral. (SC3366-

2019; 23/08/2019)  

 

• Lesión enorme de compraventa de inmueble, que se funda en la “garantía 

de las obligaciones dinerarias”. Excepción próspera de dación en pago. 

Acreditación de la dación en pago por confesión en interrogatorio de parte. 

Los preceptos de la lesión enorme -instituida como figura excepcional y 

sancionatoria para cierto tipo de convenios- no se pueden prestar por 

extensión a otros actos o contratos, como lo es la dación en pago. Integración 

por analogía legis a partir del artículo 8º de la Ley 153 de 1887. Nulidad 

absoluta de contrato de compraventa, que da origen al pago que se formula 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/01/SC5170-2018-2006-00497-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC2485-2018-2009-00161-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/RADICADO-N-73001-31-03-001-2009-00001-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/prensa/SC5569-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/08/RADICADO-N-23001-31-03-001-2011-00109-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/08/RADICADO-N-23001-31-03-001-2011-00109-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/08/RADICADO-N-23001-31-03-001-2011-00109-01_compressed.pdf
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en los alegatos de conclusión para que sea declarada de oficio. Efectos 

procesales y probatorios de la declaración de parte. (SC5185-2020; 

18/12/2020)  

 

• Rescisión por lesión enorme se profiere sentencia anticipada, estando 

pendiente la definición del recurso de reposición frente al auto inadmisorio 

de la demanda. Nulidad procesal por pretermisión integra de instancia. 

Artículo 140 numeral 3º CPC. Omisión de la totalidad de los actos procesales 

comprendidos. Ataque intrascendente en casación. (SC3581-2020; 

28/09/2020) 

 

• Inoponibilidad de negocios jurídicos que datan de 1.989. Venta total de 

inmueble que no era propiedad del vendedor, ni contara con la facultad para 

enajenar. Interrupción de la prescripción extintiva, en proceso en el que se 

declara la nulidad de la actuación que comprende el auto que admite la 

demanda. Principios “narra mihi factum, dabo tibi ius” e “iura novit curia”. 

(SC3726-2020; 05/10/2020)  

 

• Sobre derechos de cuota y en cuerpo cierto. Existencia real del terreno sobre 
el que recae la cuota parte objeto de negociación. Lote que hace parte de uno 
de mayor extensión. Inexistencia del contrato por falta de objeto. Cuando la 
cosa es común de dos o más personas proindiviso, entre las cuales no 
intervienes contrato de sociedad, la determinación de lo que se vende 
corresponde al derecho que se tiene, y no a una parte específica de la cosa. 
Descripción del objeto concreto de la negociación. Acreditación por parte del 
demandante de los hechos que sirven de fundamento a sus pretensiones. 
Carga de la prueba. Firmeza del dictamen pericial. (SC4426-2020; 
23/11/2020) 
 

CONTRATO DE COMPRAVENTA DE ACCIONES 

 

• Acto ineficaz de pleno derecho. Empleada y amiga de Presidente de Integral 

S.A y de la junta directiva Serving LTDA, adquiere acciones de la empresa 

en la que labora. Análisis de la posesión de mala fe. (SC3201-2018; 

13/08/2018) 

 

• Sociedad anónima en liquidación, destinada a la fabricación de productos 
farmacéuticos. Prueba de la venta de parte de sus acciones con cargo de 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC3201-2018-2011-00338-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC3201-2018-2011-00338-01.pdf
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pago de las deudas al momento de la negociación. (SC2775-2018; 
16/07/2018) 
 

• Por disposición arbitraria, demandante reclama devolución de acciones, 

objeto de conciliación en litigio por defraudación y pignoradas al Banco 

convocado. Interpretación del acuerdo y confesión del ilícito por la actora. 

(SC3416-2019; 23/08/2019) 

 

CONTRATO DE COMPRAVENTA COMERCIAL  

 

• Defecto de tanques de almacenamiento, origina incendio. Precisión de la 

responsabilidad contractual del vendedor por “obligación de garantía de 

buen funcionamiento” en compraventa mercantil. (SC2142-2019; 

18/06/2019) 

 

• Sobre bienes muebles para prestar servicio de televisión informal por cable. 

Se concluye que se pactaron negocios de venta y no de promesa de venta. 

Cesión de “contratos de ejecución periódica”, pago de comisiones, 

compensaciones y asesoría. (SC5224-2019; 03/12/2019) 

 

• Acción redhibitoria por vicios ocultos: presencia de un antiguo meandro o 

“madrevieja” en los lotes compravendidos, estratificado por el FOPAE como 

«zona de amenaza alta por inundación», lo que reduce el área neta 

urbanizable. Actos mercantiles realizado por fundación social. Culpa leve 

del comprador ante la falta de diligencia al examinar el bien a comprar: la 

diligencia mínima que cabe esperar de un actor relevante del mercado, que 

se dedica profesionalmente a la compra y venta de bienes raíces e invierte 

en esa actividad un capital elevado con la asesoría de especialistas, impone 

examinar el predio con un grado de detalle superior al ordinario. 

Herramientas que permiten una perspectiva más comprehensiva del terreno, 

a fin de identificar un paleocauce no visible a nivel de superficie. Aumento 

de la probabilidad de la existencia de accidentes geográficos ante la 

presencia de canal fluvial sinuoso en el lindero de los fundos. (SC4454-2020; 

17/11/2020) 

 

 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC2775-2018-2008-00383-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC2775-2018-2008-00383-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/09/RADICADO-N-08001-31-03-005-2007-00003-01_compressed-mnima.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC2142-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC2142-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/12/SC5224-2019.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

10 

CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN 

 

• Responsabilidad directa del constructor frente al dueño de la obra por 

entrega defectuosa de apartamento que exige reconstrucción masiva, cuyo 

costo debe ser asumido dada la regla prevista en el inciso tercero del artículo 

2060 CC. Si los defectos constructivos imputables a constructora generan 

un daño, este debe repararse en su cabal extensión, al margen de sí, dentro 

de las relaciones privadas del comprador, algún tercero termina pagando 

por él las restauraciones que correspondían, mientras la llamada a 

indemnizar atiende su compromiso. Errores de hecho y de derecho: 

Apreciación de la renuencia a exhibir los libros y papeles contables. Para la 

acreditación del agravio que se deriva del incumplimiento del constructor, 

no existe solemnidad probatoria o sustancial de ningún tipo. El daño 

emergente en asuntos de responsabilidad del constructor se relaciona con 

la proyección ideal de lo que debió gastar el comprador para compensar la 

diferencia entre el resultado de la obra que recibió, y el que le ofrece su 

contraparte, y no propiamente con lo que la víctima gasta en la reparación 

del inmueble entregado con desperfectos. Nulidad procesal: la censura en 

casación no prospera cuando el sustrato fáctico no armoniza con el motivo 

de anulabilidad esgrimida. (SC299-2021; 15/02/2021) 

 

• Resarcimiento de perjuicios por la mala calidad de los bienes comunes: 

ejecución defectuosa de obra de construcción, por el mal estado en que 

fueron entregadas las vías internas del Conjunto, por empresa unipersonal 

constructora. De la interpretación de la ley 675 de 2011 se concluye que la 

persona jurídica administradora de la propiedad horizontal está legitimada 

por activa y pasiva y tiene interés jurídico para representar los intereses de 

los copropietarios, en lo que hace a los bienes comunes. Los actos de 

administración son aquellos relacionados con el mantenimiento, 

conservación y defensa de las zonas comunes, tales como vías internas, 

salones comunales, piscinas y demás instalaciones deportivas etc.  

Diferencia de los actos de dominio. Doctrina probable: la responsabilidad 

civil del constructor por vicios en el suelo, en los materiales o en la 

construcción, a que hace referencia el numeral 3º artículo 2060 del Código 

Civil, es de índole legal. Existencia del contrato ante indicio grave derivado 

de la falta de contestación a la demanda. Reparo extemporáneo de la 

autenticidad del acta aportada con la demanda. Inconvenientes en la 
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aplicación del parágrafo segundo del artículo 344 del CGP, de escindir las 

acusaciones, cuando debieron haberse presentado los cargos separados, o 

integrar los cargos, si se considera que han debido proponerse en uno solo. 

Entremezclamiento de las causales primera y segunda de casación. Ataque 

incompleto por error de hecho probatorio. (SC563-2021; 01/03/2021) 

 

CONTRATO DE CORRETAJE  

 

• Consignación para arrendamiento. Ausencia de la prueba del nexo causal 

entre la promoción y el arrendamiento ajustado. Deber de evidenciar una 

relación de causa a efecto entre su oficio y el vínculo jurídico concertado. Ni 

el artículo 1340 como tampoco el inciso 2º del 1341 del Código de Comercio 

contienen una presunción legal que permita deducir la conexión entre la 

labor de intermediación y el negocio concluido por las personas a quienes el 

corredor relacionó con ese fin. Es el corredor quien debe probar, por 

cualquiera de los medios de convicción -artículo 165 CGP- el éxito de su 

gestión, pues sin ello no adquiere el derecho a ser gratificado por su 

actividad de promoción. (SC008-2021; 25/01/2021) 

 

CONTRATO DE CORRETAJE INMOBILIARIO 

 

• Reclamo de la declaración de existencia del contrato y el pago de la comisión. 

Nulidad procesal: Ausencia de jurisdicción. La justicia civil y laboral se 

predican de la jurisdicción ordinaria y sus asuntos son de competencia 

funcional que no de jurisdicción. La actividad del agente en el corretaje no 

se clasifica como un servicio personal de carácter privado. Incongruencia: 

no se configura cuando el ad quem declara “no probadas las excepciones 

invocadas”, sin hacer pronunciamiento expreso respecto a la «falta de 

legitimación de los demandados». Descripción de la legislación del corretaje 

en el código italiano, suizo, alemán, argentino y normas comunitarias de la 

Unión Europea. La concreción del negocio se erige en requisito para 

reclamar la comisión por parte del corredor.  (SC4422-2020; 17/11/2020)  

 

CONTRATO DE CUENTA CORRIENTE BANCARIA 
 

• Banco llamado en garantía por incumplimiento ante el pago irregular de 
cheques fiscales. Análisis de su procedencia. (SC1304-2018; 27/04/2018) 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC1304-2018-2000-00556-01.pdf
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CONTRATO DE CUENTAS EN PARTICIPACIÓN 
 

• Convenio de distribución de las utilidades, sin que aparezca la inclusión de 

los rubros de membresía y gestión como parte de aportes susceptibles de 

retribuir. Debate de reconocimiento de derechos por los aportes en industria 

y trabajo, sin haberse convenido. Funciones, obligaciones y relaciones 

jurídicas definidas legalmente del “participe gestor” y el “participe inactivo”. 

Interpretación contractual. (SC4526-2020; 09/11/2020) 

 

CONTRATO DE ENCARGO FIDUCIARIO 

• De vinculación al fideicomiso. Efectos de la vinculación de la Fiduciaria a la 
negociación, actuando en nombre propio. Interpretación de las cláusulas del 
«contrato de fiducia mercantil irrevocable de administración», respecto al 
punto de equilibrio de ventas en torno a proyecto inmobiliario. Deber de 
información de la fiduciaria. Resolución del contrato por incumplimiento. 
Incongruencia: resulta necesario que en la acusación se confronte 
efectivamente el petitum y el contenido de la providencia definitiva, para 
evidenciar el desafuero de la jurisdicción, lo que en el breve desarrollo del 
referido cargo no se hizo. Demostración del cargo: deber de acreditar que el 
petitum o la causa petendi hubiese sido objetivamente alterado por el 
tribunal al proferir el fallo de segunda instancia. Carencia de simetría del 
cargo por violación directa. El medio nuevo es inadmisible en casación.  
(SC5175-2020; 18/12/2020)     
 

• Responsabilidad de la fiduciaria -por inobservancia de deberes secundarios 

de “máxima diligencia”- cuando la oferta comercial es hecha por los 

constituyentes y se permite el derecho de redención parcial del fondo común 

ordinario de inversión, sin firma, autorización e información del otro 

constituyente. (SC5097-2020; 14/12/2020) 

 
CONTRATO DE FIDUCIA COMERCIAL EN GARANTÍA 
 

• De prenda e hipoteca en el marco de procesos concursales. Concepto y 

naturaleza de la fiducia en garantía como derecho personal. No se debe 

confundir o entremezclar la fiducia con la prenda o la hipoteca. Respaldo 

con un mismo bien, de diferentes acreedores y deudas presentes o futuras. 

Ejecución de su cometido por parte de la sociedad fiduciaria cuando de por 
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medio está el trámite de procesos concursales, de reestructuración o de 

reorganización. Los certificados de garantía fiduciaria, expedidos por la 

sociedad fiduciaria, no son títulos-valores, por tanto, no gozan de autonomía 

y tampoco incorporan el derecho crediticio. Extensión de la garantía y 

retención de los documentos expedidos por la sociedad fiduciaria. Normas 

que disciplinan la prenda civil. (SC4280-2020; 17/11/2020) 

 

CONTRATO DE FIDUCIA COMERCIAL 

 

• Examen de la apreciación probatoria de la responsabilidad de sociedad 

Fiduciaria Tequendama S.A por la indebida constitución de patrimonio 

autónomo Codinen Consulting. (SC380-2018; 22/02/2018) 

 

• Legitimación del promitente comprador para demandar su extinción. Bien 

fideicomitido es objeto de contrato de promesa de compraventa pactada 

antes de la constitución de la fiducia. Calidad de acreedor “cierto e 

indiscutido”. Arts. 1238 y 1240-8 CCo. Orden de la Corte Constitucional -

en acción de tutela- para proferir nueva sentencia de casación. Valor 

probatorio de copia simple de la promesa y de faxes contentivos de 

documentos emanados de terceros. Ratificación. (SC5424-2019; 

12/12/2019) 

 

CONTRATO DE MANDATO COMERCIAL 

 

• Se pretenden honorarios comerciales por gestión exitosa de indemnización 

por siniestro. Evaluación de la terminación del mandato por nuevo poder 

para su reclamo por demanda judicial. (SC2108-2019; 13/06/2019) 

 

CONTRATO DE MANDATO SIN REPRESENTACIÓN 

 

• Para la realización de operaciones “REPO” -venta con pacto de recompra- 

sobre certificados de depósito de productos agrícolas. Legitimación en la 

causa de quien cede a un tercero los derechos económicos derivados de los 

contratos de mandato, para pedir el reconocimiento de los mismos. 

Diferencia de la cesión de créditos. Dictamen pericial relativo a existencia de 

saldos adeudados objeto de la controversia: fundado en información “extra 

contable” de la actora y - o en la contabilidad irregular de dicha empresa. La 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC380-2018-2005-00368-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5424-2019-2.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5424-2019-2.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/06/SC2108-2019-2008-00629-01_compressed_compressed.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

14 

negativa a la objeción por error grave en contra de una prueba técnica, no 

cambia las reglas para su apreciación y no libera a los jueces de la obligación 

en el correspondiente análisis. Se debate por error de hecho, la aceptación 

del dictamen pericial sin la debida apreciación por parte del juez. Valor 

demostrativo de la contabilidad regular. (SC3941-2020; 19/10/2020)  

 

CONTRATO DE MUTUO COMERCIAL 

 

• Cobertura de carta de crédito Stand By de las obligaciones de unión 

temporal, quien acudió a IFI Leasing S.A. para obtener cupo -para 

operaciones de crédito- que le permitiera financiarse en contrato de 

concesión que se convino con Corabastos. Análisis sobre el alcance de la 

garantía y sus repercusiones, constituida por Relfix Corporation, con base 

en la interpretación de los antecedentes del contrato de fiducia, ante 

cláusulas carentes de claridad y precisión. (SC5584-2019; 19/12/2019) 

 

• Pactado en pesos con B.C.H. Evaluación de la pretensión de incumplimiento 

del Banco por capitalizar intereses, sobre crédito de vivienda a largo plazo, 

con anterioridad a Ley 546/99. (SC832-2019; 19/03/2019) 

 

• Que se cede por el Banco por convenio interadministrativo, a título de 

compraventa. Revisión de la responsabilidad del cedente en la ejecución de 

los contratos celebrados con el promotor. Traslación de la posición 

contractual. (SC1732-2019; 21/05/2019) 

 

• Responsabilidad bancaria contractual por reporte de dato negativo 

injustificado de Notario. Examen del incumplimiento del deudor por mora 

inferior a 15 días, culpa del demandado y prueba del daño. Calificación del 

riesgo por trimestres. Habeas data financiero. (SC3653-2019; 10/09/2019) 

 

CONTRATO DE OBRA CIVIL 

 

• Para la construcción de un distrito de riego -por precio unitario- con 

administración y ejecución de dineros del programa Agro Ingreso Seguro, 

celebrado por la Asociación de Usuarios del Distrito de Adecuación de 

Tierras con Riego en Pequeña Escala y Pavigas Ltda. Evaluación del 

incumplimiento parcial del constructor por no justificar el retraso de la obra, 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/prensa/SC5584-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC832-2019-2008-00216-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC1732-2019-2005-00539-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/09/SC3653-2019.pdf
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ni acreditar su correcto funcionamiento. Casación de oficio. (SC5568-2019; 

18/12/2019) 

 

• Pretensión resarcitoria por incumplimiento contractual en la entrega de la 

construcción pactada frente a partícipe inversionista. Convenio de 
exoneración de responsabilidad legal solidaria del inversionista en contrato de 
cuentas en participación. Artículo 511 Código de Comercio. Demostración de 
la trascendencia y evidencia del error de hecho. Entremezclamiento de errores 
de hecho con yerros de derecho. El cargo invocado en casación debe guardar 
correspondencia con el motivo escogido por el censor. (SC3347-2020; 
14/09/2020) 
 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA 

 

• Ausencia de fijación expresa de la época de celebración de contrato 

prometido, cuando depende de avalúo del inmueble. Análisis de la nulidad 

de la promesa por incumplimiento del art 1611 ordinal 3º C.C. (SC5690-

2018; 19/12/2018) 

 

• Directrices para interpretar la cláusula penal y las arras de retractación en 

contrato de promesa de compraventa. (SC3047-2018; 31/07/2018) 

 

• Nulidad absoluta por precio irrisorio de venta de lotes de urbanización 

irregular. Precisión del sentido y alcance de la inexistencia y de la nulidad 

de negocios civiles y mercantiles. (SC4428-2018; 12/10/2018) 

 

• Promitente comprador no llega a suscribir escritura pública de 

compraventa. Estudio de la apreciación probatoria de justificación de 

incumplimiento. Mutuo disenso tácito. (SC2307-2018; 25/06/2018) 

 

• Mejoras útiles y restituciones mutuas por nulidad absoluta ante 

indeterminación del precio del inmueble. Evaluación de la buena fe de los 

promitentes compradores, para establecer la condena por mejoras útiles y 

restituciones mutuas, por obligaciones dinerarias. Buena fe posesoria o 

buena fe contractual. (SC3966-2019; 25/09/2019) 

 

• Promitente comprador recibe inmueble embargado prometido en venta. 

Evaluación de la posesión derivada de promesa incumplida mutuamente. 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5568-2019-2001-00101-01_c.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC5568-2019-2001-00101-01_c.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5690-2018-2008-00635-01_.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5690-2018-2008-00635-01_.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/08/SC3047-2018-2013-00162-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/10/SC4428-2018-2004-00076-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC2307-2018-2003-00690-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/01/SC3966-2019-2.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

16 

Pretensión de usucapión frente a reivindicación y resolución de promesa. 

Restituciones mutuas. (SC1662-2019; 05/07/2019) 

 

• Resolución del contrato: el prometiente vendedor carece de facultad para 

solicitar la resolución en razón de la omisión del deber demostrativo de estar 
a paz y salvo con las cargas tributarias del predio objeto de la venta, al 
momento de comparecer a la notaría para la suscripción de la escritura 
pública. La obligación de presentar los comprobantes fiscales corresponde a 
un requisito necesario para el otorgamiento de la escritura pública, como 
prestación conexa al contrato preliminar e incluso al prometido. Presupuestos 
de la acción resolutoria en obligaciones de ejecución simultánea. Observancia 
en allanarse a cumplir las obligaciones negociales. Condición resolutoria 
tácita. Artículos 1546 y 1609 CC. (SC4801-2020; 07/12/2020) 

 

• Se persigue el pago del precio convenido en la promesa la que fue cumplida 
con la posterior firma de escritura, ante la relevancia de la discordancia en el 
precio en ambos documentos. Deficiencia técnica en casación por debatir la 
prevalencia de la promesa frente a la escritura de venta, por la vía indirecta. 
Ausencia de ataque de todos los fundamentos de la sentencia. (SC3250-2020; 
07/09/2020)  

 

• Sustitución del precio convenido en el precontrato -de mutuo acuerdo- al 
momento de suscribir la escritura de compraventa. Pérdida de eficacia de la 
estipulación del precio pactado en el contrato de promesa ante el reclamo de 
su cumplimiento o resolución. El precio como elemento esencial del negocio 
jurídico. (SC2221-2020; 13/07/2020)  

 

• Prestaciones mutuas derivadas del decreto oficioso de la nulidad contractual. 
Omisión de la condena al pago de frutos. Violación indirecta del 1746 del 
Código Civil, como consecuencia de error de derecho ante la falta de aplicación 

del 307 del Código de Procedimiento Civil y por la indebida utilización del 361. 
Deber de decretar de oficio las pruebas necesarias para concertar la condena 
al pago de frutos, omitida por el sentenciador de primera instancia debido a la 
carencia de medios de convicción. Recepción en la Corte-en el trámite del 
recurso de casación- de copia de auto mediante el cual se admite solicitud de 
restitución o formalización de tierras, respecto al bien objeto de litigio. Se 
dispone la suspensión de la actuación y su remisión al juzgado especializado 
para su acumulación, una vez se casa el fallo y actuando en sede de segunda 
instancia. Artículo 95 ley 1448 de 2011. (SC205-2021; 08/02/2021) 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC1662-2019-1991-05099-01_compressed.pdf
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CONTRATO DE PROMESA DE PERMUTA 

 

• Resolución por incumplimiento de quien demanda. Estudio del sentido y 

alcance de la mención “contratante cumplido”. (SC1209-2018; 20/04/2018) 

 

CONTRATO DE PROMESA DE VENTA DE ACCIONES 

 

• Pretensiones acumuladas que debaten la nulidad e ineficacia de la promesa y 
el incumplimiento de la entidad bancaria respecto al encargo fiduciario. 
Análisis de la resolución del contrato: incumplimiento recíproco y coetáneo de 
las partes. Alcance de la aceptación de las inobservancias, con posterioridad a 
la propuesta definitiva de adquisición. Responsabilidad del banco ante la 
pérdida sufrida por las demandantes, con ocasión de la entrega que aquél hizo 
a sus codemandadas, de los certificados de depósito a término CDT, como 
arras penitenciales de la promesa. Interpretación de las promesas de venta y 
las instrucciones del encargo fiduciario. La presentación de una oferta 
concurrente de un tercero -aceptada por los prometientes vendedores- que a 
su vez genera la obligación de restituir los certificados de depósito a las 
prometientes compradoras, denota una condición resolutoria. (SC4445-2020; 
17/11/2020) 

 

CONTRATO DE REASEGURO 

 

• Incumplimiento por omisión de obligaciones de la aseguradora reasegurada, 
en la acción subrogatoria de recobro contra el responsable del siniestro, ante 
la cesión -de manera injustificada- del crédito subrogado en proceso 
liquidatorio y el desistimiento del recobro. Privación a la reaseguradora de 
recuperar la alícuota parte pagada por concepto del valor afianzado en la 
relación asegurativa primigenia. Ausencia de legitimación de la reaseguradora 
en la acción subrogatoria del artículo 1096 del Código de Comercio. Aplicación 

de los principios de buena fe y equidad contractual. Deberes primarios y 
secundarios de conducta de la aseguradora en el contrato de reaseguro. El 
ejercicio de la acción subrogativa ubica la relación reasegurado-reasegurador 
en una obligación de medio. (SC3273-2020; 07/09/2020)  
 

 

 

 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/10/SC1209-2018-2004-00602-01.pdf
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CONTRATO DE REPRESENTACIÓN JUDICIAL 

 

• En proceso arbitral. Análisis del principio  de buena fe en transacción, pago 

de honorarios variables y comisión de éxito ante sucesos inciertos en 

decisión final. (SC5669-2018; 19/12/2018) 

 

CONTRATO DE SEGURO DE AUTOMÓVILES 

 

• Compañía de seguros niega pago de cobertura por hurto de tracto camión, 

que se encontraba embargado. Análisis de hermenéutica de cláusula 

abusiva en contrato de seguro de automóviles. Interpretación “pro 

consumatore” y “contra preferente”. (SC129-2018; 12/02/2018) 

 

CONTRATO DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO 

 

• El siniestro que se alega en la demanda no armoniza con los riesgos 
convenidos con las coaseguradoras. Divergencia entre los conceptos de ‘falta 
de amortización’ y ‘apropiación o uso indebido’ del anticipo, para la ejecución 
del contrato de obra de construcción de corredor vial. Acreditación del impacto 
negativo del incumplimiento contractual en el patrimonio asegurado. 
(SC3893-2020; 19/10/2020) 

 

• De contrato de estabilidad jurídica suscrito por la Nación-Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo con almacenes éxito S.A, con el propósito de 
adelantar unD programa de inversión en lotes, construcción y dotación. 
Acreditación de la revocación del contrato de seguro, ante la eliminación 
normativa de la exigencia de garantía única para el contrato de estabilidad 
jurídica. Alcance de la revocación del contrato de seguro de cumplimiento, que 
se noticia tan solo por el tomador. Deber de acreditación de la trascendencia 
de los cargos por error de hecho, en la apreciación probatoria y en la 
interpretación de las cláusulas iniciales y adicionales del contrato. (SC296-
2021; 15/02/2021) 
 

• Riesgos de “garantía de anticipo” y “cumplimiento del contrato” amparados 
en la póliza de seguro de cumplimiento de contrato de suministro de café. 
Acreditación de que el anticipo fuera indebidamente utilizado. Introducción 
de modificaciones sin consentimiento expreso de la aseguradora, que alteran 
el estado del riesgo y no fueran comunicadas de manera oportuna. Error de 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5669-2018-2012-00150-01_.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC129-2018-2010-00364-01.pdf
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derecho: sustraerse del poder deber de decretar pruebas de oficio. 
Trascendencia del cargo. (SC562-2021; 01/03/2021) 
 

CONTRATO DE SEGURO DE DAÑOS 

 

• Irregularidad en proceso de matrícula de vehículo siniestrado. Evaluación 

de la exclusión de amparo de pérdida de vehículo por hurto. (SC5327-2018; 

13/12/2018) 

 

• Póliza de seguro de rotura de maquinaria: Amparo del daño total producido al 
horno objeto del pacto, derivado de errores de diseño, una vez termine la 
vigencia de la garantía del vendedor o fabricante. Diferencia de la exoneración 
a la aseguradora del pago del bien amparado, cuando perece con ocasión de 
un vicio propio. Regulación del vicio propio en la legislación y doctrina patria 
e internacional. Vicios derivados de la naturaleza o destinación del bien. 
Acreditación del daño por la mora del asegurador tras el incumplimiento 
contractual, con dictamen pericial. Rubro por pago que por honorarios de 
abogado. Llamamiento en garantía. (SC4066-2020; 26/10/2020) 
 

CONTRATO DE SEGURO DE ENFERMEDAD DE ALTO COSTO 

 

• Celebrado por E.P.S en plan obligatorio de salud y régimen subsidiado. 

Tasación de reclamaciones y excepciones de la aseguradora. (SC2482-2019; 

09/07/2019) 

 

CONTRATO DE SEGURO DE MANEJO BANCARIO 
 

• Prescripción extintiva de la acción, que se decreta en sentencia anticipada. 

Identificación del hito de inicio para el cómputo de la prescripción extintiva 

ordinaria, cuando el interesado es una persona jurídica en liquidación: 

descubrimiento de los actos supuestamente deshonestos originados por los 

empleados de la sociedad demandante, a partir de la posesión del liquidador 

y representante legal, que no cuando dichos actos tuvieron ocurrencia. 

Artículo 1081 Inciso 2º Código de Comercio. Apreciación probatoria.  

Suspensión del término de prescripción por causa de la solicitud de 

conciliación extrajudicial. Solicitud de intereses e indexación de forma 

subsidiaria. (SC4312-2020; 17/11/2020) 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5327-2018-2008-00193-01_1.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5327-2018-2008-00193-01_1.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC2482-2019_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC2482-2019_compressed.pdf
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CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

 

• Por errores y omisiones en el ejercicio de sus actividades, bajo la modalidad 

claims made celebrado por Cámara de Comercio. Evaluación de la culpa de 

la asegurada, en el cálculo y recaudo del impuesto de registro. Ejercicio 

inconsulto y directo de la entidad asegurada, para su defensa judicial. 

(SC5217-2019; 03/12/2019) 

 

• Para vehículos de transporte público de pasajeros: configuración de la 

exclusión de la cláusula general de la póliza integral modular, referida al 

sobrecupo con el que viaja el vehículo al momento del accidente. 

Hermenéutica del contrato de seguro. Cláusula abusiva.  Autonomía del 

juzgador de instancia en la interpretación del contrato. Ataque en casación 

de la prueba técnica por error de derecho. (SC4527-2020; 23/11/2020) 

 

• Las distintas tipologías de perjuicios en la responsabilidad civil 

extracontractual no tienen el mismo significado en el contexto del seguro de 

daños. El asegurador está obligado a mantener al asegurado indemne de los 

daños de cualquier tipo que causa al beneficiario del seguro, que son los 

mismos que el asegurado sufre en su patrimonio. Art. 1127 C.Cco. 

Excepción de compensatio lucri cum damno y reducción de indemnización 

ante seguro obligatorio por accidente de tránsito y las prestaciones sociales 

a cargo del Sistema de Seguridad Social. Procedencia de la acumulación. 

(SC780-2020;01/03/2020) 

 

CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD DE SERVIDORES PÚBLICOS 

 

• Ex funcionarios de la Aerocivil reclaman a la Previsora S.A y Colseguros S.A 

el pago de los costos de defensa y honorarios de abogados, por investigación 

penal adelantada en su contra. Análisis de la conducta silente de las 

aseguradoras. Cláusulas Claims Made. (SC130-2018; 12/02/2018) 

 

CONTRATO DE SEGURO DE VIDA 

 

• Beneficiaría demanda el incumplimiento. Análisis de la prescripción 

extintiva de la acción. Saneamiento de la nulidad relativa por reticencia del 

tomador sobre estado del riesgo. (SC5297-2018; 06/12/2018) 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/12/SC5217-2019-2.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC130-2018-2002-01133-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/01/SC5297-2018-2007-00217-01.pdf
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• El suicidio como acto asegurable. La voluntad presente en la conducta 

suicida no puede confundirse con los conceptos de voluntad exclusiva o 

mera potestad de los actos inasegurables del artículo 1054 y 1055 del Código 

de Comercio. Evolución jurídica y análisis científico. (SC5679-2019; 

19/12/2018) 

 

CONTRATO DE SEGURO PÓLIZA TODO RIESGO CONSTRUCCIÓN 

 

• Nulidad relativa, ante el incumplimiento de una garantía relacionada con 

hechos anteriores a la celebración del negocio (fase de diseño del proyecto 

inmobiliario). Destrucción de la construcción como resultado de errores de 

diseño y cálculo, excluidos de forma expresa de la cobertura. Artículo 1061 

Ccio. Acusación por la vía directa: Cargo incompleto e intrascendente. 

(SC3839-2020; 13/10/2020) 

 

CONTRATO DE SEGURO TODO RIESGO 

 

• Incumplimiento demandado por inmobiliaria en la construcción de 

urbanización. Legitimación, titularidad del interés asegurable y derecho a 

indemnización del demandante por endoso de póliza. (SC5681-2018; 

19/12/2018) 

 

CONTRATO DE SERVICIO PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

 

• Evaluación de la prueba de los perjuicios por responsabilidad de 

electrificadora ante presunción de culpa contractual. Incendio de 

establecimiento de comercio (SC1819-2019; 28/05/2019) 

 

• Reconocimiento de perjuicios -por lucro cesante y daño emergente a bienes- 

ocasionados por suspensión de fluido eléctrico. Pilares axiológicos de la 

responsabilidad contractual. El deber de la prestadora por, ministerio de la 

ley, es el de suministrar el servicio de forma continua con -eficiencia y 

calidad-que resulta consustancial al contrato de condiciones uniformes 

suscrito con los usuarios. Deberes contractuales correlativos del suscriptor. 

El nexo causal constituye un elemento basilar para declarar la 

responsabilidad civil, en el campo contractual o en el extracontractual. El 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/01/SC5679-2018.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/01/SC5679-2018.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5681-2018-2009-00687-01_.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/07/SC5681-2018-2009-00687-01_.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/06/SC1819-2019-2010-00324-01_compressed.pdf
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nexo causal -en estos casos- está dado por la infracción del deber impuesto 

por la norma a la empresa de energía y el hecho calamitoso. Concreción de 

la extensión del daño a partir del artículo 16 de la ley 446 de 1998. 

Aplicación de los principios de reparación integral y equidad. Clasificación 

de la responsabilidad en contractual y extracontractual a partir de la fuente. 

Marco normativo regulatorio de los contratos de prestación de servicios 

públicos de energía eléctrica en el ordenamiento colombiano. Medio nuevo 

en casación: mora del usuario en el pago del servicio de energía eléctrica. 

(SC5142-2020; 16/12/2020) 

 

CONTRATO DE SUMINISTRO 

 

• Terminación unilateral sin preaviso por incumpliendo contractual. 

Interpretación de la cláusula penal con beneficio exclusivo para el proveedor. 

Phillis Morris Colombia S.A. (SC170-2018; 15/02/2018) 

 

• Sociedad avícola pretende indemnización por terminación unilateral de 

suministro, ante incumplimiento de obligaciones del demandado. Análisis 

del alcance de la excepción de cosa juzgada, por discusión previa de algunos 

aspectos del finiquito contractual en juicio ejecutivo anterior. Preaviso 

razonable y gravedad del incumplimiento. Acreditación del daño. (SC4902-

2019; 13/11/2019) 

 

• Apreciación probatoria del retardo en las entregas de varios pedidos. 

Interpretación del contrato según la regulación pública y la naturaleza de la 

actividad en la distribución y comercialización de combustibles derivados 

del petróleo. Obligaciones legales del distribuidor mayorista de 

combustibles. Pilares axiológicos de la responsabilidad contractual. 

(SC5141-2020; 16/12/2020) 

 

CONTRATO DE TRANSPORTE DE PERSONAS 

 

• Reconocimiento de los ingresos adicionales de trabajo de fin de semana, en 

indemnización de pasajera de taxi que sufre accidente de tránsito. (SC2498-

2018; 29/05/2018) 

 

 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/09/SC170-2018-2007-00299-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/11/RADICADO-N-11001-31-03-006-2015-00145-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/11/RADICADO-N-11001-31-03-006-2015-00145-01_compressed.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/07/SC2498-2018-2006-00272-01.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2018/07/SC2498-2018-2006-00272-01.pdf
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CONTRATO DE TRANSPORTE TERRESTRE 

 

• Pasajera demanda indemnización ante pérdida permanente de movilidad, 

con ocasión de accidente de tránsito. Aplicación del principio de reparación 

integral en la cuantificación. Acreditación de la aptitud laboral en la 

docencia y su remuneración, para liquidar lucro cesante. Prueba del daño a 

la vida de relación por reglas de la experiencia y sentido común. Alteración 

de las condiciones de vida como hecho notorio. Extensión del perjuicio. 

(SC4803-2019; 12/11/2019) 

 

CONTRATO DE VENTA CON PACTO DE RETROVENTA 

 

• Inoponibilidad del negocio jurídico que demanda la sociedad en comandita 

frente a socio comanditario delegado, por falta de poder del representante 

legal de la socia gestora. La inoponibilidad se predica frente a terceros del 

contrato. Hermenéutica del artículo 901 del Código de Comercio. (SC3251-

2020; 07/09/2020) 

 

CONTRATO DE VINCULACIÓN 

 

• De automotor para servicio público. Cooperativa de transportadores 

pretende la declaración de incumplimiento, ante inaplicación del artículo 57 

del Decreto 171 de 2001. Evaluación de la extinción de las obligaciones por 

vencimiento del plazo convenido, estando pendiente la desvinculación 

administrativa. (SC4961-2019; 18/11/2019) 

 

 
 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/11/SC4803-2019.pdf
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2019/11/SC4961-2019-1.pdf
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CONTRATOS CIVILES Y COMERCIALES 
Algunos estudios contemporáneos de la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia de Colombia 

 

SC4425-2020 

 

CONTRATO CIVIL DE ASOCIACIÓN-Para publicación de obra. Incumplimiento del pago 

del «margen de utilidad» convenido. Reconocimiento de utilidades económicas con relación 

a la versión posterior o actualización del libro primigenio. Interpretación de los criterios de 

ingresos y egresos para calcular las utilidades del negocio jurídico, a la luz del artículo 1622 

CC. Determinación del quantum a partir de dictamen pericial. Constitución en mora del 
pago de utilidades. Artículo 307 CPC. Reconocimiento de la pérdida del poder adquisitivo 

de la moneda.  

 
6.- En las descritas circunstancias, a la luz del artículo 1622 del Código Civil, las cláusulas del «Contrato 
Civil de Asociación para la Publicación de la Obra Titulada “Vademécum del Cultivo de Papa”» deben 
interpretarse «unas por otras, dándole a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su 
totalidad», de modo que cobra relevancia la claridad de la convención en punto a las definiciones que 
los mismos suscriptores efectuaron respecto a los criterios de ingresos y egresos para calcular las 
utilidades. 

 
Como quiera que al tenor del artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, la condena al pago de 
«frutos, intereses, mejoras perjuicios u otra cosa semejante, se hará en la sentencia por cantidad y valor 
determinados» y en segunda instancia debe extenderse la condena en concreto hasta su fecha, la suma 
obtenida será actualizada desde la presentación de la demanda, pues concuerda la Corte con el análisis 

del Tribunal al realizar la misma operación por las utilidades del «Vademécum del Cultivo de la Papa», 
en el sentido que ante la falta de acreditación de la fecha de exigibilidad del pago de las utilidades 
derivada de la liquidación del contrato, solo con ese acto operó la constitución en mora para el efecto. 

 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CPC. 

Artículo 1622 CC. 

Artículo 392 numeral 4º CPC. 

 
ASUNTO: 

Se pidió declarar que entre las partes existe un contrato civil de asociación para la 

publicación de una obra firmado el 5 de septiembre de 1994, por virtud del cual se efectuó 

y difundió el texto denominado «Vademécum del Cultivo de Papa», cuya propiedad 

intelectual es del demandante, y que el negocio lo incumplió la convocada al no pagar el 

«margen de utilidad» convenido. Igualmente, declarar como de dominio intelectual del actor 

la «Guía para el Cultivo de Papa», elaborada y puesta en circulación con ocasión del mismo 
negocio jurídico, y que FEDEPAPA por no honrar la convención en lo atinente al «margen 
de utilidad». En adición, reclamó la indemnización del daño moral, estimado en el 

equivalente en pesos a mil gramos oro. El a quo negó las aspiraciones del libelo.  El ad quem 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4425-2020-2009-00788-01_1-1.pdf
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modificó lo resuelto por el a quo, y en su lugar, declaró: Que entre las partes se celebró 

contrato «civil de asociación para la publicación de la obra titulada vademécum del cultivo de 
papa»; que en virtud de ese pacto se realizó y publicó el «vademécum del cultivo de la papa»; 
que el accionante es su «autor intelectual e ideólogo» y que FEDEPAPA no ha cancelado a su 
favor las utilidades percibidas. Adicionalmente, negó las demás súplicas, entre ellas, «la 

totalidad de las pretensiones relativas al libro Guía para el Cultivo de la Papa», al considerar 

que no existía evidencia de que el contrato comprendiera también la publicación y 

comercialización de esa obra, pues «si la “guía” fuera la segunda edición del “vademécum”, 
lo lógico y puesto en razón es que los dos compartieran el mismo nombre, y como sucede 
normalmente, se agregase la referencia “segunda edición”». En SC9720-2015, se casó 

parcialmente la sentencia del ad quem. En esencia, por encontrar error en la apreciación 

de los libros editados, y en la interpretación del contrato que vinculó a las partes, porque 
allí evidentemente se reguló la difusión del «vademécum», sus ediciones y las versiones que 

se realizaran como lo fue la «Guía para el Cultivo de Papa» editada en el año 2005, desatino 

trascendente dado que, «de no haber sido por esa equívoca hermenéutica, se hubiera 
examinado en la sentencia lo atinente a la utilidad marginal por la publicación de la “Guía 
para el Cultivo de Papa”». Previo a proferir el fallo de reemplazo, se ordenó una prueba de 

oficio. En sentencia sustitutiva se revocó parcialmente la decisión de primera instancia. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO  : 11001 31 03 042 2009-00788-01 
PROCEDENCIA    : JUZGADO DE CIRCUITO DE BOGOTÁ, CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA SUSTITUTIVA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4425-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : CASACIÓN 
FECHA     : 23/11/2020 

DECISIÓN    : REVOCA PARCIALMENTE  

 

 

SC2407-2020 

 
CONTRATO DE AGENCIA COMERCIAL - Quien pretende la declaración de existencia del 

contrato, tiene el deber de probar la concurrencia de los elementos estructurales que 

configuran el negocio orientado a promover como a explotar la acreditación y 

comercialización de la línea de productos y servicios de las marcas de vehículos JAC y KIA. 

Observancia del recurrente en casación de demostrar la evidencia del error de hecho en la 

apreciación probatoria. 

“Precisado lo anterior, resulta oportuno insistir en que la posibilidad de identificar un convenio particular 

con la tipología negocial de que tratan los artículos 1317 y siguientes del Código de Comercio, está 

supeditada a la prueba de la concurrencia de sus elementos esenciales, a saber: (i)Encargo de promover 

o explotar negocios; (ii)Independencia y estabilidad del agente; (iii)Remuneración del agente y 

(iv)Actuación ‘por cuenta ajena’.” 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/07/SC2407-2020.pdf
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Fuente Formal: 

Artículos 1317, 1321, 1322, 1324 Ccio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) El error de hecho como modalidad de violación indirecta de la ley sustancial. SC 21 feb. 

2012, rad. 2004-00649-01. SC131-2018. SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-01.  

2) Demostración de la evidencia del error de hecho SC17654-2017  

3) Elementos estructurales del contrato de agencia comercial SC, 15 dic 2006, Rad. 1992-

09211-01. SC, 24 jun. 2012, Rad. 1998-21524-01. SC13208-2015.  

4) El encargo de promover o explotar negocios SC, 31 oct. 1995, rad. 4701.  

5) Independencia y estabilidad del agente SC, 20 oct. 2000, rad. 5497.  

6) Remuneración del agente CSJ SC3645-2019.  

7) Actuación ‘por cuenta ajena’ SC, 10 sep. 2003, rad. 2005-00333-01. SC16485-2015. 

 

ASUNTO: 

Se pidió declarar que entre Columba Motor Ltda, como agente, y las convocadas, como 

empresarias agenciadas, Kia Plaza S.A. y Automotores Comerciales S.A. - Autocom S.A. 

existió un contrato de agencia comercial, orientado a «promover y explotar la acreditación 

y comercialización de la línea de productos y servicios de las marcas de vehículos JAC y 

KIA» en los departamentos de Boyacá y Casanare, vínculo que terminó por incumplimiento 

atribuible a Kia Plaza S.A. y Autocom S.A. La parte demandada formuló las excepciones de 

«inexistencia del supuesto contrato de agencia comercial»; «carencia de acción»; 

«ilegitimidad de personería de Kia Plaza S.A. y Autocom S.A. para comparecer al presente 

proceso como demandadas»; «ausencia de los elementos esenciales para la declaratoria de 

responsabilidad contractual»; «inexistencia de daño material resarcible»; «inexistencia de la 

obligación de pagar perjuicios»; «abuso del derecho» y «pago». Autocom S.A., además, 

presentó demanda de mutua petición, con el argumento de que su contraparte es civil y 

contractualmente responsable por «los hechos acaecidos con ocasión de la toma y cierre del 

establecimiento de comercio por parte de ésta sociedad y donde hasta el 5 de junio de 2010 

pudo funcionar la sucursal de Duitama». El a quo negó las pretensiones de las demandas 

principal y de reconvención. El ad quem confirmó el fallo, ante la ausencia de acreditación 

de los elementos principales y concurrentes que configuran el contrato de agencia 

comercial. El recurrente en casación formuló un solo cargo, por la vía indirecta tras la 

trasgresión de los artículos 1317, 1320, 1322, 1324, 1325 y 1331 del Código de Comercio, 

como consecuencia de errores de hecho en la labor valorativa del ad quem. La Sala Civil, 

no casa la sentencia debido a la ausencia de demostración de la trasgresión que denunció 

el recurrente. 

 

M. PONENTE : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO : 11001-31-03-023-2010-00450-01 

NÚMERO DE PROVIDENCIA : SC2407-2020 

PROCEDENCIA : Tribunal Superior Sala Civil de Bogotá 
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CLASE DE ACTUACIÓN : RECURSO DE CASACIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA : SENTENCIA 

FECHA : 21/07/2020 

DECISIÓN : NO CASA 

 

 

SC4858-2020 

 
CONTRATO DE AGENCIA COMERCIAL DE HECHO-El aumento de clientes no es 

constitutivo del negocio jurídico. Defectos formales de la demanda de casación ante la 

ausencia de claridad y la acusación incompleta. 

 
“5.1. Contrario a lo señalado por el sentenciador de alzada, la agencia mercantil no tiene como única 
finalidad que el agente conquiste nuevos sectores económicos; y es que, conforme al artículo 1317 del 
Código de Comercio, su objeto es comprensivo de las actividades de promoción y explotación, incluyendo 
la apertura de mercados, el mantenimiento de los existentes o la reconquista de los que se encuentran 
en decadencia, siempre que se efectúen por cuenta y riesgo del agenciado. 
 
5.2. De otro lado, el esfuerzo de la casacionista por remarcar el aumento de clientes como punto de inflexión 
para la configuración de una agencia comercial, resulta del todo vano, pues este elemento no es constitutivo 
del mencionado negocio jurídico y, en todo caso, su ocurrencia es propia de múltiples contratos, como sucede 
con los negocios de suministro, distribución, franquicia y concesión.”  

 
Fuente Formal: 
Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 344, 176 CGP. 

Artículo 187 CPC. 

Artículos 349, 365 numeral 1°, 366 numeral 3º CGP   

 
Fuente Jurisprudencial: 
1) El artículo 344 CGP determina exigencias que emanan del principio dispositivo que 

campea los remedios extraordinarios: SC4829-2018. 

2) El principio dispositivo le da preponderancia al interés del recurrente como elemento 

delimitador del objeto del recurso: SC156, 20 jun. 1991, exp. n.° 2897. 

3) Cada acusación que se formule, debe estar soportada en una específica causal de 
casación y, por otra, que los argumentos que se aduzcan para sustentar los cargos, han de 

guardar armonía con el motivo seleccionado, de modo que no correspondan y, por lo mismo, 

no configuren, uno diferente, pues de desatenderse el citado requisito, se incurría en un 

hibridismo que choca con la técnica del recurso: SC435-2014.    

4) No son admisibles apuntaciones abstractas y sin aptitud para afectar los argumentos 

bastiones del fallo combatido, menos aun cuando no se hizo un cotejo entre lo que se 
encuentra probado y la decisión tomada, siendo necesario que la fundamentación del 

embate demuestre la existencia del yerro atribuido para así desvirtuar la presunción de 

legalidad y acierto que la caracteriza: SC1732-2019.    

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4858-2020-2013-00191-01_1.pdf
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5) El desenfoque es la ausencia de una estricta y adecuada consonancia con lo esencial de 

la motivación que se pretende descalificar: SC002-2019.     
6) La completitud del cargo se traduce la necesidad de que no se deje por fuera del ataque 

ninguno de los pilares esgrimidos por el juzgador de instancia; y, en segundo término, el 

adecuado enfoque de las censuras, esto es, que ellas versen sobre los verdaderos motivos 

que soporten el proveído generador de la inconformidad, y no sobre unos que no tengan tal 

carácter, surgidos de su inadecuada comprensión por parte del recurrente o de la inventiva 

de éste»: SC18563-2016.    
7) Corresponde al opugnante, no sólo realizar un listado de los cánones que estimó 

desatendidos, sino analizar cada uno de ellos para develar cómo la sentencia criticada los 

vulneró, así como su relevancia para la resolución del litigio:  AC2435- 2018; AC8738-2016.   

8) Las pruebas deben ser «apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana 

crítica», sin perjuicio de que el juez deba exponer «razonadamente el mérito que le asigne a 
cada prueba». Su invocación en casación debe hacerse por la vía indirecta, error de derecho, 

al comportar un desacierto en el proceso de «desentrañamiento, develación o interpretación 

de su significado»: SC18595-2016.    

9) Establecidos los aspectos en los cuales las pruebas concuerdan, o se contradicen, el 

juzgador se podrá dirigir a concretar aquellos hechos que, en su sentir, hubieren quedado 

demostrados como fruto de la combinación o agrupación de los medios, si es que en estos 
nota la suficiente fuerza de convicción para ese propósito»: SC, 25 may. 2010, rad. n.° 2004-

00556-01.   

10) La revisión individual de las piezas demostrativas puede conducir a inferencias 

parcializadas, al perder una mirada holística de los hechos, sin tener en cuenta que la realidad 

se compone de la agregación de las partes que conforman el todo: SC, 28 feb. 2013, rad. n.° 
2002-01011-01; reitera SC, 4 mar. 1991.    

11) Se incurre en este dislate cuando «la apreciación de los medios de prueba lo fue de manera 

aislada o separada, sin buscar sus puntos de enlace»: SC15413-2014 y SC4829-2019.   

12) El impugnante debe demostrar que la tarea evaluativa de las distintas probanzas cumplida 

por el sentenciador se llevó a cabo al margen del análisis de conjunto pedido en el artículo 

187, o sea, poniendo de manifiesto cómo la apreciación de los diversos medios lo fue de manera 
separada o aislada, sin buscar sus puntos de enlace o de coincidencia: SC, 11 jun. 1992.   

13) La actividad del agente se encamina a promover o explotar negocios en determinado 

territorio, esto es ‘a conquistar, ampliar o reconquistar un mercado en beneficio del 

principal: SC18392-2017.   

14) La tarea de conquistar mercados, al margen de la clase de distribución utilizada, es 
también connatural a los empresarios, inclusive suele darse por el posicionamiento paulatino 

o creciente que de la marca hace el fabricante y de su receptividad: SC1121-2018.   

15) Elementos esenciales que acreditan la agencia comercial: SC2407-2020. 

 

ASUNTO: 

La actora solicitó que se declare que entre ella y la convocada existió un contrato de agencia 
comercial de hecho y como consecuencia, esta última fuera condenada a pagarle una suma 

de dinero a título de cesantía mercantil y otro tanto por terminación del negocio sin justa 

causa, con intereses comerciales de mora e indexación. Como sustento fáctico se afirmó 
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que desde el 1° de julio de 2004 inició la promoción, posicionamiento y venta de los 

productos de la accionada en las localidades de Suba y Engativá, con un inicial de 3.800 
clientes y el compromiso de conseguir 100 mensuales, completando al final 5.000. La 

enjuiciada dio por terminado el contrato sin justificación, ni reconocer los emolumentos 

que por ley corresponde, en concreto, el ordenado por el artículo 1324 del Código de 

Comercio. El a quo estimó que las partes celebraron un negocio de distribución para la 

reventa; además, ante la ausencia de un encargo por cuenta de la demandada, descartó la 

existencia de una agencia comercial. El ad quem confirmó la decisión. El recurso de 

casación se fundamentó en la violación indirecta por error de derecho en la valoración de 
las pruebas recaudadas. La Sala Civil no casa la sentencia, por incurrir en errores técnicos 

en su formulación y no configurarse el error probatorio denunciado. 

 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-041-2013-00191-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL  
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4858-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 07/12/2020 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC172-2020 
 

CONTRATO DE CESIÓN DE CUOTAS SOCIALES - Declaración de existencia de contrato 

de cesión de cuotas sociales -de naturaleza onerosa- por el titular de empresa unipersonal. 

Carga de la prueba de la falta del pago del precio, ante cláusula expresa de estar “a paz y 

salvo por todo concepto”. ¿El pago del precio es un elemento de la existencia del negocio 

jurídico?. Reglas de la hermenéutica de los contratos por la intención y la especialidad.  

 

Fuente formal: 

Artículo 76 de la Ley 222 de 1995. 

Artículo 1501 del Código Civil. 

Artículo 1849 del Código Civil 

Artículo 905 del Código de Comercio. 

Artículos 1869 y 1870 del Código Civil. 

Artículo 911 del Código de Comercio. 

Artículo 1864 del Código Civil 

Artículo 920 del Código de Comercio. 

Artículo 898 inciso 2º del Código de Comercio. 

 

Fuente jurisprudencial: 

Sentencia CSJ. SC, Sentencia de 14 de julio de 1998, exp. 4724. 

Sentencia CSJ SC de 27 de julio de 1935 (M.P. Juan F. Mujica). 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/ci/b122019/SC5584-2019%20(2005-00464-02).doc
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Sentencia CSJ SC de 15 de junio de 1892. 

Sentencia CSJ SC de 7 de junio de 1904. 

Sentencia CSJ SC de 27 de julio (M.P. Juan F. Mujica). 

Sentencia CSJ SC de 25 de agosto (M.P. Miguel Moreno Jaramillo). 

Sentencia CSJ SC de 24 de agosto de 1938 (M.P. Arturo Tapias). 

Sentencia CSJ SC de 29 de marzo de 1939 (M.P. Fulgencio Lequerica Vélez). 

Sentencia CSJ SC de 15 de marzo de 1941 (M.P. Ricardo Hinestrosa Daza). 

Sentencia CSJ SC de 15 de septiembre de 1943 (M.P. Daniel Anzola). 

Sentencia CSJ SC de 13 de marzo de 1943 (M.P. Liborio Escallón). 

Sentencia CSJ SC de 16 de abril de 1953 (M.P. Pedro Castillo) 

Sentencia CSJ SC de 10 de octubre de 1955 (M.P. Luis F. Latorre). 

Sentencia CSJ SC de 28 de julio de 1958 (M.P. Ignacio Escallón). 

Sentencia CSJ SC de 5 de noviembre de 1964 (M.P. Julián Uribe Cadavid). 

Sentencia CSJ SC de 21 de mayo de 1968 (M.P. Fernando Hinestrosa Forero). 

Sentencia CSJ SC de 24 de julio de 1969 (M.P. Gustavo Fajardo). 

Sentencia CSJ SC de 24 de octubre de 1975 (M.P. Humberto Murcia) 

Sentencia CSJ SC de 3 de mayo de 1984 (M.P. Humberto Murcia). 

Sentencia CSJ SC de 11 de octubre de 1988 (M.P. Rafael Romero Sierra). 

Sentencia CSJ SC de 25 de mayo de 1992 (M.P. Pedro Lafont Pianetta) 

Sentencia CSJ SC de 26 de abril de 1995 (M.P. Héctor Marín). 

Sentencia CSJ SC de 14 de julio de 1998 (M.P. José F. Ramírez). 

Sentencia CSJ SC de 25 de octubre de 2000 (M.P. Jorge A. Castillo). 

Sentencia CSJ SC de 6 de agosto de 2010 (César J. Valencia Copete). 

Sentencia CSJ SC de 13 de octubre de 2011 (M.P. William Namén). 

Sentencia CSJ SC de 6 de marzo de 2012 (M.P. William Namén). 

Sentencia CSJ SC de 13 de diciembre de 2013 (M.P. Ruth M. Díaz). 

Sentencia CSJ SC de 31 de julio de 2015 (M.P. Jesús Vall de Rutén). 

Sentencia CSJ SC de 14 de julio de 1998, exp. 4724. 

 

Fuente doctrinal: 

Argeri, S. “Diccionario de Derecho Comercial y de la Empresa”. Bogotá: Astrea, I Edición, 

p., 94. 

Echeverry, R. “Derecho Comercial y Económico. Contratos Parte Especial”. Bogotá: 

Astrea, p. 110. 

 

“Lo anotado por cuanto el asunto de la existencia del mencionado negocio jurídico no se relacionaba ni 

debía fijarse con la falta de pago, sino con la determinación del precio, por ser este un elemento esencial 

del contrato por virtud de su carácter gravoso, aspecto este, que no sólo fue corroborado con la propia 

literalidad, sino por la conducta de las partes, quienes nada opugnaron al respecto. 

 

En efecto, los requisitos esenciales de la cesión celebrada por las partes, de naturaleza onerosa, se 

materializaron por medio de una típica compraventa, donde sus elementos emergían de manera 
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evidente; de un lado, la cosa vendida correspondía a las “diez mil (10.000) cuotas” contentivas del 

100% del capital que Marbely Sofía Jiménez Pérez poseía en la empresa Centro de Diagnóstico 

Automotor del Oriente y la Orinoquía E.U.; y de otro, el precio, determinado en cien millones de pesos 

($100´000.000,oo), el cual ha de entenderse, pagado por Juan Sebastián Parrado Vidal a la cedente, 

como se infiere de la cláusula tercera, tantas veces apuntada. 

 

Esa estructura negocial comportaba unas obligaciones puras y simples, pues la entrega, y en especial 

el pago, según la estructura de esta clase obligacional, no dependían ni se hallaban sujetos a una 

modalidad, en tanto no se acordó expresamente alguna circunstancia modificatoria, de plazo, condición 

o modo para el precio o el pago, que alterara su cumplimiento o exigibilidad. 

 

En efecto, dichas prestaciones, según el mismo contrato, emergieron, se concretaron y cumplieron de 

inmediato con la celebración del negocio jurídico, a pesar de que en el mismo no apareciera clara la 

voluntad de las partes para denominarlas en ese sentido. Desvirtuar su alcance, equivaldría a violar la 

ley de la autonomía contractual, reveladora de la voluntad de las partes e imperativa para ellos (art. 

1602 del C.C.)” 

 

CARGA DE LA PRUEBA - Acreditación del demandante del pago del precio pactado, 

mediante cláusula de “paz y salvo por todo concepto” en contrato de cesión de cuotas 

sociales. Interpretación contractual. Es deber del demandado probar las negaciones o 

afirmaciones definidas, tal es la ausencia de pago en el precio pactado. Reiteración 

sentencia del 13 de julio de 205. 

 

“Así las cosas, el alcance de la negación de la falta de pago invocada por la demandada por vía de 

excepción, no es indefinida, a fortiori, si el actor aportó el contrato que lo acreditaba, contentivo de una 

obligación pura y simple, no contraprobada; por tal razón, el error de hecho denunciado es inexistente. 

 

Tampoco se configuran per sé los efectos del inciso segundo del artículo 177 del C.P.C., pues la ratio 

legis de la norma, esto es, liberar de la carga probatoria a quien alegue una afirmación o negación 

indefinida, depende de la imposibilidad práctica de acreditar ciertas circunstancias en el tiempo, 

siempre y cuando estas “(…) no se contrapongan a [aseveraciones] previas que se pretenden desvirtuar”  

 

En consecuencia, no es suficiente decir frente a un contrato, que algo dejó de ocurrir para relevar al 

interesado de la carga demostrativa, cuando con tal proceder se cuestionan posiciones contrarias 

asumidas con antelación, pues con ello se estaría tolerando el desconocimiento del principio básico de 

la buena fe negocial, y pretiriendo a su vez, la doctrina de los actos propios.” 

 

Fuente formal: 

Artículo 1626 del Código Civil. 

Artículo 177 inciso 2 del Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 1757 del Código Civil. 
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Fuente jurisprudencial: 

Sentencia CSJ SC de 13 de julio de 2005, exp. 00126. 

Sentencia CSJ SC de 15 de julio de 1971. 

Sentencia CSJ SC 9072 de 11 de julio de 2014. 

 

Fuente doctrinal: 

Escriche, J. Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia” Madrid: Editorial de la 

Señora Viuda e Hijos de D. Antonio Calleja, 1847, pág. 538. 

Hinestrosa, F. “Tratado de las obligaciones”. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 

2007. pp. 570 y 571. 

Fontaine M. “Paiment et performance”, en Mélanges en I´ honneur de Denis Talon, Paris, 

1999. 

Devis Echandía, H., “Teoría General de la Prueba Judicial” Tomo 1, Quinta edición. 

Bogotá. Temis, 2002, pág. 64. 

 

INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL - Pautas de interpretación hermenéutica aplicadas en 

contrato de cesión de cuotas sociales. Intención y especialidad. Aplicación artículos 1621, 

1618, 1619, 1620 y 1622 del Código Civil Reiteración sentencias de 4 de noviembre de 2009 

y 25 de febrero de 2005. 

 

Fuente formal: 

Artículos 1621, 1618, 1619, 1620 y 1622 del Código Civil 

 

Fuente jurisprudencial: 

Sentencia CSJ SC de 4 de noviembre de 2009, rad. 1998-4175. 

Sentencia CSJ SC GJT. LX de 1946, pág. 656. 

Sentencia CSJ SC de 12 de junio de 1970. 

Sentencia CSJ SC de 27 de noviembre de 2008. 

Sentencia CSJ SC de 28 de febrero de 2005, exp. 7504. 

Sentencia CSJ SC5851 de 13 de mayo de 2014. 

 

Fuente doctrinal: 

Hinestrosa, F. “Tratado de las obligaciones”. Universidad Externado de Colombia. Bogotá. 

2007. Edición III. Pág. 573. 

De Castro Bravo, F. “El negocio jurídico”. Madrid, 2016: Civitas, p. 13. 

 

COSTAS - Y agencias en derecho impuestas a la parte recurrente por cuanto no desvirtuó 

la presunción de legalidad y acierto de la sentencia impugnada, dentro de proceso para la 

declaración de existencia de contrato oneroso de cesión de cuotas sociales de empresa 

unipersonal. 
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TRÁNSITO DE LA LEY - Aplicación del Código de Procedimiento Civil, por ser el estatuto 

procesal vigente al momento de la interposición del recurso extraordinario. Aplicación 

artículos 624 y 625 del Código General del Proceso y Acuerdo nº PSAA15-10392 de 2016. 

 

Fuente formal: 

Artículos 624 y 625 del Código General del Proceso. 

 

ASUNTO: 

Pretende el demandante menor de edad, se declare la existencia e inscripción del contrato 

de cesión de cuotas sociales de empresa unipersonal celebrado con su madre cedente, junto 

con el pago de réditos y utilidades generados desde la suscripción. La demandada 

excepcionó la inexistencia del negocio jurídico por no pago. El juez de primera instancia 

desestimó las pretensiones frente a la ausencia de pago y no registro ante la Cámara de 

Comercio. El juez de segunda instancia revocó la decisión por cuanto encontró demostrado 

el pago y determinó que la ausencia del registro no era un requisito de la existencia. 

Inconforme la demanda interpuso recurso de casación sustentado en la violación indirecta 

de la norma sustancial por error de hecho al tergiversar la cláusula de paz y salvo e invertir 

la carga de la prueba en la demandada frente a la demostración del pago. La Corte NO 

CASA la sentencia por cuanto encontró demostrados los requisitos de la esencia del 

contrato de cesión, la debida interpretación hermenéutica del contrato y la ausencia de 

prueba de la demandada respecto al pago del precio pactado. 

 
M. PONENTE : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 

NUIP : 50001-31-03-001-2010-00060-01 

NÚMERO DE PROCESO : 50001-31-03-001-2010-00060-01 

NÚMERO DE PROVIDENCIA : SC172-2020 

PROCEDENCIA : Tribunal Superior Sala Civil-Laboral de Villavicencio 

CLASE DE ACTUACIÓN : RECURSO DE CASACIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA : SENTENCIA 

FECHA : 04/02/2020 

DECISIÓN : NO CASA 

 

 

SC4321-2020 

 

CONTRATO DE COMISIÓN-Para la realización de operaciones de venta con pacto de 

recompra sobre «acciones personas jurídicas». Incumplimiento de compromisos 
contractuales en las operaciones de venta con pacto de recompra sobre acciones, al 

desatender las órdenes del inversionista. Condena solidaria a Interbolsa S.A., e Interbolsa 

S.A. Comisionista de Bolsa. Reconocimiento de montos dejados de recibir por el 

inversionista como consecuencia del incumplimiento de los deberes de la comisionista como 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4321-2020-2009-00538-01_1.pdf
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reconocimiento a título de daño emergente en adición a la pérdida del poder adquisitivo de 

la moneda, pese a no haberse pedido en la demanda la aplicación de intereses civiles y 
remuneratorios. Indexación a título de lucro cesante y el principio de congruencia. Artículo 

307 CPC. 

 
“Los puntos materia de disentimiento se pueden resumir en que desacertó el fallador de primer grado 
al interpretar el nexo que unió a las partes; se equivocó en la selección de las normas que rigen el 
debate; el accionante estaba debidamente representado por terceros para el manejo del portafolio y se 
impartieron las autorizaciones necesarias para su liquidación; no había lugar a reparación por las 
pérdidas sufridas por el inversionista en virtud de la naturaleza de las operaciones en bolsa y la 
sociedad escindida es ajena a la relación entre el accionante e Interbolsa S.A. De lo transcrito se llega 
sin hesitación a las mismas deducciones del a quo en el sentido de que, por el lapso transcurrido entre 
el 15 de mayo y el 21 de junio de 2006, solo el inversionista podía impartir las órdenes relacionadas 
con las operaciones de venta con pacto de recompra sobre acciones de las personas naturales que 
fueron el objeto de la litis, puesto que no tenía instituidos otros ordenantes, de ahí que las transacciones 
que se hicieron sin su anuencia constituían un incumplimiento de los compromisos contractuales por 
Interbolsa S.A. 

 
Dicho reconocimiento no constituye vulneración del principio de congruencia al que aluden las opositoras 
en el memorial con el que descorrieron el traslado de la experticia, a fin de que se limitara la condena 
al valor inicial porque «con el libelo introductorio no se pretendió la aplicación de intereses (ni civiles ni 
remuneratorios)», toda vez que fue expresa la petición de indexación a título de «lucro cesante» y de 
conformidad con el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 137 del 
artículo 1° del Decreto 2282 de 1989, la condena al pago de «frutos, intereses, mejoras perjuicios u otra 
cosa semejante, se hará en la sentencia por cantidad y valor determinados» y en segunda instancia 
debe extenderse «la condena en concreto hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia, aun 
cuando la parte beneficiada con ella no hubiese apelado».” 

 

Fuente Formal: 
Artículo 307 CPC.  

Artículo 1° numeral 137 Decreto 2282 de 1989.  

Artículos 3, 6 y 10 Ley 222 de 1995. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Responsabilidad contractual solidaria entre la escindente y la beneficiaria: SC22062-
2017. 

 

ASUNTO: 

El promotor pretendió la indemnización solidaria por las demandadas en virtud de los 

perjuicios ocasionados al incumplir el contrato celebrado con Interbolsa S.A., para la venta 

con pacto de recompra de acciones y los demás deberes como comisionistas de bolsa, al 
enajenar sin permiso lo que conformaba el portafolio de que era titular, estimados en 

$1.281’326.334,08 por daño emergente y $203’078.964,96 de lucro cesante. Su reclamo 

deriva de que celebró con Interbolsa S.A. un contrato de comisión para la realización de 

operaciones de venta con pacto de recompra sobre «acciones personas jurídicas», para lo 

cual firmó carta de compromiso dirigida a ésta y a la Bolsa de Valores de Colombia S.A., 

permitiendo las transacciones, con el requisito de que solo él autorizaría la venta de títulos 
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que hacían parte del portafolio. El a quo desestimó las defensas y condenó a las 

contradictoras a pagar al promotor $2.902’055.385 como daño emergente y un lucro 

cesante de $119’129.203, dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria, vencidos los 
cuales correrían intereses moratorios a la tasa certificada por la Superintendencia 

Financiera.  El ad quem, si bien precisó que existía legitimación en la causa por pasiva por 

la solidaridad vinculante entre Interbolsa S.A. Comisionista de Bolsa e Interbolsa S.A., por 

los actos anteriores a la escisión que le dio vida, «hasta el límite de los activos netos que les 
hubiere correspondido en dicho acuerdo», revocó la sentencia de primer grado y negó las 

pretensiones en vista de que no concurren todos los supuestos de responsabilidad 
contractual, especialmente la demostración de la conducta culpable del demandado. El 

demandante formuló un cargo encausado por la vía indirecta al denunciar errores de hecho 

en la apreciación de las pruebas que le impidieron dar por acreditado el incumplimiento 

contractual en la enajenación anticipada del portafolio accionario, sin autorización o 

justificación. La providencia del tribunal revocó la de primer grado para negar las 

pretensiones, pero la Corte casó el fallo, debido a que tuvo por demostrada una manifiesta 
equivocación del ad quem en la interpretación de la voluntad contractual que unía a las 

partes. La Sala Civil modifica la sentencia de primera instancia. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-040-2009-00538-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA SUSTITUTIVA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4321-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 17/11/2020 
DECISIÓN    : MODIFICA SENTENCIA  

 

 
SC3726-2020 

 

CONTRATO DE COMPRAVENTA-Inoponibilidad de negocios jurídicos que datan de 1.989. 

Venta total de inmueble que no era propiedad del vendedor, ni contara con la facultad para 
enajenar. Interrupción de la prescripción extintiva, en proceso en el que se declara la 

nulidad de la actuación que comprende el auto que admite la demanda. Principios 

“narra mihi factum, dabo tibi ius” e “iura novit curia”. 

 
“Aunque la presentación de la demanda es ineficaz para interrumpir la prescripción, entre otros casos, 
cuando la nulidad de la actuación comprende el auto que la admite (artículos 91 del Código de 
Procedimiento Civil y 95 del Código General del Proceso), ello no se impone de manera objetiva. Se 
necesita el actuar culpable de la parte actora. Y ello se desvanece cuando la invalidez de la providencia 
impulsora, le es totalmente ajena, o no se deriva del incumplimiento de una carga obligada a observar. 
 
No se compadece, entonces, que las circunstancias que en un momento dado edifican los conflictos de 
jurisdicción y competencia, le sean atribuidos a las partes. La actuación al respecto no es del resorte 
de ellas. Y nadie, en línea de principio, puede ser reprochado por las conductas permisibles o 
censurables de terceros.”  

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC3726-2020-2006-00553-01_1-1-1.pdf
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Fuente Formal: 

Artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por la regla 624 del CGP. Artículo 625 
numeral 5º CGP. 

Artículo 91 CPC. Artículo 95 CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC. Sentencia de 23 de febrero de 2006, exp. 198-00013-01. 

Sentencia de 19 de diciembre de 2018, exp. 2008-00508-01 
 

NULIDAD PROCESAL-Al ser saneable, solo puede alegarla el litisconsorte necesario que no 

ha sido vinculado. Rechazo de plano por ser presentado por un tercero.  

 
“5.2. En el caso, al margen de si se configura o no un litisconsorcio necesario, la presencia en el juicio 
de Álvaro Antonio Fadul Gutiérrez, hermano de las actoras, la reclama la sociedad Heprasa Herrera & 
Cía S.C.A. Se avizora, entonces, el fracaso del cargo. La nulidad procesal, en efecto, se alega por 
persona distinta de la afectada, por cuanto carece de legitimación procesal al no tratarse de la persona 
eventualmente damnificada.” 

 

Fuente Formal: 
Artículo 136 parágrafo único CGP. 

Artículo 135 inciso 3º CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

Que la nulidad no haya sido convalidada: SC8210, 21 jun. 2016, SC, 19 dic. 2011, rad. n.° 

2008-00084-01.   
 

ASUNTO: 

Proceso ordinario que promueve Ligia María del Carmen y María Clemencia Fadul Gutiérrez 

contra Heprasa Herrera y CIA. S. en C, en el que se solicitó declarar inoponibles las 

compraventas de bien rural. Como consecuencia, condenar a la demandada a restituir el 
fundo involucrado. Las pretensoras y Álvaro Antonio Samuel Fadul Gutiérrez, hermanos 

entre sí, figuraban como propietarios del predio de mayor extensión. Ese último suplantó a 

aquellas en un poder general. Asido del mismo enajenó el fundo a Heprasa Herrera y Cía. 

S. en C., antes Agropecuaria Hepra. El lote lo fragmentó y protocolizó en los instrumentos 

públicos referidos. El falso vendedor fue denunciado ante la Fiscalía y fue condenado por 

los delitos de falsedad, abuso de confianza y estafa. Las precursoras solicitaron la nulidad 
e inexistencia de los contratos. Las autoridades judiciales de entonces, el Juzgado 

Veintiocho Civil del Circuito de Bogotá y el Tribunal Superior, negaron las pretensiones. 

Triunfó la tesis, según la cual, procedía era la declaración de inoponibilidad. La interpelada 

resistió las súplicas y formuló la excepción de “prescripción extintiva de la acción”. La 

sustentó en que los contratos impugnados eran de 1989 y la réplica se produjo el 7 de 

marzo de 2013. En el inter, por tanto, había completado más de veinte años poseyendo el 
inmueble. El a quo accedió a las pretensiones, salvo las restituciones, y desestimó la 

excepción propuesta. Consideró que la inoponibilidad era una forma de ineficacia de los 

actos jurídicos. En el caso la pretensión prosperaba, respecto del derecho de dominio de 
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las demandantes, por cuanto se «dio la venta total de una cosa que no era propiedad del 
vendedor ni estaba facultado para enajenarlo». El ad quem confirmó lo así decidido. Se 

formularon dos cargos en casación: 1) Con fundamento en el artículo 336, numeral 5º del 
CGP, se acusa la sentencia por estar afectada de nulidad procesal; 2) Acusa la violación 

indirecta como consecuencia de la comisión de errores en el campo de los hechos. La Sala 

Civil no casa la sentencia, al no encontrar configuradas las causales planteadas por el 

recurrente. 

 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-015-2006-00553-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3726-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 05/10/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC4426-2020 
 
CONTRATO DE COMPRAVENTA- Sobre derechos de cuota y en cuerpo cierto. Existencia 

real del terreno sobre el que recae la cuota parte objeto de negociación. Lote que hace parte 

de uno de mayor extensión. Inexistencia del contrato por falta de objeto. Cuando la cosa es 

común de dos o más personas proindiviso, entre las cuales no intervienes contrato de 

sociedad, la determinación de lo que se vende corresponde al derecho que se tiene, y no a 

una parte específica de la cosa. Descripción del objeto concreto de la negociación. 
Acreditación por parte del demandante de los hechos que sirven de fundamento a sus 

pretensiones. Carga de la prueba. Firmeza del dictamen pericial. 

 
“1.- En orden a resolver la alzada, conviene precisar que, dada la naturaleza de las pretensiones y los 
hechos que les sirven de sustento, en el sub judice, resultan especialmente relevantes los medios de 
convicción documentales que posibiliten efectuar un estudio de títulos del predio denominado «Los 
Pantanos», así como un dictamen pericial cuyo cometido sea verificar la existencia real del terreno sobre 
el que recaía la cuota parte objeto de negociación. Ello, porque de acuerdo con el sustrato fáctico que 
soporta las súplicas de la demanda, sus probabilidades de éxito pendían del cumplimiento de la carga 
radicada en el accionante, en orden a acreditar que, efectivamente, el bien descrito como objeto de 
enajenación era inexistente, o no era de propiedad del vendedor sino de terceras personas.” 

 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 1757, 1866, 1868, 1869, 1870 CC. 
Artículos 1518, 2594 CC. Artículo 99 del Decreto 960 de 1970. 

Artículos 77 numeral 6º, 177, 210, 228 numeral 7º, 241, 357 CPC. 

Artículo 392 numeral 1º CPC. 

 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4426-2020-2001-00844-01_1-1.pdf
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Fuente Jurisprudencial: 

1) Cuando la cosa es común de dos o más personas proindiviso, entre las cuales no 
intervienes contrato de sociedad, la determinación de lo que se vende corresponde al 

derecho que se tiene, y no a una parte específica de la cosa, porque en esos eventos, la 

comunidad radica en una proporción o porcentaje y no en un espacio determinado o cuerpo 

cierto: SC10497-2015, SC 29 nov. 1967. 

 

Fuente Doctrinal: 
Galgano, Francesco. El Negocio Jurídico, Tirant lo Blanch, Valencia 1992, pág. 123. 

Devis Echandía, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial. Tomo I. 5° ed. Temis, 

Bogotá, 2006, pág. 406 

 

ASUNTO: 
Los demandantes pidieron declarar que es inexistente, por falta de objeto, el contrato de 

compraventa ajustado entre Modesto Lizcano Valderrama y la Fundación FDR en 

Liquidación; en su defecto, decretar la nulidad absoluta de dicho contrato, o la relativa, y, 

en subsidio, declarar que el negocio jurídico es “inexistente por tratarse de la venta de una 
cosa ajena” y, eventualmente, que es inválido de manera absoluta o relativa. El a quo 

declaró probadas las defensas de “falta de legitimación en la causa por activa e “inexistencia 

de la causa invocada”. En consecuencia, desestimó las pretensiones. En sustento de su 

decisión expuso que, ciertamente, el demandante Miguel Antonio Barranco García no 
estaba legitimado para promover la demanda dado que la cesión alegada para habilitar su 

intervención en el juicio no fue inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, 

razón por la cual no podía tenerse en cuenta. El ad quem la confirmó. En SC10497-2015, 

la Corte casó la sentencia de segunda instancia y, previo a proferir la de reemplazo, decretó 

de oficio la práctica de una experticia a cargo de un topógrafo, sobre unos aspectos 

específicos.  En sentencia sustitutiva confirmó la decisión de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO  : 11001-31-03-031-2001-00844-01 

PROCEDENCIA  : JUZGADO DE CIRCUITO DE BOGOTÁ, CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA SUSTITUTIVA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4426-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : CASACIÓN 
FECHA     : 23/11/2020 

DECISIÓN    : CONFIRMA  

 
 

SC4454-2020 
 

CONTRATO DE COMPRAVENTA COMERCIAL- Acción redhibitoria por vicios ocultos: 

presencia de un antiguo meandro o “madrevieja” en los lotes compravendidos, estratificado 

por el FOPAE como «zona de amenaza alta por inundación», lo que reduce el área neta 

urbanizable. Actos mercantiles realizado por fundación social. Culpa leve del comprador 
ante la falta de diligencia al examinar el bien a comprar: la diligencia mínima que cabe 

esperar de un actor relevante del mercado, que se dedica profesionalmente a la compra y 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4454-2020-2013-00703-01.pdf
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venta de bienes raíces e invierte en esa actividad un capital elevado con la asesoría de 

especialistas, impone examinar el predio con un grado de detalle superior al ordinario. 
Herramientas que permiten una perspectiva más comprehensiva del terreno, a fin de 

identificar un paleocauce no visible a nivel de superficie. Aumento de la probabilidad de la 

existencia de accidentes geográficos ante la presencia de canal fluvial sinuoso en el lindero 

de los fundos.  

 

“Lo anterior, porque si bien su causa es anterior a los contratos de compraventa, y además 
conlleva una pérdida económica trascendente para la demandante, connatural a la 
correlativa reducción del área total urbanizable del terreno, lo cierto es que el paleocauce 
reviste tal magnitud que no podría ser ignorado sin incurrir en culpa leve, que es el parámetro 
de conducta exigible en tratándose de compraventas mercantiles –naturaleza asignada por 
el tribunal a las negociaciones en disputa, sin reproche de las partes–, de conformidad con 
los preceptos 1 y 934 del Código de Comercio. 
 
Expresado de otro modo, la diligencia mínima que cabe esperar de un actor relevante del 
mercado, que se dedica profesionalmente a la compra y venta de bienes raíces e invierte en 
esa actividad un capital elevado con la asesoría de especialistas, impondría haber 
examinado el predio con un grado de detalle superior al ordinario, escrutinio que, por 
superficial que fuese, tendría que haber identificado un rasgo de tal calado que es observable 
a simple vista. Sin embargo, para la Corte tal omisión no obedeció a que esa formación 
estuviera oculta, sino a que dicho trabajo técnico se enfocó en tareas distintas a la verificación 
de las características de la heredad.”  
 
Fuente Formal: 

Artículos 63, 1498, 1893, 1915 inciso 2º CC. 

Artículo 934 Ccio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) El error de hecho como modalidad de la violación indirecta de la Ley sustancial: SC 21 
feb. 2012, rad. 2004-00649-01, reiterada en SC131-2018, SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-

00456-01. 

2) Compete al recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos legales que 

considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 

prescindiendo, desde luego, de cualquier consideración que implique discrepancia con las 
apreciaciones fácticas del sentenciador, cuestión esta que solo puede abordarse por la vía 

indirecta»: SC9100-2014; reiterada en SC1819-2019. 

3) Los vicios redhibitorios: SC, 16 dic. 2013, rad. 1997-04959-01, SC, 6 ago. 2007, rad. 

1999-00157-01. 

 

Fuente Doctrinal: 
DÍEZ-PICAZO, Luís. Fundamentos del derecho civil patrimonial, Tomo IV (Las particulares 

relaciones obligatorias). Ed. Civitas, Madrid. 2010, p. 137. 
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MALAURIE, Philippe, Laurent, Aynès, Cours de Droit Civil, Francia, Edition Cujas, 1994, 

p. 235.  

DELGADO, Teresa. De las acciones edilicias al concepto de correspondencia con lo 
establecido en el contrato. Dikê, Revista de Investigación en Derecho, Criminología y 

Consultoría Jurídica, n.º 18 (BUAP), México. 2015, pp. 61-81.  https: mapas.bogota.gov.co 

 

ASUNTO: 

La demandante pidió que «se declare que la demandada está obligada a reducir el precio de 
los inmuebles (...) que la Fundación le compró a Promotora San José de Maryland S.A.  por 

haberse descubierto vicios ocultos, consistentes en «la presencia de un antiguo meandro del 
río Tunjuelo» y «la existencia de un área de cesión pendiente de ser transferida por la sociedad 
vendedora a favor del Distrito Capital». En adición, solicitó la restitución dineraria, «a título 
de reducción en el precio de compra en razón de la menor área de terreno disponible para la 
construcción». El a quo negó las pretensiones, tras considerar acreditada la prescripción 

bienal que prevé el artículo 941 del Código del Comercio. El ad quem resaltó que, al resolver 

sobre las excepciones previas, el fallador de primer grado había declarado no probada la 

defensa (mixta) de prescripción que propuso la convocada, razón por la cual no le era 
permitido pronunciarse de nuevo sobre la misma temática, menos aún en sentido opuesto 

al definido inicialmente, a través de una providencia ejecutoriada. Por ende, revocó el 

reconocimiento del mencionado medio exceptivo, pero mantuvo la negativa del petitum.  El 

recurso de casación se fundamentó en dos censuras: 1) al amparo de las causales segunda 

La actora denunció la transgresión indirecta del artículo 934 del Código de Comercio, «por 
indebida aplicación como consecuencia de graves, evidentes y trascendentes errores de 
hecho en la apreciación objetiva y material de varios medios de prueba obrantes en el 
proceso» y 2) por la causal primera, alegando la infracción directa de los artículos 934 del 

Código de Comercio y 1602 y 1611 del Código Civil, la convocante censuró al tribunal por 

estimar que «la Fundación Social estaba legalmente habilitada para abstenerse de celebrar 
los contratos de compraventa en caso de que (...) los trámites administrativos pendientes 

determinaran la existencia de un meandro y que por cuenta de [este] desde el 28 de 
noviembre de 2012 se había establecido una restricción de edificabilidad en el área ocupada 
por aquel». La Sala Civil no casa la sentencia, por intrascendencia del error denunciado por 
el recurrente. 

 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-021-2013-00703-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL    

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4454-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 17/11/2020 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

 

https://mapas.bogota.gov.co/
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SC4422-2020 

 
CONTRATO DE CORRETAJE INMOBILIARIO-Reclamo de la declaración de existencia del 

contrato y el pago de la comisión. Nulidad procesal: Ausencia de jurisdicción. La justicia 

civil y laboral se predican de la jurisdicción ordinaria y sus asuntos son de competencia 

funcional que no de jurisdicción. La actividad del agente en el corretaje no se clasifica como 
un servicio personal de carácter privado. Incongruencia: no se configura cuando el ad quem 

declara “no probadas las excepciones invocadas”, sin hacer pronunciamiento expreso 

respecto a la «falta de legitimación de los demandados». Descripción de la legislación del 

corretaje en el código italiano, suizo, alemán, argentino y normas comunitarias de la Unión 

Europea. La concreción del negocio se erige en requisito para reclamar la comisión por 

parte del corredor. 

 
“Esto significa que establecido el acercamiento entre los posibles contratantes, la actuación posterior 
del corredor no es esencial. Las gestiones aledañas o adicionales, al decir de la Corte, «(…) no miden el 
cumplimiento de [la] labor [del corredor], en tanto (…) ésta se agota con el simple hecho de juntar la 
oferta y la demanda». Su labor queda concluida con el simple hecho material de acercar a los 
interesados en la negociación, sin ningún requisito adicional. 

 
Lo dicho, claro está, sin perjuicio de llevar el corredor a la práctica de diligencias encaminadas para 
que los contactados concreten el negocio. La razón estriba en que la norma 1341-2 del Código de 
Comercio, supedita el derecho a la remuneración a la conclusión del respectivo contrato. Al fin de 
cuentas, se trata de relaciones jurídicas encadenadas. La primera, nace entre el corredor y el cliente. 
La segunda, surge entre el contratante del intermediario y el tercero con el que se consuma el negocio. 
La conclusión de este último se erige en requisito para la comisión del corredor.” 

 
Fuente Formal: 
Artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por la regla 624 del CGP. 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 140 numeral 1º, 144 y 368 numerales 1º, 2º, 5º CPC. 

Artículo 234 CP. 

Artículo 11 Ley 270 de 1996. 

Artículo 305 CPC. 
Artículos 1341 numeral 2º Ccio. 

Artículo 2º CPT. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) La justicia civil y laboral se predican de la jurisdicción ordinaria y sus asuntos son de 
competencia, no de jurisdicción: SC, 030 de 28 de mayo de 1996, SC, 072 de 30 de julio de 

2004 y SC, 321 de 13 de diciembre de 2005. 

2) Factor funcional de competencia por distribución vertical y por asignación específica de 

tareas o materias.: SC, 26 de junio 2003, expediente 7258. 

3) Los agentes intermediarios no son «dependientes, mandatarios o representantes de los 
potenciales negociadores»:  

SC 12 de diciembre de 2014, expediente 00193. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC4422-2020-2011-00132-01_1.pdf
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4) Principio de congruencia de los fundamentos fácticos, pretensiones y excepciones:  

SC 24 de febrero de 2015, expediente 00108. 

5) El principio de congruencia «ostenta naturaleza objetiva, al margen de consideraciones 
normativas, la valoración probatoria o eventuales yerros de juzgamiento, y no se estructura 
por la simple divergencia o disentimiento con la decisión»: Sentencias de 18 de septiembre 

de 2009 (expediente 00406), de 2 de junio de 2010 (radicado 09578) y de 1º de diciembre 

de 2015 (expediente 00080). 

6) Estructurados los yerros por incongruencia, en el primer evento, todo se concretaría a 

eliminar lo concedido por fuera o por encima de lo pedido, a reducir la condena a lo probado 
o a completar los faltantes; en la segunda, a retirar el cuadro factual adicionado 

arbitrariamente por el juzgador, junto con los efectos jurídicos atribuidos: SC 21 de junio 

de 2016, expediente 00043. 

7) El corredor como simple intermediario no es un mandatario. No tiene la representación 

del comitente, ni realiza ningún acto jurídico por cuenta de éste. Su intervención se limita 

a actos materiales para aproximar a los contratantes a fin de que éstos perfeccionen por sí 

mismos el negocio: SC, 6 de octubre de 1954 (LXXVIII-861) reiterada en SC, 13 de abril de 

1955 (LXXX-13), SC, 12 de diciembre de 2014, radicado 00193. 

8) La labor del corredor se agota con el simple hecho de juntar la oferta y la demanda: SC 

9 de febrero de 2011, expediente 00900. 

Fuente Doctrinal: 
CÓDIGO CIVIL SUIZO. Zivilgesetzbuch. Libro Cinco de las obligaciones. Este libro hace 

parte del C.C., pero sus disposiciones se hallan enumeradas individualmente, y la relación 

contractual se aborda del art. 184 al 551.  CÓDIGO CIVIL ALEMÁN. Burgerliches 
Gesetzbuch. Traducción de Albert Lamarca Márques – Director. Madrid: Marcial Pons, 

2008, p. 203.  THE ITALIAN CIVIL CODE. Translated by Mario Beltramo Giovanni E. Longo 

y otro. New York: Oceana Publications, inc. 1969, p. 439).  

CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN. Buenos Aires: Lajouane, 2015, p. 267.  
RIPERT, Georges. Tratado elemental de Derecho Comercial. Argentina: Ediciones jurídicas 

Labor, 1988, tomo IV, p 121-130. RUÍZ DE VELAZCO, Adolfo. Manual de Derecho Mercantil. 
Madrid: Universidad Pontificia Comillas, 2005, p 849.  

GÁZQUEZ SERRANO, Laura. El contrato de mediación o corretaje. Ed. 1. Móstoles: 

Ediciones la Ley, 2007, p 51-53. 

ENNECERUS, L. Derecho de obligaciones. Barcelona: Editorial Bosch, 1935, vol.2, p 303.  

CASTAN. Derecho Civil Español, común y floral. Madrid, 1944, tomo 3, p 240.  BRUTAU, 

Puig. Fundamentos de Derecho Civil. Madrid, Ed. 2, tomo 2, vol. 2, p 480. 
BROSETA, Pons. Manual de Derecho Mercantil, Ed. 6, Madrid: Editorial Tecnos, 1985. 

FERRI. Manuale di diritto commerciale. Turín, 1950, p 576. 

 

ASUNTO: 

El demandante solicitó declarar la existencia de un contrato de «intermediación y/o 
corretaje» inmobiliario, o en subsidio, uno de «comisión o remuneración». Como 

consecuencia, condenar a los interpelados a pagar las sumas que se determinan o se 
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establezcan en el proceso. En cualquier caso, con intereses corrientes y moratorios, e 

indexación. Los demandados eran propietarios del 50% de un predio en esta ciudad. 
Fallecida su progenitora, heredaron el otro 50%. El pretensor se enteró del interés de los 

dueños de enajenar el inmueble. A mediados de 2009, los contactó para informarles, a 

cambio de una comisión, la posibilidad de conseguir clientes. Aceptada la propuesta se 

iniciaron las labores de intermediación con la potencial compradora IC Inmobiliaria S.A., o 

sus empresas vinculadas. Las negociaciones se hicieron con la sociedad IC Construcciones 

S.A. y en el contrato de compraventa se hizo figurar a la empresa Prodesic S.A. como 
adquirente. El a quo negó las pretensiones. Para el fallador, ninguna de las pruebas 

acopiadas permitía seguir que los hermanos Mejía López solicitaron el concurso del 

precursor, Eduardo Giraldo Mejía, para la enajenación del terreno. El ad quem revocó la 

decisión, reconoció el contrato de corretaje y condenó el pago de la parte proporcional de la 

comisión, con intereses. Al mismo tiempo, declaró «no probadas» las excepciones. Los 

recursos de casación se formularon así: 1) Por una parte, Aura Nayibe, César Manuel y 

Fruto Eleuterio Mejía López, en el único cargo, denunciaron incongruencia del fallo; 2) Por 
otra, María Antonia Mejía López, en una acusación, blandió la ausencia absoluta de 

jurisdicción, y en otra, la violación indirecta en la valoración probatoria. La Sala Civil no 

casa la sentencia, al no encontrar configuradas las causales planteadas por el recurrente. 

 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-010-2011-00132-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4422-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 17/11/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 
SC4526-2020 

 

CONTRATO DE CUENTAS EN PARTICIPACIÓN- Convenio de distribución de las 

utilidades, sin que aparezca la inclusión de los rubros de membresía y gestión como parte 

de aportes susceptibles de retribuir. Debate de reconocimiento de derechos por los aportes 

en industria y trabajo, sin haberse convenido. Funciones, obligaciones y relaciones 
jurídicas definidas legalmente del “participe gestor” y el “participe inactivo”. Interpretación 

contractual. 

 
“3.3.2. En las relaciones jurídicas con terceros, como se vio, al actuar el gestor como único dueño y 
ejecutor de las operaciones, es el llamado a entenderse con estos y, en virtud de ello, adquiere en su 
nombre derechos y obligaciones. 

 
3.4. Por estas circunstancias, el gestor compromete su responsabilidad de forma ilimitada, teniendo los 
terceros acción solamente en su contra y no frente al participe inactivo, mientras permanezca oculto, 
quien de su parte responde exclusivamente hasta el valor de su aportación, salvo el evento de salir del 
anonimato, porque de darse esta situación responderá solidaria e ilimitadamente ante terceros.” 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4526-2020-2012-00257-01_1_.pdf
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Fuente Formal: 

Artículos 624, 625 CGP.  
Artículos 507, 512, 513 Ccio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) El gestor es reputado único dueño del negocio, en las relaciones externas que produce 

la participación. Los derechos respectivos de los asociados se determinan por el contrato. 

Cada uno de ellos debe, como en toda sociedad, hacer un aporte y obligarse a contribuir a 
las pérdidas que puedan resultar de las operaciones sociales, por lo menos hasta 

concurrencia de la aportado: SC de 10 de jun. de 1952. 

2) Configuración de la violación directa: cuando el sentenciador se equivoca en la aplicación 

del derecho material que concierne al asunto objeto del litigio, no obstante haber constatado 

correctamente la realidad fáctica: SC de 25 de feb. de 2002 Rad. 5925. 
3) Cuando el ataque en casación se funda por vía directa, compete al recurrente centrar 

sus juicios exclusivamente sobre los textos legales que considere inaplicados, 

indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, prescindiendo de cualquier 

consideración que implique discrepancia con las apreciaciones fácticas del fallador, 

cuestión esta que sólo puede abordarse por la vía indirecta de la misma causal: SC feb. 18 

de 2004. Rad. n°. 7037, reiterado en SC de oct. 3 de 2013, rad. n° 2000-00896. 
4) Se presenta error de hecho cuando se supone o pretermite la prueba, entendiéndose que 

incurrirá en la primera hipótesis el juzgador que halla un medio en verdad inexistente o 

distorsiona el que sí obra para darle un significado que no contiene, y en la segunda 

situación cuando ignora del todo su presencia o lo cercena en parte, para, en esta última 

eventualidad, asignarle una significación contraria o diversa: SC 1853-2018. 
5) La carga de demostrar el error de hecho recae exclusivamente en el censor. No obstante, 

esa labor no puede reducirse a una simple exposición de puntos de vista antagónicos, fruto 

de razonamientos o lucubraciones meticulosas y detalladas, porque en tal evento el error 

dejaría de ser evidente o manifiesto conforme lo exige la ley: SC, 15 jul. 2008, Rad. 2000-

00257-01; SC, 20 mar. 2013, Rad. 1995-00037-01, AC5337-2017. 

6) Cuando se acusa la violación indirecta de la ley sustancial por «error de hecho», es 
imperativo que el recurrente en casación, más que disentir, se ocupe de acreditar los yerros 

que le atribuye al sentenciador: AC 14 abr. 2011, rad. n° 2005-00044-01. 

7) Evidencia y trascendencia del error de hecho:  SC de 21 de feb. de 2012, rad. 2004-

00649-01, reitera en sentencias 24 de jul 2012, rad. 2005-00595-01 y SC1853-2018. 

8) Ejercicio de la discreta autonomía con que cuenta el juzgador de instancia para la 

interpretación del contrato: SC de 28 feb. de 2005, Rad. 7504. 
9) En casación no basta cualquier discrepancia interpretativa el contrato:  SC de 17 sept. 

2013, Rad. n°2007-00467-01, SC de 7 de feb. de 2008, Rad. 2001-06915-01, reiterado en 

SC9446-2015. 

10) El recurso de casación no es una tercera instancia de los procesos en la cual se pueda 

revisar libremente el litigio o las pruebas aportadas en su caso, pues esta Corporación como 

tribunal de casación no se ocupa directamente del fondo mismo de los negocios:  SC de 5 
de jun. de 2002 exp. 6848. 
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ASUNTO: 

El demandante solicitó la declaración de existencia del contrato de cuentas en 
participación, cuyo objeto era obtener y mantener la vinculación del gestor Carlos Becerra 

y después de SUMMACON, empresa afiliada a la Cámara Colombiana de la Infraestructura, 

al “GRUPO PROMOTOR EDIFICIO CCI”  y mediante la gestión de Carlos Becerra, 

representante legal de SUMMACON EU -hoy SUMMACON S.A.S.- y Daniel Zuluaga 

representante legal de ZULUAGA CUBILLOS LTDA., alcanzar una participación en dicho 

proyecto; que de conformidad con la voluntad de las partes, las utilidades o beneficios del 
negocio debían distribuirse únicamente en la misma proporción que los aportes dinerarios 

efectivamente realizados por cada uno de ellos, inicialmente al fondo o encargo fiduciario 

de FIDUOCCIDENTE registrado a nombre de la CCI y posteriormente en las cuentas del 

FIDEICOMISO 3-4-1925 EDIFICIO; que los aportes totales realizados a las cuentas del 

fideicomiso por las partes integrantes del contrato de cuentas en participación, en nombre 
del Fideicomitente SUMMACON ascendieron a una suma de dinero, de la cual ZULUAGA Y 

CUBILLOS aportó el equivale al 94.53% del total; que de conformidad con lo pactado para 

la distribución de utilidades y pérdidas, del total de los ingresos percibidos por el 

Fideicomitente Promotor SUMMACOM S.A.S, por concepto de utilidades, beneficios y 

reembolso de aportes del Fideicomiso, le corresponde al socio oculto ZULUAGA Y CUBILLOS 

LTDA, una proporción igual a la de sus aportes hechos a las cuentas del fondo, que equivale 
al 94.53 % del total, por lo cual tiene derecho a recibir en la misma proporción las dos 

oficinas entregadas por el proyecto Edificio CCI, (708 y 709) junto con sus garajes y 

depósitos, así como un porcentaje equivalente del dinero recibido por esos conceptos. El a 
quo estimó las pretensiones. El ad quem dispuso modificar la providencia, en el sentido de 

ordenar a Summacon S.A.S. que transfiera y entregue a favor de Zuluaga y Cubillos 

Ltda., la oficina 709 y los parqueaderos 440 y 441 del Edificio CCI y que le pague 
una suma determinada de dinero. En adición, condenó  al pago de  los perjuicios 

causados por los frutos de la oficina y de los parqueaderos del Edificio CCI. Se 

formularon cuatro cargos en casación de los cuales, por auto AC7801-2016 se admitieron 

a trámite dos, fundados en la causal primera: 1) por violación directa y 2) por violación 

indirecta tras error de hecho. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001 31 03 032 2012-00257 01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL     
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4526-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 23/11/2020 
DECISIÓN    : NO CASA   
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SC5175-2020 

 
CONTRATO DE ENCARGO FIDUCIARIO- De vinculación al fideicomiso. Efectos de la 

vinculación de la Fiduciaria a la negociación, actuando en nombre propio. Interpretación 

de las cláusulas del «contrato de fiducia mercantil irrevocable de administración», respecto 

al punto de equilibrio de ventas en torno a proyecto inmobiliario. Deber de información de 

la fiduciaria. Resolución del contrato por incumplimiento. Incongruencia: resulta necesario 

que en la acusación se confronte efectivamente el petitum y el contenido de la providencia 

definitiva, para evidenciar el desafuero de la jurisdicción, lo que en el breve desarrollo del 
referido cargo no se hizo.  Demostración del cargo: deber de acreditar que el petitum o la 
causa petendi hubiese sido objetivamente alterado por el tribunal al proferir el fallo de 
segunda instancia. Carencia de simetría del cargo por violación directa. El medio nuevo es 
inadmisible en casación  
 
2.3. De lo expuesto en precedencia se sigue que, en opinión del tribunal, la carga de la que da cuenta 
la cláusula segunda del «contrato de encargo fiduciario de vinculación al fideicomiso Soler Gardens», 
esto es, administrar, de manera armónica con las disposiciones de la fiducia, los dineros sufragados 
por Serentia Seguros S.A., habría surgido para la fiduciaria previa expresión de su voluntad en el 
referido convenio escrito, en el que esta última estampó su firma sin dejar constancia de obrar como 
vocera de patrimonio autónomo alguno.  
 
Ello significa que, bien vistas las cosas, en el fallo de segundo grado se entendió que Fiduciaria 
Corficolombiana S.A., actuando en propio nombre, sí fue parte del referido «contrato de encargo 
fiduciario de vinculación al fideicomiso Soler Gardens», porque había exteriorizado su voluntad de 
obligarse, en los términos ya explicados. De ahí que en esa providencia se refrendara la decisión de 
condenar a las accionadas, como secuela necesaria de la resolución, por incumplimiento, de la aludida 
convención.   

 

Fuente Formal: 

Artículo 281 CGP. 
Artículo 344 numeral 2º literal a) CGP. 

Artículo 1238 Ccio. 
 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Cuyo incumplimiento es de antaño inscrito en una de estas tres posibilidades: en primer 

lugar, cuando en la sentencia se otorga más de lo pedido, sin que el juzgador estuviese 

facultado oficiosamente para concederlo (ultra petita); en segundo lugar, cuando en la 
sentencia olvida el fallador decidir, así sea implícitamente, alguna de las pretensiones o de 

las excepciones formuladas (mínima petita); y en tercer lugar, cuando en el fallo decide 

sobre puntos que no han sido objeto del litigio, o, de un tiempo a esta parte, en Colombia, 

con apoyo en hechos diferentes a los invocados (extra petita) : SC1806-2015. 

2) Compete al recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos legales que 
considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 

prescindiendo, desde luego, de cualquier consideración que implique discrepancia con las 

apreciaciones fácticas del sentenciador, cuestión esta que solo puede abordarse por la vía 

indirecta: SC9100-2014, SC1819-2019.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/01/SC5175-2020-2015-00222-01.pdf
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3) Siguiendo esa orientación, dada la separación existente, a la fiduciaria le corresponderá 

enfrentar, con sus propios recursos, las consecuencias derivadas de aquellas conductas 
dañinas realizadas respecto a su condición de empresa y, lo mismo en lo que hace al 

patrimonio autónomo, que sobrevendrán las que atañan a su objetivo, es decir, para lo que 

fue constituido: SC5438-2014. 

4) El yerro fáctico será evidente o notorio, “cuando su sólo planteamiento haga brotar que 

el criterio” del juez “está por completo divorciado de la más elemental sindéresis; si se 

quiere, que repugna al buen juicio”, lo que ocurre en aquellos casos en que él “está convicto 
de contraevidencia”: SC 11 de julio de 1990 y SC 24 de enero de 1992, o cuando es “de tal 

entidad que a primer golpe de vista ponga de manifiesto la contraevidencia de la 

determinación adoptada en el fallo combatido con la realidad que fluya del proceso”: SC 

146 de 17 de octubre de 2006, exp. 06798-01; dicho en términos diferentes, significa que 

la providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que “se estrelló violentamente contra 
la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada razonable ni conveniente 

persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so pretexto de aquella 

autonomía”: G. J., CCXXXI, p. 644, SC 21 feb. 2012, rad. 2004-00649-01, SC131-2018. 

5) Se infiere de lo anterior, entonces, que cualquier ensayo crítico sobre el ámbito probatorio 

que pueda hacer más o menos factible un nuevo análisis de los medios demostrativos 

apoyados en razonamientos lógicos, no tiene virtualidad suficiente para aniquilar una 
sentencia si no va acompañado de la evidencia de equivocación por parte del sentenciador: 

SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-01. 

6) La interpretación de un contrato está confiada a la discreta autonomía de los juzgadores 

de instancia, y no puede modificarse en casación, sino a través de la demostración de un 

evidente error de hecho que ponga de manifiesto, palmaria u ostensiblemente, que ella es 

de tal alcance que contradice la evidencia, ya porque supone estipulaciones que no 
contiene, ora porque ignore las que ciertamente expresa, o ya porque sacrifique el verdadero 

sentido de sus cláusulas con deducciones que contradice la evidencia que ellas demuestran 

[CSJ SC, 14 oct. 2010, rad. 2001-00855-01]: SC3047-2018. 

7) Tratándose del recurso de casación, el censor tiene la ineludible carga de combatir todas 

las apreciaciones de fondo que conforman la base jurídica esencial del fallo impugnado, sin 
que sea posible desatender y separarse de la línea argumental contenida en aquel proveído, 

principios estos que, de vieja data, han llevado a la Corte a sostener que los cargos 

operantes en un recurso de casación no son otros sino aquellos que se refieren a las bases 

fundamentales del fallo recurrido, con el objeto de desvirtuarlas o quebrantarlas. Por eso, 

cuando los cargos hechos en un recurso no se relacionan con esos fundamentos son 

inoperantes: AC, 29 oct. 2013, rad. 2008-00576-01.  
8) Cuando se acusa la sentencia de violación indirecta de la ley sustancial por «errores de 

hecho», es imperativo que el recurrente más que disentir, se ocupe de acreditar los yerros 

que le atribuye al sentenciador, laborío que reclama la singularización de los medios 

probatorios supuestos o preteridos; su puntual confrontación con las conclusiones que de 

ellos extrajo –o debió extraer– el Tribunal y la exposición de la evidencia de la equivocación, 
así como de su trascendencia en la determinación adoptada: AC6243-2016. 

9)  El medio nuevo es “inadmisible en casación, toda vez que ‘la sentencia del ad quem no 

puede enjuiciarse ‘sino con los materiales que sirvieron para estructurarla; no con materiales 
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distintos, extraños y desconocidos. Sería de lo contrario, un hecho desleal, no sólo entre las 

partes, sino también respecto del tribunal fallador, a quien se le emplazaría a responder en 

relación con hechos o planteamientos que no tuvo ante sus ojos, y aún respecto del fallo 
mismo, que tendría que defenderse de armas para él hasta entonces ignoradas’: SC 006 de 

1999 Exp: 5111, al fin y al cabo, a manera de máxima, debe tenerse en cuenta que ‘lo que no 

se alega en instancia, no existe en casación’: GJ. LXXXIII, 57, SC del 21 de agosto de 2001, 

Rad. N.° 6108.     

10) Admitir argumentos nuevos en casación, hiere la lealtad procesal, en tanto se espera 

que en los grados jurisdiccionales se discutan las materias fácticas objeto de su ligio, sin 
que pueda aguardarse al final para izar tópicos con los que se pretende una resolución 

favorable”: SC1732-2019, SC2779-2020. 

 

ASUNTO: 

La demandante solicitó declarar que su contraparte incumplió «las obligaciones principales 
de traditar o transferir el dominio de los inmuebles ofrecido a la demandante, a saber, los 
locales comerciales y tres parqueaderos», así como su deber de «realizar diligentemente todos 
los actos necesarios para la consecución del objeto fiduciario, pactadas en el contrato 
denominado encargo fiduciario de vinculación al fideicomiso Soler Gardens». Pidió que se 

declarara la resolución del contrato que celebraron «Andrés Fajardo Valderrama, sociedad 

Fajardo Williamson S.A., Promotora Soler Gardens S.A., Fiduciaria Corficolombiana S.A. y el 
demandante Serentia Seguros Ltda. Agencia de Seguros», y que se condenara a la fiduciaria, 

y al patrimonio autónomo del que esta es vocera, a restituir a la accionante una suma de 
dinero, junto con los réditos moratorios, la indexación y la cláusula penal pactada.  En 

subsidio de lo anterior, reclamó que se ordenara «el cumplimiento de las obligaciones 
principales contenidas en el contrato denominado encargo fiduciario de vinculación al 
Fideicomiso Soler Gardens». El a quo desestimó las excepciones de mérito, decretó la 

resolución del «encargo fiduciario de vinculación suscrito el 1º de mayo de 2008 y sus dos 
otrosí[es]», y condenó al Fideicomiso Soler Gardens, así como a la Fiduciaria 

Corficolombiana S.A., a pagar a la demandante, de manera solidaria, una indemnización, 

junto con los intereses comerciales al máximo permitido por la Superintendencia Financiera. 
El ad quem confirmó en su integridad lo resuelto. La Fiduciaria Corficolombiana S.A. 

interpuso el recurso de casación, formulando los dos primeros cargos, con apoyo en la 

causal tercera del artículo 336 del CGP; el siguiente, alegando la infracción directa de la ley 

sustancial, y los restantes denunciando la trasgresión indirecta de la misma normativa: 1) 

no estar en consonancia con las pretensiones y la causa petendi de la demanda», al 

condenar a la Fiduciaria Corficolombiana S.A. «a pagar unas sumas de dinero, sin que 
dicha sociedad (...) hubiera sido parte o hubiera celebrado el contrato de encargo fiduciario 

resuelto»; 2) incongruencia de la sentencia con los hechos que fueron objeto de controversia 

en el proceso; 3) trasgresión de forma directa los artículos 63, 1546, 1613 1614, 1615 y 2344 
del Código Civil; 870, 1226, 1227, 1234, 1235 y 1243 del Código de Comercio; 4) trasgresión 

indirecta como consecuencia de la existencia de graves errores de hecho en la apreciación 

de pruebas, 5) vulneración indirecta por la imposición a pagar intereses comerciales de 
mora, pese a que, en casos como este, «inexorablemente ha de acudirse al requerimiento 
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judicial para la constitución en mora, tal como lo establece el inciso segundo del artículo 

94 del Código General del Proceso». La Sala Civil no casa la sentencia. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 
NÚMERO DE PROCESO   : 05001-31-03-014-2015-00222-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL     

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5175-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 18/12/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC5097-2020 

 
CONTRATO DE ENCARGO FIDUCIARIO-Responsabilidad de la fiduciaria -por 

inobservancia de deberes secundarios de “máxima diligencia”-  cuando la oferta comercial 

es hecha por los constituyentes y se permite el derecho de redención parcial del fondo 

común ordinario de inversión, sin firma, autorización e información del otro constituyente. 

 
“En suma, todo lo dicho conduce a concluir dos cosas. En primer lugar, el cargo se enderezó a cuestionar 
la aplicación de normas atinentes a las fiduciarias que resaltan el deber de máxima diligencia. Empero, 
quedó incólume la conclusión del Tribunal, atinente a que la demandada cumplió con lo acordado y que 
los constituyentes estuvieron de acuerdo con la interpretación que se dio para las redenciones parciales 
realizadas.  
 
Y, en segundo lugar, la importancia máxima del reglamento, con respecto a la forma como se debía 
proceder -en tratándose de redenciones totales o parciales-. Sin embargo, como este aspecto no fue 
tocado en el cargo, de nada sirve estudiar si la interpelada actuó o no en el marco de un esmerado y 
cuidadoso manejo de las redenciones. En una palabra, se reitera, era el reglamento - ajeno al embate- 
el llamado a regular estas cuestiones.” 
 

Fuente Formal: 

Artículo 29 numerales 1º literal b), 2º, 29 inciso 3º, 53 numeral 2º literal g), 154 decreto 

663 de 1993.   

Artículos 42 numeral 4º literal a), 34, 59, 108 Decreto 2175 de 2007.   
Artículo 41 Decreto Único 2555 de 2010. 

 

ASUNTO: 

Se solicitó por la demandante que se declare civilmente responsable a la demandada por 

los perjuicios derivados del pago indebido que hiciera a la señora María Cristina Polo de 
Murgueitio, del encargo fiduciario del Fondo Común Ordinario Credifondo, hoy Cartera 

Abierta Colectiva Credifondo, administrado por la interpelada. Por oferta comercial de 

encargo fiduciario efectuada por la demandada, “de manera conjunta” a María Cristina Polo 

de Murgueitio y el demandante, abrieron, el encargo fiduciario mencionado, de modo que 

la titularidad recaía en cabeza de aquellos dos, tal como se observa en el documento 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC5097-2020-2010-00303-01.pdf
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representativo de la inversión. María Cristina retiró del encargo fiduciario aludido una 

suma de dinero, sin el conocimiento, ni la aquiescencia del también titular Jesús María 
Murgueitio Restrepo. Helm Fiduciaria S.A. fue negligente y faltó al profesionalismo al 

efectuar dicho desembolso, sin contar con la aquiescencia de los dos titulares del encargo. 

Actuó sin la observancia de sus obligaciones como administradora del encargo. En 

definitiva, desentendió las obligaciones que tenía como administradora del fondo común, 

según la oferta comercial que motivó la inversión. El a quo negó las pretensiones y se 

hallaron prósperas las excepciones de “ausencia de culpa” y “falta de nexo causal”. El ad 
quem confirmó la decisión. En el recurso de casación se acusa la sentencia de ser 
directamente violatoria de las normas contenidas en los artículos 63, 1494, 1495, 1496, 

1502, 1546, 1602, 1603, 1604, 1605, 1606, 1615, 1616, 1619, 1620, 1621 y 1624 del 

Código Civil; 822, 834, 835, 863, 864, 870, 871, 1227, 1233, 1235 y 1243 del Código de 

Comercio; 1º, 2º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 41, 42 numeral sexto, 43, 44, 59 numeral cuarto, 108, 

109 y 111 del Decreto 2175 de 2007, todos por falta de aplicación. Y por aplicación indebida 

de los artículos 1602, 1613, 1614, 1622 y 1618 del código civil; 845, 846, 850, 851, 854, 
855, 1226, 1234, 1236 y 1237 del código de comercio; 3º, 29, 146 numeral primero, 151, 

153, 154 y 155 del decreto 663 de 1993. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO   : 76001-31-03-006-2010-00303-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI, SALA CIVIL     
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5097-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 14/12/2020 
DECISIÓN    : NO CASA   

 

 

SC4280-2020 

 

CONTRATO DE FIDUCIA COMERCIAL EN GARANTÍA- De prenda e hipoteca en el marco 

de procesos concursales. Concepto y naturaleza de la fiducia en garantía como derecho 

personal. No se debe confundir o entremezclar la fiducia con la prenda o la hipoteca. 
Respaldo con un mismo bien, de diferentes acreedores y deudas presentes o futuras. 

Ejecución de su cometido por parte de la sociedad fiduciaria cuando de por medio está el 

trámite de procesos concursales, de reestructuración o de reorganización. Los certificados 

de garantía fiduciaria, expedidos por la sociedad fiduciaria, no son títulos-valores, por 

tanto, no gozan de autonomía y tampoco incorporan el derecho crediticio. Extensión de la 
garantía y retención de los documentos expedidos por la sociedad fiduciaria. Normas que 

disciplinan la prenda civil. 

 
“Además, conviene destacar que el carácter flexible o moldeable que acompaña al contrato de fiducia 
mercantil en garantía, al permitirse con este, cual se reseñó anteriormente, respaldar con un mismo 
bien diferentes acreedores y también varias deudas (presentes o futuras), se amplía, hoy en día 
también, a las garantías mobiliarias de las que trata la Ley 1676 de 2013, al establecer en su artículo 
3°, que ellas se constituyen “… con el fin de garantizar una o varias obligaciones propias o ajenas, sean 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4280-2020-2014-00222-01_1.pdf
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de dar, hacer o no hacer, presentes o futuras sin importar la forma de la operación o quien sea el titular 
de los bienes en garantía”.  En el compendio de las cuestiones generales que afloran sobre la fiducia 
en garantía, no puede dejar de mencionarse lo concerniente a la ejecución de su cometido por parte de 
la sociedad fiduciaria (es decir, pagar la deuda o deudas al acreedor o acreedores beneficiarios), cuando 
de por medio está el trámite de procesos concursales, de reestructuración o de reorganización. 
 
De ese breve recorrido sobre la fiducia en garantía en el marco de los procesos concursales, y de la 
forma en la que el legislador especificó su tratamiento y efectos en esas causas, no hay manera de 
deducir, que el legislador, para todos los efectos haya asimilado la prenda y la hipoteca a aquella 
garantía, lo cual ocurre, únicamente, con el propósito de realizar la graduación de créditos a la hora de 
la liquidación y pago a los acreedores.” 

 

Fuente Formal: 

Artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del CGP. 

Artículos 1226 a 1244 Ccio. 
Artículos 65, 1219, 2410 CC. 

Artículo 1º Ccio. 

Artículo 3º Ley 1676 de 2013. 

Artículo 17 Ley 550 de 1999. 

Artículos 17, 38, 50 Ley 1116 de 2006. 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) Concepto y naturaleza de la fiducia en garantía como derecho personal: STC de 21 de 

agosto de 2008, Rad. 2008-00151-01, reiterada en SC6227-2016, SC de 14 de feb. de 2006, 

rad. 1000-01, SC de 12 de mayo de 2016, Rad. 1998-01111-01. 

2) No es posible confundir o entremezclar la fiducia con la prenda o la hipoteca, ya que sólo 
estas últimas hacen surgir garantías reales, con los atributos que le son propios, como 

prelación y persecución:  SC de 12 de mayo de 2016, Rad. 1998-01111-01. 

3) Obligación del fiduciario: SC de 14 de febrero de 2006, Rad. 1999-1000-01. 

4) Las sociedades fiduciarias, mientras estuviera en trámite un proceso concursal, les 

estaba vedado ejecutar los fideicomisos en garantía en pro de los acreedores beneficiarios, 

de no mediar la previa autorización del juez del concordato: AC18 de diciembre de 1995 
(410-6017) y AC 4 de junio de 1997 (4103480). 

5) La fiducia en garantía es un derecho personal, “representado” con “los certificados de 

garantía que al efecto se expiden, documentos que lejos de tener una valía jurídica propia 

y desligada del negocio fiduciario, sirven como medio de instrumentación de los gravámenes 

constituidos: STC de 21 de agosto de 2008, Rad. 2008-00151-01, reiterada en SC6227-

2016, Superintendencia de Sociedades: Oficio 220-068603 del 11 de junio de 2013. 
6) Demostración de un cargo por violación directa: G.J. CXLVI, págs. 60 y 61, SC 14 de 

diciembre de 2010, expediente 2002-00047. 

7) Los medios mixtos o nuevos están proscritos en casación: SC 5798 del 9 de marzo de 

2014, Rad. n.° 2009-00978-01, y CSJ SC15222-2017, GJ CCVIII, n° 2447, pág. 25. 

8) Eficacia del ataque de la apreciación probatoria por error de hecho: 
SC 22 de marzo de 1991, GJ CCVIII, pág. 248. 

9) El desatino fáctico en la ponderación de las probanzas se da, entre otros eventos, cuando 

se altera la objetividad de la prueba adicionándola o mutilando su real contenido, como si 
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al respectivo instrumento o escrito se le introduce estipulaciones que no tiene, o se ignora 

las que sí hay: SC de 16 de diciembre de 1968, GJ CXXIV, pág. 448.  
10) En la demostración del yerro de facto no es admisible que el censor saque y aísle un 

pasaje específico del conjunto de lo consignado o declarado en la prueba, para buscar 

contradicciones, vaguedades o imprecisiones en ella: sentencia del 26 de octubre de 1988. 

T. CXCII, 2431, pág. 237. 

 

ASUNTO: 
Se pretende la declaración de responsabilidad civil de la entidad financiera convocada por 

haber retenido tres certificados fiduciarios expedidos por la Fiduciaria del Estado por valor de 

mil quinientos millones de pesos, los cuales le fueron entregados, únicamente, para respaldar 

créditos adquiridos por la demandante. En adición, que se ordene pagar a la demandada los 

perjuicios causados a la reclamante, con la respectiva actualización monetaria e intereses 
moratorios. La demandante otorgó a favor de la demandada dos pagarés. Para garantizar el 

pago de los créditos contraídos única y exclusivamente por la sociedad Oliveira Zambrano 

Limitada, -y no de otras personas naturales y/o jurídicas-, ella entregó al banco accionado 

tres certificados fiduciarios, expedidos por la Fiduciaria del Estado, en relación con el 

fideicomiso denominado “Patrimonio autónomo Oliveira Zambrano Lote 12”. Una vez 

cancelados los mencionados pagarés, la convocada negó la devolución de los tres certificados 

dados en garantía, con el argumento que Oliveira Zambrano Limitada era deudor solidario “en 
operaciones de terceros”. El anterior proceder llevó a que la sociedad accionante no pudiera 

utilizar las garantías fiduciarias en otras operaciones de crédito, y a que de esa forma se le 

causara perjuicios materiales, entre ellos, su posterior disolución y liquidación. El a quo que 

declaró probada la excepción de prescripción extintiva de la acción. El ad quem: (i) revocó el 

fallo del a-quo en lo que se refiere a la prescripción extintiva, y en su lugar; (ii) negó las 

excepciones planteadas, en razón de no haberse probado la responsabilidad contractual de 

Bancolombia S.A.; (iii) desestimó las súplicas de la demanda. El recurso de casación contiene 
tres cargos formulados dentro de la órbita de la causal primera del artículo 368 del CPC, que 

la Corte estudió en el siguiente orden: primero, tercero y segundo, por versar los dos iniciales 

sobre aspectos técnicos, y el restante por ameritar una respuesta de fondo: 1) violación directa 

ante su falta de aplicación, los artículos 95, numeral 1º de la Constitución Política, 830 del 

Código de Comercio, 65, 2417, 2426, 2488, 2489 del Código Civil, y 38 y 50 de la Ley 1116 

de 2006; 2) violación indirecta como consecuencia del error manifiesto de hecho, al apreciar 
las pruebas; 3) violación indirecta, como consecuencia del error manifiesto de hecho al 

apreciar el contenido literal de los certificados de garantía fiduciaria. La Sala Civil no casó 

la providencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

NÚMERO DE PROCESO      : 76001-31-03-008-2014-00222-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI, SALA CIVIL  

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4280-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 17/11/2020 
DECISIÓN    : NO CASA 
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SC3941-2020 

 

CONTRATO DE MANDATO SIN REPRESENTACIÓN-Para la realización de operaciones 

“REPO” -venta con pacto de recompra- sobre certificados de depósito de productos agrícolas. 

Legitimación en la causa de quien cede a un tercero los derechos económicos derivados de los 

contratos de mandato, para pedir el reconocimiento de los mismos. Diferencia de la cesión de 

créditos. Dictamen pericial relativo a existencia de saldos adeudados objeto de la 

controversia: fundado en información “extra contable” de la actora y/o en la contabilidad 

irregular de dicha empresa. La negativa a la objeción por error grave en contra de una prueba 
técnica, no cambia las reglas para su apreciación y no libera a los jueces de la obligación en 

el correspondiente análisis. Se debate por error de hecho, la aceptación del dictamen pericial 

sin la debida apreciación por parte del juez. Valor demostrativo de la contabilidad regular.  
 
“Ahora, como se pactó la cesión de unos derechos económicos, es claro que no había necesidad de 
remplazar al actor y mucho menos de conformar un litisconsorcio necesario, y que si quería ayudar lo 
haría solo a título de litisconsorte facultativo, tal como se comprometió, en armonía con el mandato del 
inciso 3º del artículo 60 del Código de Procedimiento Civil, normatividad que era la que estaba vigente 
cuando se celebró el analizado contrato. 
 
4.3. Entonces, con vista en las premisas expuestas, cabe concluir que Agrored S.A. sí se encontraba 
legitimada para promover la contienda, ya que aun cuando cedió a un tercero los derechos económicos 
derivados de los contratos de mandato que celebró con Café Kenia Comercializadora Internacional S.A., 
estaba facultada para pedir el reconocimiento judicial de los mismos, pero además por el contrato de 
cesión de derechos económicos estaba obligada a hacerlo.” 

DICTAMEN PERICIAL- Que se funda en información “extra contable” de la actora y/o en la 

contabilidad irregular de dicha empresa. La negativa a la objeción por error grave en contra 
de una prueba técnica, no cambia las reglas para su apreciación y no libera a los jueces de la 

obligación en el correspondiente análisis de la “firmeza, precisión y calidad”; como en 

establecer la competencia e idoneidad del auxiliar de la justicia; y sopesar la experticia con las 

demás pruebas recaudadas. Se debate por error de hecho, la aceptación del dictamen 

pericial sin la debida apreciación por parte del juez. 
 
“4.3. De las premisas precedentes se infiere con claridad, que el Tribunal sí incurrió en el defecto que se le 
enrostró, pues es verdad que no realizó ningún análisis de los fundamentos del dictamen sino que, como 
ya se dijo, infirió la firmeza de sus conclusiones del hecho de que la demandada, al apelar el fallo de 
primera instancia, no cuestionó la decisión mediante la cual se negó la objeción por error grave que había 
planteado frente al mismo y, automáticamente, lo tuvo por suficientemente demostrativo del incumplimiento 
contractual de aquélla; de la existencia de saldos insolutos a cargo de ésta y a favor de la actora; de la 
cuantía de los mismos y de los intereses causados; y, como consecuencia de las dos precedentes 
deducciones, del no pago de dicha obligación. 

 
Es que, como viene de analizarse, el fracaso de la objeción y la abstención de la demandada de alzarse 
contra la decisión que la denegó, adoptada en el fallo del a quo, no eran factores de los que pudiera colegirse 
la debida sustentación de la pericia. Correspondía al ad quem adentrarse en ella, identificar sus 
fundamentos, auscultarlos y evaluar “su firmeza, precisión y calidad”, laborío que no realizó, toda vez que, 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC3941-2020-2011-00643-01.pdf
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como consecuencia de las circunstancias arriba indicadas, supuso la existencia y, sobre todo, la idoneidad 
de los mismos.” 

 

NORMA SUSTANCIAL-No ostentan esta calidad los artículos 1º, 4º y 822 del Código de 

Comercio. 
 

Fuente Formal: 

Artículos 28 numeral 7º, 48, 50, 70 numeral 4º, 73 Ccio. 

Artículo 27 de la Ley 794 de 2003, modificatorio del artículo 277 CPC. 

Artículo 884 Ccio.  
Artículo 111 Ley 510 de 1999 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Alcance de la norma sustancial: 

SC 15222 del 26 de septiembre de 2017, Rad. n.° 2009-00299-01. 

2) La entrega del título es condición para que tenga efecto la cesión entre cedente y 
cesionario, esto es, para que el negocio entre los dos tenga eficacia: 

SC 10 de diciembre de 2011, Rad. n.° 2004-00428-01. 

3) Se debate por error de hecho la aceptación del dictamen pericial como bien sustentado, 

sin estarlo. 

SC del 14 de agosto de 2003, Rad. n.° 6899. 
4) Deber del juez en analizar sus fundamentos del dictamen pericial con el propósito de 

determinar la “firmeza, precisión y calidad” de los mismos; establecer la competencia e 

idoneidad del auxiliar de la justicia y sopesar la experticia con las demás pruebas recaudadas: 

SC del 5 de abril de 1967. G.J., t. CCXVI, pág. 440, SC 12743 del 24 de agosto de 2017, 

Rad. n.° 2007-00086-01,  

5) Efectos de la Objeción que por error grave y el deber de análisis del dictamen pericial: 

SC 170 del 15 de febrero de 2018, Rad. n.° 2007 00299 01. 

6) La contabilidad regular tiene valor demostrativo: 

SC del 21 de marzo de 2003, Rad. n.° 6642. 

Fuente Doctrinal: 

Cubides Camacho, Jorge. “Obligaciones”. Bogotá, Universidad Javeriana, Publicaciones, 

1991, pág. 267. 

ASUNTO: 

La demandante pretende que se declare que Café Kenia Comercializadora Internacional S.A. 

“incumplió los contratos de mandato sin representación” que celebraron para la realización de 

operaciones “REPO” -venta con pacto de recompra- sobre varios certificados de depósito de 

mercancías; que como consecuencia de ello, se la condene a “reintegrar[le] los dineros que 
Agrored canceló para honrar las operaciones celebradas ante la bolsa, y a pagarle los intereses 

moratorios causados sobre esa suma, “a la tasa máxima legal permitida”, desde las fechas de 

vencimiento de cada una de dichas negociaciones y hasta “el día efectivo de pago”, así como 
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“[t]odos los perjuicios derivados del incumplimiento”. El a quo accedió a las pretensiones y 

condenó a la compañía demandada a cancelar las siguientes sumas de dinero: 

“$750’974.095.oo”, correspondiente a los valores sufragados por esta última en desarrollo de 

las operaciones “REPO” sobre las que versó el litigio; y “$300’596.166.oo”, por concepto de 
intereses. El ad quem confirmó la providencia. Pese a que en el recurso de casación no se 

identificaron los cargos contra la sentencia impugnada, encuentra la Corte,  que, dos fueron 

las acusaciones formuladas, ambas sustentadas en la causal primera: 1) dirigida a combatir 

la legitimación de la demandante, como consecuencia de la incorrecta apreciación del material 

probatorio recaudado en el proceso; y 2) encaminada a obtener el reconocimiento del pago de 
las obligaciones reclamadas, ante la  violación indirecta de los artículos 822 y 1386 Ccio, así 

como los artículos 1626, numeral 1°, 1630, 1666 y 1668 del CC, como consecuencia de los 

errores de hecho al apreciar los elementos de convicción relativos a la satisfacción total de 

las obligaciones objeto de la controversia. La Sala Civil, casó la sentencia y confirmó 

parcialmente el fallo de primera instancia. 

 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 
NÚMERO DE PROCESO            : 11001-31-03-032-2011-00643-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL  
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3941-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 19/10/2020 
DECISIÓN    : CASA y CONFIRMA PARCIALMENTE 

 

 

SC3347-2020 

 
CONTRATO DE OBRA CIVIL-Pretensión resarcitoria por incumplimiento contractual en la 

entrega de la construcción pactada frente a partícipe inversionista. Convenio de 

exoneración de responsabilidad legal solidaria del inversionista en contrato de cuentas en 

participación. Artículo 511 Código de Comercio. Demostración de la trascendencia y 
evidencia del error de hecho. Entremezclamiento de errores de hecho con yerros de derecho. 

El cargo invocado en casación debe guardar correspondencia con el motivo escogido por el 

censor. 

 
“En consecuencia, no mermaría la conclusión de la Corte que, tal cual lo revela el convenio de que se 
trata, Pijao SA conociera desde el inicio de la relación que Alba Correa sería quien colocaría los recursos 
económicos para que Alccom ejecutara las obras requeridas por aquella sociedad, porque si bien es 
connatural que el partícipe inversionista esté bajo el anonimato, no lo es menos que su revelación no 
desvirtúa el contrato de cuentas en participación, como quiera que este conocimiento sólo genera 
solidaridad entre el partícipe inversionista u oculto y el partícipe gestor, en el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas por este último con cualquier tercero. 
 
Es decir que la pretensión de responsabilidad contractual elevada por la demandante estaría llamada 
al fracaso en lo que atañe a Arturo Hernando Alba Correa,  porque los negociantes celebraron un 
contrato de cuentas en participación en donde a él, como partícipe aportante, se le exoneró de la 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/09/SC3347-2020-2010-00478-01.pdf
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obligación de realizar las obras asumidas por Alccom, a pesar de que era responsable solidario de dicha 
carga porque la contratante en los acuerdos de obra conoció de su condición desde los albores del 
negocio.” 

 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP.  
Artículo 344 numeral 2º CGP.  

Artículo 511 C. Cio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Formulación, por separado, de los cargos contra la sentencia recurrida en casación, con 
la exposición de los fundamentos de cada acusación, en forma clara, precisa y completa: 

AC, 16 ago. 2012, rad. 2009-00466, reiterado CSJ AC, 12 jul. 2013, rad. 2006-00622-01. 

2) Demostración de la trascendencia del error de hecho: AC. 2.6 de noviembre de 2014, rad. 

2007-00234-01, SC876 de 2018, rad. nº 2012-00624-01.  

3) Entremezclamiento de errores de hecho y de derecho: AC3642 de 2016, rad. nº 2010-

00740-01.  
4) Ataque en casación del desconocimiento de la fijación del litigio realizada en la audiencia 

de que trata el artículo 101 del CPC: AC7828 de 16 dic. 2014, rad. nº 2009-00025-02.  

5) El cargo invocado debe guardar correspondencia con el motivo escogido por el censor: 

AC277 de 19 nov. 1999, rad. 7780; en el mismo sentido, AC049 de 19 mar. 2002, rad. 

1994-1325-01; G.J. CCXLIX, pág. 1467; AC de 14 dic. 2010, rad. 1999-01258-01.  
6) Contrato de cuentas en participación: SC 105 de 2018, rad. nº 1992-09354-01. 

Sentencia 125 de 13 de septiembre de 2006, expediente 00271. En igual sentido, en 

términos generales, sentencia de 10 de junio de 1952, LXXXII-402.  

7) Demostración de la trascendencia y evidencia del error de hecho: SC-158 de 2001, rad. 

nº 5993. 

 
Fuente Doctrinal:  

Jorge Nieva Fenoll. El recurso de casación ante el Tribunal de Justicia de la Comunidades 

Europeas, J.M. Bosh, Barcelona, 1998. 

 

ASUNTO: 
Pijao Grupo de Empresas Constructoras SA «Pijao SA» solicitó declarar que A. y L. 

Construcciones y Comunicaciones Ltda.  Alccom incumplió el contrato de obra civil OTM-

1094, que junto a Arturo Hernando Alba Correa quebrantaron los acuerdos de obra OTM-

774 y OTM-776; en consecuencia, ambos deben ser condenados al pago de los perjuicios 

causados por concepto de daño emergente derivado, en su orden, del primer convenio y de 

los restantes, más los intereses comerciales moratorios, así como la sanción pactada. 
Argumentó que, a título de dación en pago anticipada, se transfirió al señor Alba Correa la 

casa nº 43 del Condominio Villas del Country Pijao, previa suscripción de promesa de venta 

en la que hizo constar que el precio del inmueble sería cancelado con la ejecución de las 

obras contratadas. Que los demandados incumplieron totalmente porque no entregaron las 

construcciones, ni siquiera de manera parcial, generando perjuicios a Pijao SA por la 
transferencia de la casa nº 43 del Condominio Villas del Country Pijao. Una vez vinculado 
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al pleito, el inversionista se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones meritorias 

de «enriquecimiento sin justa causa», «tasación excesiva de perjuicios», «incumplimiento de 
las obligaciones contractuales por parte de la demandante» e «incumplimiento de las 
obligaciones contractuales por la sociedad Alccom Ltda.» El a quo declaró infundadas las 
excepciones, accedió a las pretensiones y condenó a ambos encartados al pago de los daños 

materiales. Al resolver la apelación interpuesta por Alba Correa, el ad quem modificó la 

decisión para exonerarlo de responsabilidad a él únicamente. Al amparo de la primera 

causal del artículo 368 del CPC, se adujo que el fallo atacado vulneró por vía indirecta 

debido a errores de hecho manifiestos en la valoración de las pruebas. La Sala Civil no casa 
la sentencia ante los defectos de técnica del recurso de casación. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-044-2010-00478-01 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3347-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 14/09/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC4801-2020 

 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA-Resolución del contrato: el prometiente 

vendedor carece de facultad para solicitar la resolución en razón de la omisión del deber 

demostrativo de estar a paz y salvo con las cargas tributarias del predio objeto de la venta, 
al momento de comparecer a la notaría para la suscripción de la escritura pública. La 

obligación de presentar los comprobantes fiscales corresponde a un requisito necesario 

para el otorgamiento de la escritura pública, como prestación conexa al contrato preliminar 

e incluso al prometido. Presupuestos de la acción resolutoria en obligaciones de ejecución 

simultánea. Observancia en allanarse a cumplir las obligaciones negociales. Condición 

resolutoria tácita. Artículos 1546 y 1609 CC. 
 
“En resumen, puede deprecar la resolución de un acuerdo de voluntades el contratante cumplido, 
entendiéndose por tal aquel que ejecutó las obligaciones que adquirió; así como el que no lo hizo 
justificado en la omisión previa de su contendor respecto de una prestación que éste debía acatar de 

manera preliminar; y puede demandarla en el evento de desacato recíproco y simultáneo si se funda 
en el desacato de todas las partes, en este evento sin solicitar perjuicios (CS SC1662 de 2019); mientras 
que si de demandar la consumación del pacto se trata, sólo podrá hacerlo el negociante puntual o que 
desplegó todos los actos para satisfacer sus débitos, con independencia de que el otro extremo del pacto 
haya atendido o no sus compromisos, también en el supuesto de que estos fueran anteriores. 
 
Entonces, la obligación de presentar los aludidos comprobantes fiscales corresponde a un requisito 
necesario para el otorgamiento de la escritura pública, al punto que está consagrada en el decreto 2148 
de 1983, que reglamentó sus homólogos 960 de 1970, 2163 de 1970 y la ley 29 de 1973, los cuales, 
en conjunto, preveían el ejercicio de la función notarial; mas no un presupuesto de la promesa de venta, 
tampoco del contrato jurado como lo afirmó con imprecisión la recurrente.” 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4801-2020-1994-00765-01_1_.pdf
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Fuente Formal: 
Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículo 368 numeral 1º CPC. 

Artículos 1546, 1609, 1857 CC. 

Artículo 20 Decreto 2148 de 1983. 

Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. 

Artículo 375 inciso final, 392 CPC, modificado por el 19 ley 1395 de 2010. 
 

Fuente Jurisprudencial: 

1) La violación directa acontece cuando el sentenciador, al margen de toda cuestión 

probatoria, deja de aplicar al caso controvertido la disposición sustancial a que debía 

someterse y, consecuentemente, hace actuar las que resultan extrañas al litigio, o cuando 
habiendo acertado en la disposición rectora del asunto, yerra en la interpretación que de 

ella hace: SC, 17 de nov. 2005, rad. 7567, reiterada SC, 15 de nov. 2012, rad. 2008-00322. 

2) El artículo 1546 CC consagra la condición resolutoria tácita, que consiste en la facultad 

a favor del contratante cumplido para pedir la resolución o el cumplimiento del pacto 

fundado en la infracción del extremo contrario del negocio que no respetó las obligaciones 

que adquirió, en uno y otro caso, con indemnización de perjuicios: SC de 7 mar. 2000, rad. 
nº 5319. 

3) Una y otra acción debe dirigirse en contra del extremo que se sustrajo a satisfacer sus 

compromisos negociales; que es este comportamiento omisivo -el incumplimiento de las 

obligaciones-, el factor que determina la operatividad de las señaladas vías; y que a dichas 

dos soluciones sustanciales -resolución y cumplimiento- puede enfrentárseles, para 
enervarlas, la excepción de contrato no cumplido: SC1662 de 2019, rad. 1991-05099. 

4) En el evento de que las obligaciones asumidas por ambos extremos no sean de ejecución 

simultánea, sino sucesiva, se ha precisado que, al tenor del artículo 1609 del Código Civil, 

quien primero incumple automáticamente exime a su contrario de ejecutar la siguiente 

prestación, porque ésta última carece de exigibilidad en tanto la anterior no fue honrada: 

SC de 29 nov. 1978, en igual sentido SC de 4 sep. 2000 rad. nº 5420, SC4420 de 2014, 
rad. nº 2006-00138, SC6906 de 2014, rad. nº 2001-00307-01. 

5) Para que pudiese tenérsele como contratante cumplido debió presentar el comprobante 

que el fallador reclamaba de rigor para tal acto, pues solamente de ese modo podría decirse 

de él que estaba en condiciones de cumplir la obligación a su cargo: SC 028 de 2003, rad. 

6688. 
6) La disposición de ejecutar lo prometido, como es la suscripción del título de dominio, no 

puede tenerse por superada con la simple presencia del prometiente en la notaría, puesto 

que los paz y salvos referidos se erigían en los únicos indicativos de que estaba en 

posibilidad de pagar la prestación: SC4420-2014. 

 

ASUNTO: 
Ana Beatriz Forero de Quiroga -en nombre de la sucesión de Salomón Forero Briceño- 

contra Jorge Vargas Linares.  solicitó declarar la resolución de la promesa de compraventa 

que suscribieron Salomón Forero Briceño, en condición de prometiente vendedor, y Jorge 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

59 

Vargas Linares, como prometiente comprador, ante el incumplimiento de este; se le ordene 

al convocado restituir la posesión del inmueble, las mejoras en él plantadas, así como sus 
frutos civiles; y se le condene a reconocer los perjuicios que causó. El día acordado para 

solemnizar la venta prometida -10 de noviembre de 1987-, Salomón Forero Briceño 

compareció a la Notaría Sexta de Bogotá a cumplir con tal obligación, pero el demandado 

no asistió, de lo cual aquel dejó constancia a través de la escritura pública 7829 de esa 

fecha. Agregó que el 16 de marzo de 1989, Jorge Vargas Linares, por conducto de apoderado 

judicial, solicitó la inclusión de un crédito a su favor en la sucesión de Salomón Forero 
Briceño, consistente en la obligación de suscribir la escritura de compraventa, sin aludir a 

la transgresión contractual de su parte. Una vez vinculado al pleito el enjuiciado se resistió 

a las pretensiones y como excepción alegó, sin darle título, que acató las obligaciones 

contraídas en la promesa, salvo la comparecencia a la notaría para el momento de suscribir 

la compraventa, debido a solicitud verbal del promitente vendedor, quien informó no poder 
otorgar la escritura pública por una medida de embargo que recayó sobre el fundo objeto 

del negocio. El a quo desestimó las peticiones de la demanda. El ad quem confirmó tal 

decisión. El único cargo que se estudió en casación se fundamentó en la vulneración por 

vía directa de los artículos 89 de la ley 153 de 1887, 1546, 1609 y 1857 del Código Civil. 

La Sala Civil no casa la sentencia, por no encontrar acreditado el cargo. 

 
M. PONENTE    : AROLDO WILON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-019-1994-00765-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL DESCONGESTIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4801-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 07/12/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC3250-2020 

 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA- Se persigue el pago del precio convenido 

en la promesa la que fue cumplida con la posterior firma de escritura, ante la relevancia de 

la discordancia en el precio en ambos documentos. Deficiencia técnica en casación por 

debatir la prevalencia de la promesa frente a la escritura de venta, por la vía indirecta. 

Ausencia de ataque de todos los fundamentos de la sentencia. 

 

Tales disquisiciones no se refieren a falencias al sopesar los medios de convicción sino a un 
dislate conceptual frente a la relevancia que en el campo jurídico tiene el perfeccionamiento 
de la negociación y los términos que se consignan en el respectivo instrumento, que fue el 
primer motivo analizado en el fallo como puntal para acometer el estudio del caso y que debía 
ser rebatido por la vía directa, sin entremezclarlo con errores de facto. 
 
 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/09/SC3250-2020-2012-00056-01_1.pdf
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Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 
Artículo 368 numeral 1º CPC. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) La prevalencia de la promesa frente a la escritura se discute en casación por la violación 

directa 

SC, 25 de abril 2005, rad. 0989. 
SC, 13 de diciembre 2002, rad. 7033. 

2) Le corresponde al recurrente en casación atacar todos los fundamentos de la sentencia 

SC, 16 de diciembre de 2013, rad. 1997-04959-01. 

 

ASUNTO: 
La parte demandante pidió declarar el incumplimiento de la sociedad en el pago del precio 

convenido en la promesa de compraventa de tres inmuebles rurales, que deben ser 

cubiertos con los intereses comerciales de mora causados, fuera de los daños morales. 

Inversiones Umbacía Bohórquez y Cía. S. en C. S. se opuso y excepcionó «contrato 
cumplido». El a quo negó las pretensiones en vista de que como se allegaron copias 

informales, tanto de la promesa como de la escritura a ella vinculada, se advierte «la 

inexistencia de uno de los presupuestos que se requieren como es la acreditación en debida 
forma de la existencia del contrato celebrado». El ad quem confirmó el fallo apelado. El 
recurso de casación denuncia la violación indirecta producto de un error de hecho 

manifiesto en la apreciación de la promesa de compraventa, los otro sí del contrato, las 

comunicaciones cruzadas entre las partes y la confesión de la opositora. La Sala Civil no 

casa la sentencia, por deficiencias técnicas del cargo. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-036-2012-00056-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3250-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 07/09/2020 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC2221-2020 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA - Sustitución del precio convenido en el 

precontrato -de mutuo acuerdo- al momento de suscribir la escritura de compraventa. 

Pérdida de eficacia de la estipulación del precio pactado en el contrato de promesa ante el 

reclamo de su cumplimiento o resolución. El precio como elemento esencial del negocio 

jurídico. 

“Consecuentemente, y siguiendo las pautas fijadas supra, puede colegirse que la novedosa regulación 

del precio incluida en la cláusula tercera del contrato definitivo sustituyó íntegramente el convenio 
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inserto en la cuarta estipulación de la promesa, en tanto que -se itera- la voluntad orientada únicamente 

a celebrar posteriormente un negocio jurídico con determinadas características no puede imponerse a 

la que luego se exprese al definir los contornos de ese acuerdo definitivo.” 

Fuente Formal: 

Artículos 1611, 1857 CC.  

Artículo 89 Ley 153 de 1887.  

Artículo 344 numeral 2, literal a) del CGP.  

Artículo 281 CGP. Artículos 1518 y 1864 CC. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Violación directa de la norma sustancial: SC9100-2014, SC1819-2019. 

2) El error de hecho como modalidad de violación indirecta de la ley sustancial, SC 21 feb. 

2012, rad. 2004-00649-01. SC131-2018. SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-01.  

3) Concepto y función jurídico-económica del contrato de promesa SC, 1 jun. 1965, G.J. t. 

CXI-CXII, pp. 135-145.  

4) Naturaleza de los acuerdos que pueden incluirse en el contrato de promesa SC, 7 feb. 

2008, rad. 2001-06915-01, SC 12 marzo 2004, S-021-2004, exp. 6759, SC, 30 jul. 2010, 

rad. 2005-00154-01, SC7004-2014. 

 5) ¿La celebración del contrato prometido extingue las obligaciones incorporadas en el 

contrato de promesa? G. J. CLIX pág.283. SC, 28 jul. 1998, rad. 4810, SC, 14 de julio de 

1998. rad. 4724, SC, 16 dic. 2013, rad. 1997-04959-01. 

 6) Consonancia y congruencia de la sentencia SC4966-2019. 

7) Deber de demostración de la trascendencia del error de hecho, AC2869, 12 may. 2016. 

8) El precio de la compraventa puede ser determinable, SC, 8 jul. 1977, no publicada, SC, 

12 mar. 1990. 

 

Fuente Doctrinal:  

ESCOBAR, Gabriel. Negocios civiles y comerciales, Tomo II. Biblioteca Jurídica Diké, 

Medellín. 1994, p. 503.  

ROMÁN, Antonio. La eficacia jurídica de los precontratos. En: Anuario de la Facultad de 

Derecho de la Universidad de Extremadura (España). 1983, pp. 327-342.  

ROCHA, Salvador. El contrato de promesa. En: Jurídica, Anuario del Departamento de 

Derecho de la Universidad Iberoamericana (México). 1974, pp. 621-636.  

ALESSANDRI, La compraventa y la promesa de venta. Tomo II. Volumen 2. Editorial 

Jurídica de Chile, 2003. Pág. 841. 

LARROUMET, Christian. Teoría general del contrato, Volumen I. Ed. Temis, Bogotá. 1999, 

p. 224. DEVIS, Hernando. Teoría General del Proceso. Ed. Temis, Bogotá. 2017, p. 50 
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ASUNTO: 

Entre el señor Preciado Pazmín -quien actuó por intermedio de su apoderada- y el 

convocado, Jaime Andrés Vargas Ruiz, se celebró un contrato de promesa de compraventa 

en virtud del cual aquel prometió vender a este un inmueble urbano, a cambio del pago de 

$520.000.000, de los cuales sufragaría $345.000.000 en efectivo, y el saldo a través de la 

tradición del vehículo tasado en $55.000.000 y un apartamento avaluado en los 

$120.000.000 restantes. Cinco días antes de la fecha convenida en la promesa, los 

contratantes otorgaron la escritura pública que recogía el contrato prometido en la que se 

dispuso la modificación del precio. Pretextando la inobservancia del comprador de pagar el 

precio en la forma estipulada en la promesa de compraventa, el actor reclamó, como 

pretensión principal, que se ordenara el cumplimiento forzado de las prestaciones incluidas 

en el referido contrato preparatorio, y en subsidio, que se ordenara la resolución de la 

compraventa, pero por incumplimiento de las obligaciones derivadas del acuerdo 

preliminar. Los demandados se opusieron a las pretensiones y formularon las excepciones 

de «contrato no cumplido»; «inexigibilidad de realizar la escritura pública del bien inmueble 

distinguido como apartamento C-509»; «inexigibilidad de realizar el traspaso del vehículo»; 

«falta de legitimación en la causa por pasiva», y «cobro de lo no debido». El a quo desestimó 

la totalidad de las pretensiones. El ad quem confirmó en su integridad el fallo, con el 

argumento de que, pese a la validez del contrato preparatorio, con la suscripción del 

contrato de compraventa desaparecieron las obligaciones estipuladas en la promesa. La 

parte demandante interpuso el recurso de casación con apoyo en tres cargos, el primero de 

ellos por violación directa, por falta de aplicación, de los artículos 1602, 1611, 1625, 1546 

del Código Civil, 870 del Código de Comercio y artículo 89 de la ley 153 de 1887 y los dos 

restantes por trasgresión indirecta, de los preceptos ya citados y además de los artículos 

1740, 1741 y 1746 del Código Civil, como consecuencia «de errores de hecho en la 

apreciación de la demanda y su contestación, en tanto el tribunal omitió el texto de la 

demanda y su réplica, así como eludió el examen del contrato de promesa. La Sala Civil, 

tras analizar de manera conjunta los cargos, no casa la sentencia debido a la ausencia de 

demostración de la trasgresión directa de la norma sustancial, como de la existencia de los 

yerros fácticos. 

 

M. PONENTE : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO : 76001-31-03-011-2016-00192-01 

NÚMERO DE PROVIDENCIA : SC2221-2020 

PROCEDENCIA : Tribunal Superior Sala Civil de Cali 

CLASE DE ACTUACIÓN : RECURSO DE CASACIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA : SENTENCIA 

FECHA : 13/07/2020 

DECISIÓN : NO CASA 
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SC4445-2020 
 

CONTRATO DE PROMESA DE VENTA DE ACCIONES- Pretensiones acumuladas que 

debaten la nulidad e ineficacia de la promesa y el incumplimiento de la entidad bancaria 

respecto al encargo fiduciario. Análisis de la resolución del contrato: incumplimiento 

recíproco y coetáneo de las partes. Alcance de la aceptación de las inobservancias, con 

posterioridad a la propuesta definitiva de adquisición. Responsabilidad del banco ante la 
pérdida sufrida por las demandantes, con ocasión de la entrega que aquél hizo a sus 

codemandadas, de los certificados de depósito a término CDT, como arras penitenciales de 

la promesa. Interpretación de las promesas de venta y las instrucciones del encargo 

fiduciario. La presentación de una oferta concurrente de un tercero -aceptada por los 

prometientes vendedores- que a su vez genera la obligación de restituir los certificados de 
depósito a las prometientes compradoras, denota una condición resolutoria. 

 
“Es decir, los certificados de depósito a término, por expreso acuerdo de las partes, constituían las arras 

de los acuerdos preparatorios con una doble connotación, confirmatorias, porque se pactó la entrega 

anticipada de dinero para ser imputado posteriormente al precio del contrato de compraventa (art. 1861 

C.C.), y penitenciales, al estipularse que el incumplimiento de las prometientes compradoras daría lugar 

a que dichos títulos valores quedarán en poder de sus contendoras (art. 867 C. de Co.). Como los títulos 

valores servían de arras confirmatorias penales de las obligaciones que por la promesa se contrajeron, 

su entrega anterior al perfeccionamiento de la venta era viable, tal cual lo realizó la entidad financiera, 

a pesar de la posibilidad de que esos dineros posteriormente debieran ser devueltos, conclusión que 

desvirtúa la supuesta incoherencia del instructivo dado al Banco de Caldas. 

 
Por el contrario, ese pago antelado es propio de la arquitectura de la relación, ajustada al instituto de 
las arras, especialmente las penitenciales, mediante la entrega anticipada de los CDT’s con la doble 
función que los comerciantes quisieron darle: confirmar el negocio al señalar que si estos títulos eran 
entregados a los prometientes vendedores se imputarían al precio del primer lote de acciones y como 

arras penitenciales en caso de desacato de las potenciales adquirentes.” 

 
INCONGRUENCIA-No se configura cuando la condena impuesta no está precedida de una 

declaratoria de responsabilidad, siempre que la parte considerativa de la sentencia lo 

justifique. La motivación no sólo tiene una finalidad justificativa, aunque ciertamente sea 

su principal misión, también es un instrumento para dilucidar lo resuelto.  
 
“Ahora, que la condena impuesta a la entidad financiera no estuviere precedida de una declaratoria de 

responsabilidad por la entrega ilegal de los certificados de depósito, no configura la incongruencia 
alegada, en razón a que el Tribunal sí abordó el tema, en la parte motiva de su determinación, 
explicando las razones que generaban la responsabilidad de la entidad bancaria, con independencia 
que no se haya declarado expresamente en el acápite resolutivo de la sentencia. Recuerda la Corte, 
porque viene al caso, que entre el acápite considerativo y el resolutivo de una providencia judicial existe 
íntima conexión, en razón a que la primera sirve de explicación y delimitación a la segunda, dado que 
allí encuentra sus fundamentos, al punto que no es posible desligarlas sin que pierdan sentido 
mutuamente.”  
 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/novejuri/civil/SC4445-2020.pdf
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Fuente Formal: 
Artículos 281, 625 numeral 5º CGP. 
Artículos 195, 305, 368 numerales 1º, 2º y 5º CPC. 
Artículos 1546,1609, 1618, 1620, 1621, 1536 CC. 
Artículos 403,410, 1216 Ccio. 
Artículos 57,60, 375 inciso final, 392 CPC. 

Artículo 19 Ley 1395 de 2010 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) Configuración de la incongruencia: SC8410 de 2014, rad. 2005-00304. 

2) No incurre en incongruencia el fallador cuando desestima totalmente las súplicas de la 
demanda, porque tal decisión repele cualquier exceso u omisión en la resolución del debate: 

SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-01098-01. 

3) Excepcionalmente el juez comete incongruencia si tiene por probadas defensas no 

esgrimidas en tiempo y que eran del resorte exclusivo de una de las partes, como la 

prescripción, la nulidad relativa y la compensación: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-01098. 

4) «Las sentencias deben tenerse como un todo, en que la motivación y la resolución deben 
estar en consonancia»: AC, 22 nov. 2011, rad. n° 2009-00069-01. 

5)La motivación y la resolución son «un todo indivisible, formado por sus motivaciones y 

sus decisiones»: SC, 2 feb. 1988, G.J. n° 2431, p. 20. 

6) Interpretación del artículo 368 numeral 3º CPC: SC489, 14 dic. 1989, no publicada. 

7) Modalidad de error de hecho en la valoración probatoria, sucede ostensiblemente cuando 
el juzgador supone, omite o altera el contenido de las pruebas, siempre y cuando dicha 

anomalía influya en la forma en que se desató el debate, de tal manera que de no haber 

ocurrido otro fuera el resultado, lo que debe aparecer palmario o demostrado con 

contundencia: SC 21 de febrero de 2012, rad. 2004-00649, reiterada el 24 de julio 

siguiente, rad. 2005-00595-01. 

8) Resolución de este linaje en provecho de aquella de las partes que sin motivo también 
ha incurrido en falta y por lo tanto se encuentra en situación de incumplimiento 

jurídicamente relevante, lo que equivale a afirmar que la parte que reclama por esa vía ha 

de estar por completo limpia de toda culpa: SC de 7 mar. 2000, rad. nº 5319, SC1662 de 

2019, rad. 1991-05099. 

9) Hermenéutica del artículo 1609 CC: SC de 29 nov. 1978, en igual sentido SC de 4 sep. 
2000 rad. nº 5420, SC4420 de 2014, rad. nº 2006-00138, SC6906 de 2014, rad. nº 2001-

00307-01. 

10) Puede demandar la resolución, en caso de incumplimiento recíproco y simultáneo quien 

se funda en el desacato de todas las partes, en este último evento sin solicitar perjuicios: 

SC1662-2019.  

11) No es posible traer al recurso de casación asuntos sobre los cuales no se haya discutido 
en la segunda instancia por no haber sido objeto de apelación:  SC de 7 sep. 1993, rad. n°. 

3475. 

12) Trascendencia del error de hecho: SC158 de 2001, rad. nº 5993. 

13) El cumplimiento retardado no puede enervar la acción resolutoria, a menos claro está, 

que éste lo hubiese consentido o tolerado: SC de 21 sep. 1998, rad. nº 4844. 
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14) La providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que ‘se estrelló violentamente 

contra la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada razonable ni 
conveniente persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so pretexto de 

aquella autonomía’:  SC de 21 feb. 2012, rad. nº 2004-00649, reiterada SC 24 jul. 2012, 

rad. nº 2005-00595-01. 

15) Carencia de precisión y desenfoque del cargo en casación: AC 23 nov. 2012, rad. 2006-

00061-01. 

16) Interés para recurrir en casación: SC de 7 sep. 1993, rad. n°. 3475; reiterada en SC de 
30 nov. 2011, rad. nº 2000-00229-01. 

17) Respecto de la relación cedente y cesionario de un derecho litigioso, el consentimiento 

del respectivo deudor de la cuestión incierta y discutida, ningún papel juega, así la 

aceptación expresa de la alteración subjetiva de su contraparte, para los efectos 

sustanciales y procesales dichos, sea de su exclusivo resorte: SC15339 de 28 sep. 2017, 

rad. nº 2012-00121-01. 
18) Legitimación para recurrir en casación: AC2925 de 16 may. 2016, rad. nº 2011-00571-

01 

19) Diferencia entre las arras penales y cláusula penal, las primeras suponen la prestación 

anticipada: SC de 1º dic. 2004, rad. n.º 54122, SC.06 de junio de 1955, SC de 10 may. 

1977, reiterada en SC de 11 dic. 1978, no publicadas. 
 

ENCARGO FIDUCIARIO-Se presenta pago de forma regular de los certificados de depósito, 

según la confrontación del actuar de la entidad financiera con la carta de instrucciones que 

le fue proporcionada para el cumplimiento del encargo. Condiciones positivas y negativas 

de la carta de instrucciones. Salvamento parcial de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro 

Duque. 
 
“Mi discrepancia es parcial porque acompaño la decisión en cuanto no accedió a los reclamos de 
Prounida Ltda., la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, Compañía Agrícola de Seguros S.A., 
Compañía Agrícola de Seguros de Vida S.A., Sucesores de José Jesús Restrepo y Cía. S.A., y 
Propaganda Sancho y Cía. Ltda. Empero, no comparto, ni puedo compartir, la premisa consistente en 

que el tribunal incurrió en un abultado yerro de facto cuando concluyó que el Banco de Caldas S.A., 
pagó de forma irregular los certificados de depósito, porque advierto que esa salida era jurídicamente 
probable, ya que a ella se podía llegar después de confrontar el actuar de esa entidad financiera con la 
carta de instrucciones que le fue proporcionada para cumplir el encargo fiduciario.   
 
Nótese que ese instructivo contenía condiciones positivas y negativas, que, en cuanto a su nacimiento, 
exigibilidad y extinción, eran unas suspensivas y otras resolutorias, pues, al tratarse de una operación 
bursátil bastante compleja, era previsible que las partes pronosticaran varios posibles escenarios y, en 
cada uno, convinieran cuál sería la suerte de los recursos dados en custodia para que, dependiendo 
del desarrollo y resultado de la negociación, fueran pagados a cualquiera de ellas, según 
correspondiera.” 

 
Fuente Jurisprudencial: 
SC 21 sept 1973, SC 1º feb. 1994, rad. 4090. 
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ASUNTO: 

Se solicita que se declare que los dos contratos celebrados el 4 de junio de 1982: el primero 
con la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, Compañía Agrícola de Seguros SA, 

Compañía Agrícola de Seguros de Vida SA, Sucesores de José Jesús Restrepo y Cía SA y 

Propaganda Sancho y Cía Ltda; y el segundo con la Compañía de Seguros Atlas SA, 

Compañía de Seguros Atlas de Vida SA, Progel SA, Univer SA, Grupo Central SA y Hernando 

De la Roche; corresponden a promesas de venta -o a la naturaleza jurídica que el juzgador 

estime-, que tuvieron por objeto la cantidad mínima conjunta de acciones del Banco de 
Caldas SA -hoy BBVA Colombia SA-. Que son nulos, por faltarles los requisitos necesarios 

para su validez; en subsidio, que los accionantes quedaron exentos de cumplirlos; o en 

defecto, que operó su resolución por causa legal o por fuerza mayor. En adición, que se 

declare que el Banco es responsable de haber pagado los certificados de depósito a término. 

El a quo dejó sin efectos los contratos; declaró infundada la defensa perentoria propuesta 

por el Banco de Caldas y desestimó las súplicas de la reconvención. El ad quem modificó la 
decisión solamente para revocar la ineficacia declarada respecto de los contratos y alterar 

la condena dineraria impuesta al Banco. Prounida planteó siete cargos en casación: dos 

invocando la vulneración directa de la ley sustancial y cinco por la vía indirecta; BBVA 

Colombia radicó cinco reproches, tres por ésta última senda, uno fincado en aquella y otro 

ante yerro de procedimiento;  la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, Compañía 

Agrícola de Seguros SA y Compañía Agrícola de Seguros de Vida SA, además de un embate 
por la trasgresión indirecta de la ley sustancial; Sucesores de José Jesús Restrepo y Cía SA 

y Propaganda Sancho y Cía Ltda propusieron un cuestionamiento por éste mismo sendero. 

Como quiera que dos reproches que presentó la entidad financiera prosperaron, por 

sustracción de materia no se analizaron los esgrimidos por Prounida, en cuanto estaban 

dirigidos a obtener una condena dineraria superior a la que logró, La Sala casó 
parcialmente la sentencia y negó las pretensiones frente al Banco de Caldas, hoy BBVA 

Colombia. 

 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-010-1983-00507-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4445-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 17/11/2020 
DECISIÓN    : CASA PARCIAL y NIEGA PRETENSIONES. Con salvedad parcial de voto. 

 

 

SC3273-2020 

 
CONTRATO DE REASEGURO-Incumplimiento por omisión de obligaciones de la 

aseguradora reasegurada, en la acción subrogatoria de recobro contra el responsable del 

siniestro, ante la cesión -de manera injustificada- del crédito subrogado en proceso 

liquidatorio y el desistimiento del recobro. Privación a la reaseguradora de recuperar la 

alícuota parte pagada por concepto del valor afianzado en la relación asegurativa 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/09/SC3273-2020-2011-00079-01_1.pdf
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primigenia. Ausencia de legitimación de la reaseguradora en la acción subrogatoria del 

artículo 1096 del Código de Comercio. Aplicación de los principios de buena fe y equidad 
contractual. Deberes primarios y secundarios de conducta de la aseguradora en el contrato 

de reaseguro. El ejercicio de la acción subrogativa ubica la relación reasegurado-

reasegurador en una obligación de medio.  
 

 “La interpelada, aseguradora-reasegurada, pudiendo rescatar el importe en el juicio de insolvencia, 
prefirió ceder dicha prerrogativa a un tercero, perjudicando los intereses económicos de la 

reaseguradora, quien, pese a asumir en mayor medida el pago del siniestro y no contar a su favor con 
el derecho de subrogación (art. 1096, C. de Co.), no tenía legitimidad para accionar contra la deudora. 

 
La demandada, al celebrar la cesión y desistir del recobro, obró con impericia y descuido, faltando al 
deber de buena fe en la gestión implícita de un derecho ajeno, el del reasegurador. Lo prudente, como 
era lo más obvio, en razón a la cuantía de la obligación insatisfecha, era informarle a este la situación 
de la acreencia, a efectos de que evaluara las ventajas de seguir exigiendo su pago en el trámite de 
insolvencia, en particular, porque su derecho de crédito se hallaba reconocido como especial frente al 
resto, el cual se pagaría preferentemente.”       
 

Fuente Formal: 

Artículo 368 numeral 1º CPC.  
Artículos 2º, 822, 871,1037, 1045, 1054,1058, 1060, 1075,1080, 1096, 1097, 1098,1134, 

1135, 1136 C. Cio. 

Artículo 93 de la Ley 45 de 1990.  

Artículo 1501, 1603, 1666 C.C.  

Artículo 38 numeral 3º; 94; 183 numeral 2º; 325; 4.1.1.1.12 del Decreto 2555 de 2010.  
Artículo 1.7 de los principios Unidroit. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Definición contrato de seguro: SC dic. 19 de 2008, rad. 2000-00075; citada en las 

sentencias 6709 de 28 de mayo de 2015, exp. 6709; junio 15 de 2016, rad. 2007-00072; y 

248 de 14 de diciembre de 2001, exp. 6230.  

2) El reasegurador como tercero en el contrato celebrado entre el asegurador y el asegurado: 

SC, 31 de marzo de 1981, G.J. CLXVI n.° 2407, pág. 391 a 402.  

3) La costumbre mercantil y el diestro ejercicio del mercado asegurador, incide mucho en 

la definición, interpretación y límites de reaseguro: SC, 29 de febrero de 1996, rad. 3626.  

4) Principio de buena fe en los contratos SC-19903-2017. 

5) Buena fe contractual: SS105 de 9 de agosto de 2007, exp. 2000-0025; SC de 23 de agosto 

de 2011, exp. No. 2002-00297-01; SC de 2 de agosto de 2001, exp. No. 6146, citada en SC 

16 de diciembre de 2010 y SC 23 de junio de 1958.  

6) Función creadora del derecho, SC114 de 16 de agosto de 2007, exp. 1994-00200. 7) 

Buena fe en el contrato de reaseguro: SC, 15 de agosto de 2008.  

8) Acción subrogatoria: SC 14 de enero de 2015, exp. 003-2015. SC, 6 de agosto de 1985, 

GJ n° 2419-1985, págs. 233-234; Cas.18 mayo-2005, rad. 0832-01; Cas. 16 diciembre de 

2010.  
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9) Diferencia de la subrogación de la figura de la cesión voluntaria de créditos y fijar los 

fines cardinales. SC  003-2015 del 14-01-2015; Cfr. Cas. diciembre 16-2010; sent. Cas. 8 

nov. 2005, rad. 7724; Sentencia CSJ SC, 6 ags.-1985;  

10) Reconocimiento al asegurador el reembolso del valor nominal pagado al asegurado, con 

el incremento por corrección monetaria para compensar la pérdida del poder adquisitivo de 

la moneda ocurrida entre el momento del pago al asegurado y el momento en que se 

produzca la sentencia contra el responsable: Cas. 18 de mayo 2005, rad. 0832-01, reiterada 

en Cas. junio 28-2005; Cas. 8 Sep. 2011, Rad.2000-04366, y Cas. 03-09-2015, rad. 

SC11822-2015.  

11) La acción de subrogación se rige por la prescripción de la responsabilidad civil: Cas. 18 

de mayo de 2005; Cas. 16 de dic. de 2005; Cas. 23 de mayo de 2006. Exp.1998-03792.  

12) Exigencia del onus probandi de quien alega la existencia de una obligación Cas. 22 nov 

2005, Rad. 1998-0096, citada en Cas. 03-09-2015, rad. SC11822-2015. 

13) Requisitos para su ejercicio: Cas. 6 agosto 1985, G.J. T. CLXXX, 229; Cas. 03-09-2015, 

rad. SC11822-2015.   14) Obligaciones de medio y de resultado: SC, 5 de noviembre de 

2013, exp. 00025.  

15) Causas de la responsabilidad contractual: SC 19 feb de 1999, exp., 5099. 16) La 

responsabilidad contractual asume elementos de la extracontractual: SC 25 octubre de 

1999, exp., 5012. 17) Los deberes primarios y secundarios contractuales y el reaseguro: 

SC, 31 de marzo de 1981. 

 

Fuente Doctrinal: 

BROSETA PONT, M. “El contrato de reaseguro”, Madrid, 1961;  ROMERO, B. “El contrato 

de reaseguro: algunos aspectos de su régimen jurídico. (Primera parte)”; Revista Ibero-
Latinoamericana de seguros N°23 N° 13, págs. 97-137; (Segunda parte) Nº 14, págs. 135-

207. OSSA G., J. E. “Teoría General del Seguro. El contrato”. Ed. Temis, Bogotá, 1984. Pág. 

249-250; JARAMILLO, C. “La comunidad de suerte en el contrato de reaseguro”. Revista 

Ibero-Latinoamericana de Seguros N° 10, págs. 91-134; LARRAÍN, J. “Las cláusulas de 

cooperación y de control en los contratos de reaseguro”. Revista Ibero-Latinoamericana de 
Seguros N° 12, págs. 183-226.; BARROSO de MELLO, S. “El contrato de reaseguro y sus 

principios fundamentales”. Revista Ibero-Latinoamericana de Seguros N°23 N° 36, págs. 

37-58. CARTER R.L. ACHURRA LARRAÍN, J., Contreras Strauch, O. “Las Cláusulas de 

Cooperación y de Control en los Contratos”, Revista Ibero Latinoamericana de Seguros N° 

12, Facultad de Ciencias Jurídicas Pontificia Universidad Javeriana, 1997, pp. 183-226. 

NARVÁEZ BONNET, J. “Asegurador-Reasegurador: Una Relación De Confianza. ¿Hasta 
Dónde Debe Intervenir El Juez?”, en Revista Ibero-Latinoamericana de Seguros N° 23, 

2005, pp. 139-172. JARAMILLO, Carlos Ignacio, “Distorsión funcional del contrato de 

reaseguro tradicional: su problemática actual”, en Colección de Ensayos n° 7, Pontificia 

Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas, Bogotá, 1999, pág. 83. 

REZZÓNICO, J., “Contratos con cláusulas predispuestas, condiciones negociales 
generales”, Astrea, Buenos Aires, 1987, pp. 130 y 131.  MOSSET ITURRASPE, J. y SOTO 

COAGUILA, C. “El contrato en una economía de mercado”, colección internacional, número 

5, Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas, segunda edición, 2009.   
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BARRY R., Ostrager & Mary Kay Vyskocil, “Modern Reinsurance Law & Practice” Oxford, 

2da edición, 2000. HINESTROSA, Fernando, Tratado de las obligaciones Tomo I, Ed. 
Universidad Externado, Bogotá D.C., 2002, pág. 403 STIGLITZ, Ruben S., “Derecho de 

Seguros, Tomo III, pág. 235;  DONATI, Antígono., “Los Seguros Privados, Manual de 

Derecho”, Barcelona, 1960, pág. 313; Sánchez Calero, F., “Ley de Contrato de Seguro”, 

Aranzadi, Pamplona. págs. 406 y 730; Gaviria Arana, William., “Naturaleza Jurídica de la 

Subrogación legal en el contrato de seguro”, Ed. Universidad Javeriana, Bogotá 1989, págs. 

18,19 y 20. 
 

ASUNTO: 

La parte demandante pretende que se declare que la demanda incumplió un contrato de 

reaseguro, en virtud de que QBE del Istmo Compañía de Reaseguros –Inc. y Seguros del 

Estado S.A. celebraron contrato de reaseguro proporcional, tipo “cuota parte”, con un límite 

resarcitorio. El valor del siniestro se dividió, para la primera en 75%, y respecto de la 
segunda, en 25%. El objeto del contrato consistió en cobijar el riesgo de cumplimiento 

amparado por Seguros del Estado a la Bolsa Nacional Agropecuaria S.A. (BNA S.A.). El 

seguro protegía a Inaves Fuenterrabia S.A. del riesgo de incumplimiento de obligaciones 

por la expedición de certificados avícolas de operaciones bursátiles. La asegurada, Inaves, 

desatendió los compromisos adquiridos. La beneficiaria, BNA S.A, elevó reclamación y se le 
remuneró la suma de $4.144´000.000, cancelada, en alícuota parte, entre la aseguradora 

y reaseguradora en los porcentajes arriba discriminados. Seguros del Estado S.A. se 

subrogó en los derechos de la beneficiaria. En esa condición intervino en el proceso de 

reorganización empresarial y finiquito de Inaves Fuenterrabia S.A. donde su crédito se 

admitió con el sello de privilegiado “por tener origen en una operación bursátil”. La entidad 

demandada, sin haber recibido a satisfacción el pago, a espaldas de la reaseguradora, 
mediante contrato de cesión, transfirió el crédito por $1.000´000.000 a Avícola Miluc S.A.S. 

Seguros del Estado S.A. desconoció las prestaciones del reaseguro, al celebrar la cesión y 

renunciar al recobro del 100% de lo indemnizado por vía de la subrogación. De esa manera 

frustró a la demandante de obtener el reembolso de la parte que costeó. La interpelada se 

opuso a las pretensiones, alegó que carecía de facultades o deberes jurídicos para agenciar 

los intereses de la reaseguradora. Por tanto, no tenía obligación de procurar satisfacerlos a 
costa de su propio beneficio. El a quo accedió a las pretensiones, al encontrar que Seguros 

del Estado S.A. desconoció las obligaciones surgidas del reaseguro. En especial, la prevista 

en el artículo 1096 del Código de Comercio. El ad quem revocó dicha decisión. La 

demandante recurrente formuló tres cargos. La Corte se limitó al estudio al primero, que 

se sustentó por la causal primera, con ocasión de errores de hecho en la apreciación 

probatoria, respecto a la acreditación de la culpa contractual de la aseguradora frente a la 
reaseguradora. La Sala Civil casó la sentencia y confirmó la decisión de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-013-2011-00079-01 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3273-2020 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 07-09-2020 

DECISIÓN    : CASA y CONFIRMA SENTENCIA DE INSTANCIA 
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SC3893-2020 

 

CONTRATO DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO-El siniestro que se alega en la demanda no 

armoniza con los riesgos convenidos con las coaseguradoras. Divergencia entre los 

conceptos de ‘falta de amortización’ y ‘apropiación o uso indebido’ del anticipo, para la 

ejecución del contrato de obra de construcción de corredor vial. Acreditación del impacto 
negativo del incumplimiento contractual en el patrimonio asegurado.  

 
“Esto significa que Dragados Concay persiguió que se tuviera como siniestro la falta de amortización 
del anticipo (a través de la facturación mensual del «avance de obra»), perdiendo de vista que el amparo 
accesorio que pretendió afectar cubría únicamente las pérdidas derivadas de una causa distinta, 
plenamente individualizada en el contrato de seguro: «la apropiación o uso indebido de los dineros o 
bienes que se le hayan entregado como anticipo al contratista». Ello muestra la divergencia entre los 
conceptos de ‘falta de amortización’ y ‘apropiación o uso indebido’ (siendo estos últimos los riesgos que 
asumieron las coaseguradoras), comoquiera que, si la totalidad del anticipo se asigna a la finalidad 

establecida en el contrato de obra, no es posible afirmar –válidamente– que el contratista sustrajo dichos 
dineros para sí, ni tampoco que los consagró a erogaciones distintas de las autorizadas 
convencionalmente.   
 
Expresado de otro modo, si el asegurador hizo suyos únicamente los riesgos de apropiación e incorrecta 
inversión del anticipo, de manera implícita exceptuó de protección a los quebrantos económicos cuyo 
origen fuera diferente. Y, en ese supuesto, si el contratista utiliza íntegramente el anticipo para cubrir 
erogaciones propias de la obra, atendiendo las precisas pautas de inversión señaladas en el clausulado 
correspondiente, cesa la posibilidad de que se produzca el siniestro, siendo irrelevante sí, con 
posterioridad, ese rubro no es amortizado, causándole pérdidas al contratante.”  

 

Fuente Formal: 
Artículos 1056, 1072, 1077, 1079,1088, Ccio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) No es técnico dividir los cargos en casación como principales y subsidiarios: 

SC, 24 mar. 1971, G. J. t. CXXXVIII, págs. 180–189, SC, 14 ene. 2001, rad. 2000-00259-
01, SC10300-2017. 

2) Características del seguro de cumplimiento: 

SC, 24 jul. 2006, rad. 00191, SC, 22 jul. 1999, rad. 5065, SC, 21 sep. 2000, rad. 6140. 

3) El contrato de seguro es de interpretación restrictiva: 

SC, 29 ene. 1998, rad. 4894. 

4) El anticipo carece de definición legal, ha sido concebido por la jurisprudencia y la 
doctrina patrias como un mecanismo de financiación: 

CE SCA SIII, 13 sep. 1999, rad. 10.607; CE SCA SIII, 22 jun. 2001, rad. 13436; CE SPC, 8 

ago. 2001, rad. AC-10966 y AC-11.274; CE SCA SIII, 12 feb. 2014, rad. 31682; CE SCSC, 

8 mar. 2017, rad. 2298, y CSJ SP3473-2019. 

5) La improcedencia de invocar aspectos fácticos que no fueron debatidos en las instancias, 
como medio nuevo: 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC3893-2020-2015-00826-01.pdf
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SC18500-2017. 

6) Límites de la potestad oficiosa del juez: 
SC5237-2018. 

 

Fuente Doctrinal: 

STIGLITZ, Rubén. Derecho de seguros, Tomo I. Ed. Thomson Reuters, Buenos Aires. 2016, 

p. 297. 

 
ASUNTO: 

Dragados Concay reclamó que se reconociera «la existencia y validez del contrato de seguro, 
instrumentado en la póliza de seguro de cumplimiento en favor de entidades particulares, 

convenio en el que Liberty Seguros S.A. «ostenta la calidad de coasegurador». Pidió declarar 

que las demandadas son civil y contractualmente responsables por el impago de la 

indemnización pactada en los amparos de «“buen manejo y correcta inversión del anticipo” 
y “pago de salarios y prestaciones sociales”». Dragados Concay subcontrató con Aocisa la 

realización de los trabajos de «excavación y sostenimiento del túnel 6 del sector 2». Aocisa 
suscribió con coaseguradoras el contrato de seguro de cumplimiento. Dado que las 

anomalías en el desarrollo del proyecto no pudieron corregirse oportunamente, las 

consorciadas decidieron dar por terminado unilateralmente el contrato de obra. El a quo 

acogió «la excepción de mérito (...) dirigid[a] a desconocer el amparo del anticipo», tras 

establecer el acaecimiento del riesgo asegurado en el amparo de «salarios y prestaciones 
sociales», declaró no probadas las demás defensas y condenó a cada una de las 

coaseguradoras al pago correspondiente. El ad quem confirmó el fallo. Dragados Concay 

recurrió en casación; propuso dos cargos con apoyo en la causal segunda del artículo 336 
del CGP: 1) la trasgresión indirecta, como consecuencia de manifiestos errores de hecho en 

la apreciación de las pruebas; 2) la omisión de analizar el contrato de obra, la póliza de 

seguro y los testimonios recaudados. La Sala Civil no casa la sentencia. 

 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-032-2015-00826-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL    

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3893-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 19/10/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC4066-2020 

 

CONTRATO DE SEGURO DE DAÑOS- Póliza de seguro de rotura de maquinaria: Amparo 

del daño total producido al horno objeto del pacto, derivado de errores de diseño, una vez 

termine la vigencia de la garantía del vendedor o fabricante. Diferencia de la exoneración a 

la aseguradora del pago del bien amparado, cuando perece con ocasión de un vicio propio. 
Regulación del vicio propio en la legislación y doctrina patria e internacional. Vicios 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/novejuri/civil/SC4066-2020(2005-00512-01).pdf
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derivados de la naturaleza o destinación del bien. Acreditación del daño por la mora del 

asegurador tras el incumplimiento contractual, con dictamen pericial. Rubro por pago que 
por honorarios de abogado. Llamamiento en garantía. 

 
“Entonces, la regulación citada fue conculcada en el fallo cuestionado, toda vez que el Tribunal, al 
colegir que la caldera asegurada padeció errores de diseño que implicaron su pérdida integral y extraer 
que este daño no quedó cubierto con la póliza de seguro de rotura de maquinaria n.º 10872, asimiló 
dichas fallas de diseño como vicios propios, no obstante, la inviabilidad de tal solución, en desmedro 
del propio nombre de la póliza, titulada como de «rotura de maquinaria». 
 
Ciertamente, concluir que a pesar de la pérdida del bien no era procedente que la aseguradora asumiera 

su pago, traduce, ni más ni menos, que estaba excluida dentro del riesgo asumido por esta entidad; no 
obstante que dicha exculpación sólo es viable, al tenor del artículo 1104 del estatuto mercantil, cuando 
la merma, avería o quebranto proviene de un vicio propio del bien, que a su vez necesariamente debe 
derivarse de un germen de destrucción o deterioro producto de su naturaleza o su destinación. Y en el 
sub judice iría contra el sentido común tildar de natural que una caldera u horno término presente 
fallas en su diseño que lo hagan inservible o, peor aún, que por esos mismos errores puede ser 
destinada a otro propósito distinto a aquel para el cual fue construida.” 

 
Fuente Formal: 
Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 1613, 1614,1620 CC. 

Artículo 1104 incisos 1º, 2º Ccio. 

Artículos 1010,1031, 1077, 1096 Ccio. 

Artículo 1080 incisos 1º, 2º, 1096 inciso 1º Ccio. 
Artículos 57, 241, 393 numeral 2º, numeral 3º inciso 2º CPC. 

Acuerdos 1887 y 2222 de 2003 CSJ 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Error de hecho en la valoración probatoria: 

SC10298-2014, rad. 2002-00010-01. 
2) Acreditación de perjuicios por la mora del asegurador por el incumplimiento contractual: 

SC 143 de 30 sep. 2004, rad. nº 7142. 

3) El derecho positivo diferencia nítidamente entre la condena al pago de la indemnización de 

perjuicios y la condena en costas: 

AC 126 de 10 jul. 1998, rad. 6083. 
4) El llamamiento en garantía en material de seguros: 

SC de 24 oct. 2000, rad. nº 5387 

 

Fuente Doctrinal: 

Vicio propio: Rubén S. Stiglitz, Gabriel A. Stiglitz, Derecho de Seguros, 6ª ed., Tomo I, ed. 

Thomson Reuters, pág. 340, Luis Benítez de Lugo Reymundo, Tratado de Seguros, Volumen 
II, Los seguros de daños, Instituto editorial Reus, Madrid, Pág. 26.  
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ASUNTO: 

Pulpack solicitó, al amparo de la póliza de seguro de rotura de maquinaria, que se condene 
a Suramericana de Seguros a pagarle a Suleasing SA, como beneficiaria, a título oneroso y 

hasta la cuantía de la acreencia que ostenta con la demandante, el valor total del bien 

asegurado tras su pérdida integral, más los perjuicios ocasionados con el incumplimiento 

del contrato de seguro. También llamó en garantía a Secavent Ltda. al aducir que, en el 

evento de resultar condenada, se vería conminada a pagar el siniestro amparado, lo que 

implicaría subrogarse en los derechos del asegurado contra la fabricante de la caldera de 
aceite térmico. El a quo declaró probada la excepción de terminación del contrato de seguro, 

negó las súplicas de la reclamante y se abstuvo de pronunciarse sobre el llamamiento en 

garantía. El ad quem confirmó el fallo con argumentos distintos a los de la primera 

instancia, debido a que la póliza no cubría la pérdida total del horno por errores de diseño, 

sólo los daños causados por estos, en adición, la vendedora del horno, otorgó un año de 

garantía, cláusula que le impedía a la aseguradora asumir el pago del siniestro como 
pérdida total. En el recurso de casación se acusó al fallo de violar, por vía indirecta, como 

consecuencia de errores de hecho en la valoración del material probatorio. La Sala Civil 

casa la sentencia de segunda instancia y revoca la desestimatoria de primera instancia. 

 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO   : 05001-31-03-009-2005-00512-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4066-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 26/10/2020 

DECISIÓN    : CASA y REVOCA 

 

 

SC4312-2020 

 

CONTRATO DE SEGURO DE MANEJO BANCARIO-Prescripción extintiva de la acción, que 

se decreta en sentencia anticipada. Identificación del hito de inicio para el cómputo de la 
prescripción extintiva ordinaria, cuando el interesado es una persona jurídica en 

liquidación: descubrimiento de los actos supuestamente deshonestos originados por los 

empleados de la sociedad demandante, a partir de la posesión del liquidador y 

representante legal, que no cuando dichos actos tuvieron ocurrencia. Artículo 1081 Inciso 

2º Código de Comercio. Apreciación probatoria.  Suspensión del término de prescripción 

por causa de la solicitud de conciliación extrajudicial. Solicitud de intereses e indexación 
de forma subsidiaria. 
 

“La equivocación del ad quem radicó en que tuvo como momento inicial para contar el término de 
prescripción la fecha de los actos supuestamente deshonestos y no cuando la demandante, mediante 
su liquidador y representante legal los descubrió, mas no en que hubiese contabilizado el término de 
prescripción ordinario, según se explicó. 
 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC4312-2020-2015-00495-01_1.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

74 

No obstante, le asistió razón a la casacionista que, en los cargos primero y quinto, refirió que el Tribunal 
se equivocó al aplicar el artículo 1081 del Código de Comercio y valorar las pruebas que mencionó, pues 
fue cierto que no contabilizó el término de prescripción desde el momento en que la asegurada conoció, 
o debió conocer, el hecho que dio base a la acción, sino desde un momento distinto, lo que lo llevó a 
concluir, equivocadamente, que la acción derivada del contrato de seguro ya estaba prescrita.”  

 

Fuente Formal: 

Artículos 98,1055,1077, 1081 Ccio. 

Artículo 121 CGP. 

Artículo 21 Ley 640 de 2001. 

Artículo 627 numeral 4º CGP.  
Artículos 95 numeral 1º,206 CGP. 

Artículos 75, 82, 99 numeral 7º CPC. 

Artículo 1047 numerales 1º, 2º y 3º Ccio. 

Artículo 83 numerales 1º, 2º, 7º y 8º Ley 1116 de 2006. 

Artículos 1620, 633 CC. 
 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Frente a terceros la persona jurídica debe responder por los actos de sus representantes, 

pues los mismos la comprometen directamente: SC13630-2015.  

2) En ese tipo de seguros de infidelidad «los ‘empleados’ son vistos de manera aislada y 

autónoma por las decisiones que tomaron fraudulentamente, no con el fin de cumplir el 

objeto social sino para ir en contra del mismo»: SC 19. dic. de 2016. Rad. 2010-00703-01. 

3) En uno y otro caso la prescripción corre contra aquellos para quienes se deriva algún 

derecho del contrato de seguro, ya que «aquellas personas distintas a los interesados 

carecen de acción, pues el contrato de seguro es para ellos res inter alios acta»: SC 7 de 

julio de 1977, G.J. CLV, pág. 153. 
4) El interesado y, por lo tanto, para quien corre la prescripción es «quién deriva algún 

derecho del contrato de seguro que al tenor de los numerales 1º, 2º y 3º del artículo 1047 

son tomador, el asegurado, el beneficiario y el asegurador»: SC 7 de julio de 1977, G.J. CLV, 

pág. 153. 

5) La frase «contra toda clase de personas», empleada por el legislador en el inciso tercero, 

no significa que haya facultado a terceros ajenos al contrato de seguro, por no ser 
aseguradores, asegurados, tomadores o beneficiarios, para que demanden, sino lo que 

significa es que dicho término objetivo corre aun contra los interesados que son incapaces 

y contra los que no tuvieron ni pudieron tener conocimiento del hecho: SC 7 de julio de 

1977, G.J. CLV, pág. 153. 

6) La prescripción ordinaria y la extraordinaria del seguro de responsabilidad civil corren 

por igual contra todos los interesados: SC 18 de mayo de 1994, Rad. 4106 
7) Acumulación de pretensiones incompatibles y excluyentes entre sí: SC 15 de noviembre 

de 1983. 
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Fuente Doctrinal: 

Ossa G. J. Efrén. Teoría General del Seguro. El Contrato. Temis 1991. Pág. 527.   
 

ASUNTO: 

Interbolsa S.A. en Liquidación Judicial demandó a Seguros Generales Suramericana S.A. y 

a Candelaria S.A.S. para que se hagan las siguientes declaraciones y condenas: i) Se declare 

que la aseguradora incumplió el contrato de seguro, cuyos términos obran en la Póliza de 

Seguro de Manejo Bancario por no pagar el valor del siniestro; ii) Se declare que está en 
mora «desde el 12 de octubre de 2012 o, desde la fecha que aparezca demostrada»; iii) Como 

consecuencia de lo anterior, se ordene a dicha demandada a pagar «doce millones 

quinientos mil dólares estadounidenses», equivalentes, al momento de la presentación de 

la demanda, a $ 30.083’875.000. Y si se demuestra que el siniestro «superó los límites del 

valor asegurado», se le ordene a la Clínica Candelaria S.A.S. pagar el excedente. El amparo 
otorgado versó sobre «básico manejo global entidades financieras», y se especificaron «actos 

de infidelidad, actos deshonestos de los trabajadores, pérdida de propiedad sobre bienes, 

alteraciones o falsificaciones, entre otros». El a quo profirió sentencia anticipada en la que 

declaró probada la excepción previa «prescripción extintiva».  El ad quem confirmó la 

decisión apelada.  El recurso de casación se sustentó en cinco cargos:1) violación directa 

del artículo 1081 del Código de Comercio; 2) trasgresión directa del artículo 94 del CGP.; 

los cargos 3),4) y 5) por trasgresión indirecta por «indebida valoración probatoria». La Sala 
Civil casa la sentencia, en atención a encontrar acreditado los cargos 3) y 5). En sentencia 

sustitutiva determinó revocar la sentencia de primera instancia en la parte del 

reconocimiento de la prescripción extintiva. En aplicación del numeral 7º del artículo 99 

del CPC, se encargó de resolver sobre las otras excepciones y desestimar las pretensiones, 

por falta de acreditación de los supuestos fácticos.   
 
M. PONENTE    : ARIEL SALAZAR RAMÍREZ 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-044-2015-00495-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4312-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 17/11/2020 
DECISIÓN    : CASA y REVOCA LA SENTENCIA 

 

 

SC4527-2020 
 

CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL- Para vehículos de transporte 

público de pasajeros: configuración de la exclusión de la cláusula general de la póliza 

integral modular, referida al sobrecupo con el que viaja el vehículo al momento del 

accidente. Hermenéutica del contrato de seguro. Cláusula abusiva.  Autonomía del juzgador 
de instancia en la interpretación del contrato. Ataque en casación de la prueba técnica por 

error de derecho. 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/12/SC4527-2020-2011-00361-01_1_.pdf
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“En esa medida, bien puede el asegurador excluir riesgos materializados en pérdidas al asegurado que 
tengan relación con un hecho, conducta, situación o evento, aunque estas no sean la causa de la 
pérdida. Por lo demás, nada justifica que lo atinente a las coberturas sea objeto de interpretación 
analógica o extensiva de modo que por vía hermenéutica queden cubiertos riesgos que no tuvo en mente 
amparar el asegurador. Ello acarrearía un desequilibrio entre riesgo y prima.  
 

Con la lectura de esos segmentos de la póliza se advierte una confusión, pues, en primer lugar, su 
encabezado alude al traslado del riesgo de responsabilidad civil contractual y extracontractual del 
asegurado a la compañía por razón de accidentes causados con el vehículo descrito en la póliza siempre 
que la causa del accidente no se encuentre excluida. Esto puede significar que las exclusiones son 
causales, esto es, que a partir de una individualización del riesgo genérica y positiva -responsabilidad 
civil contractual o extracontractual derivada de accidentes con la buseta- anuncia la póliza que, con 
todo, ciertos eventos y circunstancias que causen esos accidentes generadores de responsabilidad se 
encuentran excluidos de los amparos contratados. De modo que, si el sobrecupo es la causa del 

accidente, la exclusión opera.” 

 
Fuente Formal: 

Artículo 51 del Decreto 2651 de 1991. 

Artículos 1618, 1619, 1620, 1621,1622, 1623 y 1624 CC. 

Artículo 34 de la Ley 1480 de 2011. 
Artículos 1056 y 1120 Ccio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Análisis de las reglas interpretativas de los contratos que figuran en el Código Civil: SC 

del 5 de julio de 1983, SC139-2002 de ag. 1° 2002, rad. n°. 6907; SC127-2008 de dic 19 

2008, rad. n°. 2000-00075-01; SC038-2015, SC 4 de marzo de 2009, rad. n°. 1998 4175 
01, SC de dic 14 2012, rad. n°. C-2001-01489-01. 

2) El riesgo contratado se mantendrán los términos por él conocidos y evaluados al 

momento de determinar la prima del seguro: SC127-2008. 

3) Tratándose del seguro de transporte prevalece el principio de la universalidad de los 

riesgos que consiste en que la póliza ampara todos los riesgos inherentes al transporte, 

salvo aquellas excepciones previstas en la ley o que convencionalmente pacten las partes, 

pues no otra cosa puede deducirse de lo mandado por el artículo 1120: SC218-2001, de 

nov 19 2001, rad. n°. 5978. 

4) Reglas de interpretación del contrato de seguro: SC-002-1998, de 29 de enero de 1998, 

rad. n°. 4894. 

5) Necesidad de individualizar y determinar los riesgos que el asegurador toma sobre sí: 
SC4574-2015. 

6) Las exclusiones pueden atender a otros razonamientos, válidos siempre que el 

acotamiento del riesgo tenga una justificación técnica y no obedezcan al capricho del 

asegurador: SC191-2002 del 30 de septiembre de 2002, rad. n° 4799, SC-089-2002 del 21 

de mayo de 2002, RAD. N° 7228. 
7) A partir de la Ley 45 de 1990 se entiende, salvo que medie pacto expreso, asegurada la 

culpa grave en la responsabilidad civil: SC del 5 de julio de 2012, rad. n°. 2005-00425-01.  
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Fuente Doctrinal: 
L. Fernando Reglero Campos, Tratado de Responsabilidad Civil, Tomo I, (Thomson Reuters 

Aranzadi: Madrid, 2014), pp. 781-782.  Manual para el diligenciamiento del formato del 

informe policial de accidentes de tránsito https:-www.mintransporte.gov.co-

descargar.php?idFile=6412. Consulta realizada el 1º de marzo de 2019. 

 

ASUNTO: 
La empresa actora solicita que se declare que, entre las partes, existió un contrato de seguro 

representado en la póliza integral modular para vehículos de transporte público de 

pasajeros expedida por la demandada –aseguradora- y tomada por la actora -también 

asegurada-. La póliza amparaba -entre otros rodantes- la buseta marca Hino de servicio 

público. Que la actora cumplió con su carga contractual y legal de presentar ante la 
demandada el aviso de siniestro. Que la objeción de esta no fue seria ni fundada y que debe 

reembolsar a Rápido El Carmen Ltda., los valores que pagó o llegue a pagar, con ocasión 

de la responsabilidad civil contractual y extracontractual derivada de los hechos ocurridos 

el 30 de mayo de 2009, en que se vio involucrado el vehículo aludido. El a quo negó las 

pretensiones, tras constatar el sobrecupo en que se encontraba el vehículo al momento del 

accidente y hallar próspera la primera excepción de mérito respecto a la objeción de “la 

reclamación presentada por Rápido el Carmen por cuanto se constató la configuración de la 
exclusión numerada en el punto 7.1.1. del clausulado general de la póliza integral modular 
para vehículos de transporte público de pasajeros, referida al sobrecupo con el que viajaba 
el vehículo al momento del accidente”.  El ad quem confirmó la decisión. La Corte analizó, 

de manera conjunta, tres cargos del recurso de casación: 1) Por razón de errores de hecho 

en la apreciación de las pruebas; 2) trasgresión de las “normas medio de disciplina 
probatoria de los artículos” 1757 del Código Civil, 174, 175, 177 y 179 del CPC y 1077 del 

Ccio, a consecuencia de errores de hecho en la apreciación probatoria y 3) a causa de 
errores de derecho en la apreciación de las pruebas, por falta de aplicación de las normas 

probatorias contenidas en los artículos 174, 175, 177 y 179 del CPC y 1077 del Ccio. La 

Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-019-2011-00361-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL     
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4527-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 23/11/2020 

DECISIÓN    : NO CASA   

 

 

 

 

https://www.mintransporte.gov.co/descargar.php?idFile=6412
https://www.mintransporte.gov.co/descargar.php?idFile=6412
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SC780-2020 

ACCIDENTE DE TRÁNSITO - Pasajera y su hijo pretenden -por vía extracontractual- la 

indemnización de perjuicios, por deformidad física permanente que afecta el rostro de la 

madre. La Sala Civil precisa que la responsabilidad que se reclama corresponde a un 

instituto autónomo y diferenciado, que no puede clasificarse como subsistema de la 

responsabilidad contractual ni de la extracontractual. La adecuación de la controversia, 

según la calificación del tipo de acción sustancial de responsabilidad que rige al caso, es 

un deber obligación del juez -al momento de interpretar el libelo- ante la equivocación del 

demandante en la elección del tipo de acción, bajo el postulado iura novit curia. 

Conformación de enunciados calificativos para orientar la decisión judicial. Diferencia entre 

la acumulación de pretensiones y la prohibición de opción entre acciones sustanciales que 

rigen la responsabilidad civil. Art. 42 inciso 5º CGP. 

“Cuando el demandante se equivoca en la elección del tipo de acción sustancial que rige el caso, el juez 

tiene que adecuar la controversia al instituto jurídico que corresponde, pues esa es una de sus 

funciones; sin que ello afecte el debido proceso de las partes. La prohibición de opción está dirigida al 

juez y no a las partes.” 

REGIMEN DE RESPONSABILIDAD CIVIL - Cuando se reclaman daños sufridos por los 

pasajeros con ocasión de la ejecución contractual, como víctima del accidente de tránsito, 

junto con quien no hizo parte de la relación negocial, en calidad de damnificado colateral. 

Limitación de la responsabilidad. Principio de reparación integral de perjuicios. Presunción 

de solidaridad y prescripción extintiva. Elementos constitutivos de la acción sustancial 

autónoma y su acreditación. Exoneración de responsabilidad. Reductibilidad, 

interdependencias e injerencias. Lectura del sistema de fuentes de las obligaciones. Unidad 

del código binario contractual / extracontractual. Diferencias principales. Inexistencia de 

elementos esenciales comunes. La autoproducción y autorreferencialidad del sistema 

jurídico. Arts. 991 Cco. y 2344 C.C. 

“El problema se resuelve identificando los elementos estructurales de cada instituto jurídico a partir de 

los condicionales dados por las normas. Para esta singularización no es suficiente afirmar que cada 

nuevo instituto jurídico es un “subsistema”, pues todo subsistema remite en últimas a un sistema más 

amplio al cual pertenece, con lo que se llegaría al mismo punto de partida sin solución en que nos ha 

sumido la invocación al “sistema de fuentes”. Mientras que el hecho de decir que se trata de un “instituto 

autónomo” no soluciona el problema de saber cuáles son los elementos que deben quedar demostrados 

en el proceso para poder acceder a la consecuencia jurídica que se reclama.” 

Fuente Formal: 

Arts. 825, 982 numeral 2º, 991, 992 inciso 3º, 993, 1003 C.Cco. 

Arts. 1568, 1604 inciso 2º, 1616, 2536 C.C. Arts. 825 y 991 C.Cco. 

Art. 2344 C.C. 

 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/04/SC780-2020-2010-00053-01.pdf
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Fuente Jurisprudencial: 

SC13925-2016. 

 

Fuente Doctrinal: 

Fernando De Trazegnies Granda. ¿Igualando lo desigual? En: Revista Latinoamericana de 

responsabilidad civil. Número 1. Bogotá: Ibáñez, 2011, 20, Jorge Peirano Facio. 

Responsabilidad extracontractual, 3ª ed. Bogotá: Temis, 1981, 122-123. 

 

INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA - De la calificación de la acción sustancial que rige 

el caso. Aplicación del principio da mihi factum et dabo tibi ius. 

De la interpretación que hace el juez de la demanda surgen, entonces, dos cuestiones prácticas: a) Una 

de naturaleza procesal, que exige que el juez se pronuncie sobre las pretensiones y excepciones 

ejercidas por los litigantes, sin que le sea dable salirse de tales contornos; lo que da origen a cuestiones 

de indiscutible trascendencia como la acumulación de pretensiones, la litispendencia, la non mutatio 

libelli, la cosa juzgada, o la congruencia de las sentencias con lo pedido, por citar sólo algunas figuras 

procesales. b) La otra de tipo sustancial, que está referida a la acción (entendida en su significado de 

derecho material) y no se restringe por las afirmaciones de las partes sino que corresponde determinarla 

al sentenciador. Por ello, la congruencia de las sentencias no tiene que verse afectada cuando el 

funcionario judicial, en virtud del principio da mihi factum et dabo tibi ius, se aparta de los fundamentos 

jurídicos señalados por el actor.” 

Fuente Formal: 

Art. 42 numeral 5º del CGP, Art. 101 numerales 2º y 3º del parágrafo 2º. CPC, Art. 372 

numeral 4º CGP.Art. 371 numeral 7º inciso 2º y 4º CGP. 

Arts. 168 y191 numeral 2º CGP. 

 

NORMA SUSTANCIAL - No se requiere de su enunciación, cuando se ataca el error en la 

interpretación de la demanda al no identificar el tipo de acción que rige el caso. 

 

Fuente Formal: 

Art. 42 numeral 5º del CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC13630-2015. 

 

Fuente Doctrinal: 

Murcia Ballén. Humberto. Recurso de casación civil. 4ª ed. Bogotá: Ediciones Ibáñez, 

1996, 439. 

 

ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES - Diferencia de la prohibición de opción entre 

acciones sustanciales que rigen la responsabilidad civil. Procedencia de la acumulación 
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de una pretensión contractual hereditaria -derivada de su causante- y una pretensión 

personal extracontractual. La acción como derecho subjetivo. 

 

“La acumulación de pretensiones procesales es un asunto distinto a la prohibición de escoger el tipo de 

acción sustancial que rige la controversia. Nada impide que varios actores acumulen en un mismo 

proceso pretensiones contractuales y extracontractuales, o que un demandante acumule una pretensión 

contractual hereditaria (derivada de su causante) y una pretensión personal extracontractual. Pero en 

el plano sustancial está prohibido decidir una controversia que se enmarca en un determinado tipo de 

acción, con los presupuestos normativos de una relación jurídica distinta.” 

Fuente Formal: 

Art. 82 CPC, Art. 88 CGP, Art. 48 Ley 153 de 1887, Art. 1604 inciso 3º C.C. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC del 18 de octubre de 2005. Expediente 14.491. 

 

DAÑO EMERGENTE - Por deformidad física que afecta el rostro, de carácter permanente», 

de víctima en accidente de tránsito, que se acredita por el Instituto Nacional de Medicina 

Legal. Apreciación del dictamen pericial para la corrección quirúrgica, por valor de 

$17.000.000.oo. 

 

PERJUICIOS MORALES - Se presumen para la víctima directa del accidente de tránsito y 

para sus familiares más cercanos, por lesiones de mediana gravedad. Se tasan en 

$30.000.000 para la víctima directa y $20.000.000 para su hijo. 

 

DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN - Se concede por la suma de $40.000.000 a pasajera 

víctima de accidente de tránsito -de relativa juventud- por deformidad física permanente 

que afecta su rostro. Se niega respecto a su hijo. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC. 20 enero de 2009, rad. 000125. 

SC. 6 de mayo de 2016, rad. 2004-00032-01. 

 

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA - A la aseguradora para responder por los perjuicios 

ocasionados en razón del vínculo de contrato que se deduce de póliza de responsabilidad 

civil. Documento declarativo emanado de tercero que pretende la disminución de cobertura, 

sin fecha de suscripción ni firma del tomador. Arts. 260 y 262 CGP. 

Fuente Formal: 

Art. 260 CGP, Art. 262 CGP. 

 

CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL - Las distintas tipologías de 

perjuicios en la responsabilidad civil extracontractual no tienen el mismo significado en el 
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contexto del seguro de daños. El asegurador está obligado a mantener al asegurado 

indemne de los daños de cualquier tipo que causa al beneficiario del seguro, que son los 

mismos que el asegurado sufre en su patrimonio. Art. 1127 C.Cco. Excepción de 

compensatio lucri cum damno y reducción de indemnización ante seguro obligatorio por 

accidente de tránsito y las prestaciones sociales a cargo del Sistema de Seguridad Social. 

Procedencia de la acumulación. 

“El seguro de responsabilidad civil tiene carácter indemnizatorio y depende de la demostración de todos 

los elementos de este tipo de responsabilidad. El seguro obligatorio por accidentes de tránsito y las 

prestaciones a cargo del Sistema de Seguridad Social cumplen una función distinta, y no dependen de 

que se demuestren los elementos de la responsabilidad. No hay, por tanto, ninguna razón jurídica para 

prohibir la acumulación de esas prestaciones, ni puede decirse que ellas constituyan un “lucro” que 

deba restarse de la indemnización de perjuicios a la que tienen derecho los demandantes. Se niega, por 

tanto, esta excepción.” 

Fuente Formal: 

Art. 1127 C. Cco. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC20950-2017, SC002-2018. 

SC de 9 de julio de 2012. Ref.: 11001-3103-006-2002-00101-01. 

 

TEORÍA DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL - Imprecisiones conceptuales de la sentencia 

SC780-2020. Exposición del voto de disidencia a partir de la refutación y la falsabilidad de 

la tesis central de la providencia que expresa que la responsabilidad civil contractual y la 

extracontractual, en su dinámica contiene elementos que son del todo diferentes e 

inconfundibles. (Salvamento parcial de voto Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona) 

“Adoptar una tesis divisionista tajante, dividiendo lo indivisible (la infracción de un derecho 

o un interés jurídicos o de un derechos subjetivo) más allá de la disquisición académica ha 

traducido la existencia de decisiones judiciales injustas y arbitrarias, porque a los justiciables 

en casos reparativos habiendo demostrado los hechos fundantes de la responsabilidad, con 

frecuencia los jueces, les niegan los derechos o sus ruegos reparativos, porque debiéndo ser 

la responsabilidad contractual plantearon una extracontractual. Válidos de la asimilación de 

tan aberrantes dualismos, como el que combato, ha desconocido los derechos de las víctimas, 

apropiados de una visión contradictoria y nociva, ello fue justamente lo que aconteció en este 

caso, donde los jueces de instancia por seguir esos dogmatismos preconcebidos negaron las 

pretensiones.” 

DECLARACIÓN DE PARTE - Siempre es un medio de prueba (Salvamento parcial de voto 

Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona) 

“Muy contrariamente a lo dicho, el interrogatorio, por supuesto, pude ser confesión y también 

declaración de parte. Lo primero si reúne los requisitos de la ley, especialmente, el más 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

82 

característico, cuando su contenido produce consecuencias adversas al confesante o 

beneficia a la parte contraria. Si no origina lo uno ni lo otro, al margen del hecho que narre, 

operativo o no; su valoración se sujetará a las reglas generales sobre apreciación de las 

pruebas. Es equivocado sostener, por tanto, que solo la confesión es el medio de prueba, 

mientras que la declaración de parte no; porque, se trataría de una postura en contra del 

ordenamiento, que desconocería los principios básicos del derecho probatorio.” 

Fuente Formal: 

Artículo 372 numerales 2º y 3º CGP. 

 

ASUNTO: 

Nelcy y Jhon Fredy demandaron a la Cooperativa de Motoristas del Huila Coomotor Ltda. 

y al propietario del vehículo para que se declare que «tienen la obligación solidaria de 

indemnizar los perjuicios derivados del accidente de tránsito. Se reclamó a favor de Nelcy -

como pasajera- y por la deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente el 

daño emergente, el lucro cesante, los perjuicios morales y los daños a la vida en relación. 

A favor de Jhon Fredy -como hijo de Nelcy los perjuicios morales y los daños a la vida en 

relación. Coomotor y Leonel Antonio -propietario del vehículo- formularon las excepciones 

que denominaron «la fuerza mayor y el caso fortuito como fenómenos liberatorios de 

responsabilidad» y «prescripción de la acción». Manifestaron que el presunto daño se originó 

por «el incumplimiento de un contrato de transporte», cuyas acciones derivadas están 

prescritas en los términos del artículo 993 del Cco. Los demandados llamaron en garantía 

a La Equidad Seguros. El a quo negó las pretensiones, en virtud de que si bien quedó 

demostrado que la empresa transportadora no cumplió con la obligación de conducir a la 

pasajera sana y salva a su lugar de destino, al tratarse de una acción contractual, la 

pasajera se equivocó al haber encaminado su demanda por la senda extracontractual; 

mientras que su hijo tampoco podía demandar por esta vía porque la fuente de la obligación 

que se reclama es un contrato del cual no hizo parte. El ad quem confirmó la sentencia 

apelada por la parte demandante, con sustento en que la vía que se utilizó no fue la 

adecuada, debido a que la indemnización que pretenden los demandantes tiene como 

fuente «una convención de transporte». Al formular el recurso de casación, la parte 

demandante acusó la sentencia del ad quem por violar indirectamente las normas de 

derecho sustancial, por error manifiesto en la apreciación de la demanda; toda vez que el 

sentenciador tenía la obligación de interpretar los hechos narrados en el libelo para hacer 

la calificación jurídica de la controversia, según fuera de naturaleza contractual o 

extracontractual. La Sala casó la sentencia al encontrar que el juez interpretó de manera 

errónea la demanda y en sentencia sustitutiva declaró a los demandados responsables 

solidarios por los daños sufridos por los demandantes y los condenó a los perjuicios 

solicitados, con base en los arts. 991 del Cco y el art. 2344 del C.C., ante daños su origen 

en una actividad peligrosa (2356 del Código Civil) y en ejecución de una obligación de 

resultado (art. 982-2 Cco). Concluyó que la prescripción extintiva aplicable, para el caso, 
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es la decenal de la acción ordinaria del art.2536 del C.C. El lucro cesante se negó debido a 

que no fue acreditado. 

M. PONENTE : ARIEL SALAZAR RAMIREZ 

NUIP : 18001-31-03-001-2010-00053-01 

NÚMERO DE PROCESO : 18001-31-03-001-2010-00053-01 

NÚMERO DE PROVIDENCIA : SC780-2020 

PROCEDENCIA : Tribunal Superior Sala Civil - Familia de Florencia 

CLASE DE ACTUACIÓN : RECURSO DE CASACIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA : SENTENCIA 

FECHA : 10/03/2020 

DECISIÓN : Casa y Revoca. Con aclaraciones y salvamentos. 

 

 

SC3839-2020 

 

CONTRATO DE SEGURO PÓLIZA TODO RIESGO CONSTRUCCIÓN- Nulidad relativa, ante 

el incumplimiento de una garantía relacionada con hechos anteriores a la celebración del 

negocio (fase de diseño del proyecto inmobiliario). Destrucción de la construcción como 
resultado de errores de diseño y cálculo, excluidos de forma expresa de la cobertura. 

Artículo 1061 Ccio. Acusación por la vía directa: Cargo incompleto e intrascendente. 

 
“El tribunal soportó la decisión impugnada en dos puntales, a saber: (i) el contrato de seguro está viciado 
de nulidad relativa, por el incumplimiento de una garantía relacionada con hechos anteriores a su 
celebración, y (ii) la destrucción del «Proyecto Space 6» fue el resultado de errores de diseño y cálculo, 
supuestos expresamente excluidos de cobertura conforme la cláusula 2.8. de la póliza ‘todo riesgo 
construcción’ n.° 1563–1343322–01,  

 
Perdiendo de vista ese panorama, la recurrente solo desarrolló su crítica frente a la primera de esas 
premisas, de modo que el cargo formulado resulta fragmentario, y por lo mismo, fútil, pues aún de 
suponer verificada la infracción directa de la ley sustancial que allí se planteó, el pilar argumentativo 
que se mantuvo a salvo es suficiente para soportar la sentencia absolutoria.”  

 

Fuente Formal: 

Artículos 1056, 1061 Ccio. 

Artículo 344 literal a) del numeral 2 literal a) CGP 
Artículos 336 numerales 1º CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Violación directa de la norma sustancial: 

SC9100-2014, reiterada en SC1819-2019. 

2) La carga del casacionista de derruir todos los pilares del fallo del tribunal: 
SC, 2 abr. 2004, rad. 6985 reiterada en SC, 29 jun. 2012, rad. 2001-00044-01, SC, 20 sep. 

2013, rad. 2007-00493-01, SC15211-2017. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/11/SC3839-2020-2015-00968-01-1-1.pdf
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3) Limitación de la extensión de la cobertura a partir de las exclusiones:  

SC, 7 oct. 1985, sin publicar. 
4) Trascendencia del error:  

SC17154-2015. 

 

Fuente Doctrinal: 

OSSA, Efrén. Teoría General del Seguro – El contrato. Ed. Temis, Bogotá. 1991, p. 469.  

STIGLITZ, Rubén. Derecho de seguros, t. I. Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires. 2001, pp. 

193–196. 
 

Asunto: 

La señora Mesa de Villegas –cesionaria de derechos-solicitó que se declare que entre ella y 

la aseguradora convocada «existió un contrato de seguros cuyo beneficiario oneroso fue 

Bancolombia S.A., por el valor del crédito de la construcción de la fase 6 del [proyecto 
inmobiliario] Space», y que «existió un siniestro indemnizable en los términos de la póliza 

todo riesgo construcción. En subsidio pidió que se declare que Seguros Comerciales Bolívar 

S.A. es «civilmente responsable de los daños y perjuicios causados por el no pago de los 

valores derivados del contrato de seguro póliza todo riesgo construcción en favor del 

beneficio oneroso, y que, como corolario de lo anterior, se condenara a la aseguradora a 

pagar una indemnización más los intereses moratorios. El a quo negó la totalidad de las 
pretensiones de la demanda, y declaró la nulidad relativa del contrato de seguro. El tribunal 

confirmó en su integridad lo resuelto en primera instancia. La Sala Civil no casó la 

sentencia impugnada al no configurarse la causal alegada por el recurrente. La Corte hizo 

estudio del cargo con base en la causal primera del artículo 336 del CGP, mediante la cual 

se acusó la sentencia del tribunal de «ser violatoria de la Ley sustancial por vía directa, por 
aplicación indebida de los artículos 1061 (cláusulas de garantía) del Código de Comercio, Ley 
1480 de 2011 (Estatuto del Consumidor), arts. (sic) 37 (condiciones negociales generales y 
contratos de adhesión)». La Sala no casó el fallo impugnado. 

 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO                                            : 05001-31-03-007-2015-00968-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL  

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3839-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 13/10/2020 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC5141-2020 

 
CONTRATO DE SUMINISTRO-Apreciación probatoria del retardo en las entregas de varios 

pedidos. Interpretación del contrato según la regulación pública y la naturaleza de la 

actividad en la distribución y comercialización de combustibles derivados del petróleo. 
Obligaciones legales del distribuidor mayorista de combustibles. Pilares axiológicos de la 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/novejuri/civil/SC5141-2020(2015-00423-01).pdf
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responsabilidad contractual. 

 
“Lo anterior, porque es a través de un contrato que las personas habilitadas para la «distribución y 
comercialización de combustibles derivados del petróleo» regulan la forma y términos en que una de 
ellas se obliga a proveer a la otra de cualquiera de esos productos en determinadas cantidades y de 
acuerdo a las condiciones pactadas entre sí; de lo que se sigue que cualquier controversia que se suscite 
debe ser analizada con base en ese pacto jurídico, siempre que no riña con las previsiones establecidas 
por el gobierno nacional, al tratarse de un mercado regulado. 
 
Esa comprensión jurisprudencial acompasa con este evento en el que la falta de referencia por parte 
del tribunal a las normas públicas que regulan el mercado del combustible derivado del petróleo, no 
tiene la virtualidad de desmoronar su decisión, ya que esta tuvo asidero en las reglas comerciales del 
suministro y en las estipulaciones de las partes, siendo claro que unas y otras eran, en todo caso, 
pertinentes para la definición del litigio, que, valga reiterarlo, se planteó con base en ese marco jurídico.”  

 

Fuente Formal: 

Artículos 968, 971, 972, 973, 978, 979 Ccio. 
Artículos 333, 334, 365 CP. 

Artículo 1602 CC. 

Artículo 212 Decreto Legislativo 1056 de 1953. 

Artículo 1º ley 39 de 1987. 

Artículo 1º ley 26 de 1989. 
Artículo 2º ley 39 de 1987. 

Artículo 61 ley 812 de 2003. 

Artículo 4º Decreto 4299 de 2005, modificado por el artículo 2º Decreto 1333 de 2007. 

Artículo 15 numeral 2º Decreto 4299 de 2005, modificado por el artículo 14 Decreto 1333 

de 2007. 

Artículo 26 Decreto 4299, modificado por el artículo 21 Decreto 1717 de 2008. 
Artículos 191 numeral 2º, 334 numeral 2º literal a) CGP. 

Artículo 195 numeral 2º CPC. 

Artículos 349 inciso final y 365 CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 
1) La responsabilidad contractual está edificada sobre los siguientes pilares axiológicos: a) 

la preexistencia de un vínculo jurídico entre las partes; b) su incumplimiento relevante por 

quien es demandado; c) la generación de un perjuicio significativo para el actor; y d) la 

conexión causal entre la referida insatisfacción de los deberes convencionales y el 

correspondiente daño irrogado: SC5585-2019.   

2) Nada gana el recurrente con mostrar la infracción de la ley, en sus modalidades de 
interpretación errónea, aplicación indebida o falta de aplicación, si al cabo la resolución 

tiene que ser igual, pues manda el precepto 375 del primer estatuto citado, que la Corte 

«no casará la sentencia por el solo hecho de hallarse erróneamente motivada, si su parte 

resolutiva se ajusta a derecho, pero hará la correspondiente rectificación doctrinaria»: 

SC13097-2017.    
3) Debe ser notoria la falta endilgada al juzgador, cuando la disconformidad radica en la 

interpretación que se le dio en el fallo a un acuerdo de voluntades, como ocurre en este 
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caso, por cuanto “la valoración que haga el sentenciador es una cuestión fáctica que el 

legislador confía a su discreta autonomía, de donde se desprende que el juicio que al 
respecto edifique es susceptible de echarse a pique…en la medida en que brille al ojo que 

el alcance que le otorgó…es absolutamente diferente del que ciertamente surge de su propio 

contenido”: SC 162 de 11 de julio de 2005, reiterada en SC 21 feb. 2012, exp. 7725 y 2004-

00649), SC 25 jun. 2012, rad. 2005-00595-01.   

4) Si un título valor de contenido crediticio entregado como pago de una obligación anterior 

es “rechazado” o no es “descargado de cualquier manera”, la condición resolutoria del pago 
coloca al deudor “en posición de incumplimiento”, en relación con la obligación originaria, 

caso en el cual el contratante cumplido o que se allanó a cumplir puede demandar 

alternativamente la ejecución o la resolución del contrato, siempre que devuelva el título o 

garantice el pago de los perjuicios que con su no devolución pueda acarrear:  SC 30 jul. 

1992 G.J. Tomo CCXIX, pág. 224-232, SC 23 jun. 2000, rad. C-4823.    
5) La demostración idónea de un cargo planteado por la vía indirecta, presupone la 

presentación de “argumentos tan concluyentes que la sola exposición del recurrente haga 

rodar por el piso la labor probatoria del Tribunal” SC 23 de febrero de 2000, Exp. No. 5371, 

para lo cual es indispensable “cotejar lo expuesto en el fallo con lo representado por la 

prueba, a fin de que de esa confrontación brote el desacierto del sentenciador, de manera 

clara y evidente”: SC 29 de febrero de 2000, Exp. No. 6184, SC 25 ene. 2005, rad. 7881. 
 
ASUNTO: 

Prodain S.A. C.I. Prodain, hoy Octano de Colombia S.A.-en reestructuración- pidió que se 

declare que la Petrobras de Colombia S.A. incumplió un contrato de suministro y que se la 

condene a indemnizarle por daño emergente y por lucro cesante, debidamente indexados. 
Refirió que su objeto social es la compra y venta de combustibles líquidos derivados del 

petróleo, pues fue autorizada por la Dirección de Hidrocarburos del Ministerio de Minas y 

Energía. Celebró contrato de suministro con Petrobras de Colombia S.A., quien se obligó a 

proveerle en forma exclusiva ese producto y convinieron que el pago se haría contra entrega, 

según las facturas que aquella expidiera y que si algún cheque era devuelto debía 

reconocerle el 3% del importe, pero guardaron silencio sobre el momento exacto en que 
debía saldar dicho precio. El 26 de mayo de 2011 evidenció un problema en las 

consignaciones del día sábado, a falta de revisión del estado de cuenta por parte de 

Petrobras S.A., y, mediante correo electrónico, le ofreció cheque en garantía para subsanar 

el limitante; empero, el 30 de septiembre siguiente le hizo saber la falta de combustible, 

con el agravante que era fin de semana, tiempo que duró desabastecida, pues aquella le 
contestó que había un inconveniente con Ecopetrol. Más adelante, volvió a quedar sin 

carburante, por lo que informó a Petrobras y le expresó que no era culpa de Ecopetrol, pues 

Chevron Texaco, también mayorista, tuvo en septiembre y lo corrido de octubre; no 

obstante, aquella le respondió que tenía dificultades técnicas que le impedían remitírselo. 

El a quo, desestimó las súplicas. El ad quem confirmó esa decisión. El recurso de casación 

se sustenta en dos cargos: 1) infracción directa del artículo 1 de la Ley 26 de 1989; el 
artículo 15, numeral segundo del Decreto 4299 de 2005, modificado por los Decretos 1333 

de 2007 y 1717 de 2008; los artículos 973 y 979 del Código de Comercio y 228 de la 
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Constitución Política, por falta de empleo y 2) por errónea interpretación del contrato y error 

de hecho en la apreciación probatoria. La Sala Civil no casó la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
NÚMERO DE PROCESO  : 11001-31-03-032-2015-00423-01 

PROCEDENCIA  : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5141-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : CASACIÓN 
FECHA     : 16/12/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC3251-2020 

 

CONTRATO DE VENTA CON PACTO DE RETROVENTA-Inoponibilidad del negocio 

jurídico que demanda la sociedad en comandita frente a socio comanditario delegado, por 

falta de poder del representante legal de la socia gestora. La inoponibilidad se predica frente 

a terceros del contrato. Hermenéutica del artículo 901 del Código de Comercio. 

 

“Bajo esa perspectiva es descontextualizada la vinculación que la recurrente hace del objeto del litigio 
al precitado artículo 901 del Código de Comercio, ya que la razón de ser de sus aspiraciones es la 
inoponibilidad de la escritura 3275 de 2009 de la Notaría Segunda de Valledupar por «falta de 
representación o poder bastante» de quien la suscribió en su nombre, lo que no encaja dentro de los 
supuestos del precepto ya que para los fines allí especificados no puede ser tenido como un tercero 
porque en el instrumento figura como contratante, así fuera por intermedio de su «representante legal», 
con mayor razón si luego de otorgada se procedió a su inscripción en el folio de matrícula 190-127444, 
cumpliendo así con la publicidad del acto que precisamente extraña la norma.” 
 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículo 368 numeral 1º CPC. 
Artículos 196, 327,901 C. Cio. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Los hitos de la eficacia y la ineficacia del negocio jurídico: 

SC 21 de mayo 1968. G.J.CXXIV, 167. 

2) Sentido y alcance de la inoponibilidad: 
SC9184-2017 

SC3201-2018 

3) Limitación en la aplicación del precedente por tratarse de hermenéutica de normas del 

código civil antes de la expedición del Código de Comercio de 1971: 

SC, 24 de agosto de 1938. 
4) El artículo 901 del código de comercio tiene un alcance específico que no trasciende a la 

«falta de representación o poder bastante»  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/09/SC3251-2020-2012-00083-01_1.pdf
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SC, 15 de agosto de 2006, rad. 1995-9375-01. 

SC, 19 de diciembre de 2006, rad. 1999-00168-01 
5) Deber de sagacidad de los contratantes: 

SC, 21 de febrero de 2012 

 

PRUEBA DE OFICIO –Ataque en casación por error de derecho, a fin de constatar la 

rescisión de acto por lesión enorme, pretensión que fue negada en primera instancia ante 

la insuficiencia de la experticia aportada con el libelo que le pudiera dar sustento.  
 
“En vista de que el descontento de la impugnante se dirige contra las apreciaciones del juzgador inicial, 
que no fueron rebatidas en curso del ataque vertical propuesto, es evidente que lo que busca es la 
reapertura de una discusión tempranamente clausurada y que ni siquiera fue objeto de examen por el 
Tribunal, lo que revela la inviabilidad del ataque por este medio excepcional.” 

 
Fuente Jurisprudencial: 

SC6795-2017 

 

MEDIO NUEVO- Omisión de la declaratoria oficiosa de nulidad absoluta. Si se superara 

esta deficiencia técnica, a causal adecuada para debatir en casación sería la que contempla 
el numeral 2º del artículo 368 del CPC y no la que establece el numeral 1º.  

 
“Quiere decir que la referencia a que el instrumento de transferencia del dominio con pacto de retroventa 
está viciado de nulidad absoluta, sobre el cual se sustentan el tercer y quinto cargo, se torna en un 
planteamiento novedoso que ni siquiera fue esbozado de manera alternativa o especulativa en el 
devenir de la contienda, que de ser admitido constituiría una vulneración al debido proceso, ya que 
tomaría por sorpresa a la contraparte a quien no se le puede exigir una estrategia de defensa frente a 
todas las posibilidades de invalidación que establece el ordenamiento jurídico a pesar de estar por fuera 
del contorno litigioso.” 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC, 15 de julio de 2013, rad. 2008-00237. 

 

ASUNTO: 

Inversiones Cabas Díaz S. en C pidió declarar que le es inoponible la escritura que contiene 

la enajenación con pacto de retroventa de un inmueble, por «falta de representación o poder 

bastante» de quien la suscribió en su nombre, lo que amerita su cancelación y la de 

cualquier otro acto soporte de trasferencias de propiedad o constitución de gravámenes 

posteriores a la inscripción de la demanda. En asamblea extraordinaria se autorizó al 

«administrador y representante legal al socio comanditario Edison Rafael Cabas Díaz» 

hipotecar el bien denominado Buenos Aires, a efecto de conseguir liquidez, pero excedió las 

facultades al celebrar con Luis Alfredo Rivera «un contrato de compraventa con pacto de 

retroventa» y traspasarle el dominio por un precio de $150’000.000, cuando para la época 

el valor comercial del predio ascendía a $1.000’000.000, sin que hiciera efectiva la recompra 

prevista en la cláusula sexta dentro del plazo indicado «por lo que se perfeccionó la venta». 

En subsidio, buscó la rescisión del acto jurídico y las anotaciones en la matrícula 
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inmobiliaria, salvo que dentro del mes siguiente al fallo se complete el justo precio. El a quo 

negó las pretensiones con sustento en que, según certificado mercantil obrante en el 

expediente, la socia gestora delegó la administración y representación legal de la sociedad 

a Edison Rafael Cabas Díaz, socio comanditario, por medio de «escritura pública sin ninguna 

restricción legal», sin que la limitación no inscrita tomada en Junta de Socios para que 

únicamente hipotecara el fundo fuera extensiva a terceros. En cuanto a la lesión enorme 

tampoco se dan los supuestos en tanto que la gestora omitió los anexos que demostraran 

la idoneidad del perito que rindió el dictamen aportado y éste ni siquiera compareció a 

ratificarlo, por lo que queda sin efectos y se toma como avalúo válido el catastral. El ad 

quem confirmó la sentencia apelada. El recurso de casación se formuló con cinco cargos: 

por la causal primera, dos de ellos por vía directa y los tres restantes por la indirecta. La 

Sala Civil no casa la sentencia, por ausencia de acreditación de algunos cargos y por 

deficiencias técnicas de algunos otros. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO   : 20001-31-03-005-2013-00083-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE VALLEDUPAR, SALA CIVIL FAMILIA LABORAL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3251-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 07/09/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC5142-2020 

 

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL-Reconocimiento de perjuicios -por lucro cesante y 
daño emergente a bienes- ocasionados por suspensión de fluido eléctrico. Pilares 

axiológicos de la responsabilidad contractual.  El deber de la prestadora por, ministerio de 

la ley, es el de suministrar el servicio de forma continua con -eficiencia y calidad-que resulta 

consustancial al contrato de condiciones uniformes suscrito con los usuarios. Deberes 

contractuales correlativos del suscriptor. El nexo causal constituye un elemento basilar 

para declarar la responsabilidad civil, en el campo contractual o en el extracontractual. El 
nexo causal -en estos casos- está dado por la infracción del deber impuesto por la norma a 

la empresa de energía y el hecho calamitoso. Concreción de la extensión del daño a partir 

del artículo 16 de la ley 446 de 1998. Aplicación de los principios de reparación integral y 

equidad. Clasificación de la responsabilidad en contractual y extracontractual a partir de 

la fuente. Marco normativo regulatorio de los contratos de prestación de servicios públicos 

de energía eléctrica en el ordenamiento colombiano. Medio nuevo en casación: mora del 
usuario en el pago del servicio de energía eléctrica. 

 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/not/civil21/edictos/010SC5142-2020.pdf
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“Ello significa, sin duda, que la relación material que une a la empresa de energía y al usuario es 

contractual y de carácter bilateral, ya que ambas partes adquieren derechos y asumen correlativamente 

obligaciones, cuya infracción genera efectos jurídicos de variada índole, según se vio. En suma, si bien 

el juzgador criticado expresó que la culpa de la prestadora se presumía por el hecho de desarrollar una 

actividad peligrosa y que solo podía exonerarse mediante prueba extraña, esos dislates fueron triviales 

ya que desenvolvió la litis a partir de la responsabilidad civil contractual porque entendió que la 

empresa de energía se obligó a suministrarle el fluido a la usuaria acorde con los designios de 

continuidad y eficiencia señalados en la Ley 142 de 1994, deber que halló incumplido de forma 

injustificada porque aquella no desvirtuó las continuas interrupciones, siendo patente que tampoco 

arrimó pruebas capaces de hacer ver que fue diligente y cuidadosa, a pesar que ello era necesario para 

ser exonerada o, cuando menos, atenuar su responsabilidad. 

 
En los contratos de servicio de energía eléctrica la principal obligación a cargo de la empresa prestadora, 
es la de suministrar el fluido eléctrico en forma continua y bajo los parámetros de eficiencia y calidad 
(art. 11.1 de la Ley 142 de 1994), deber reiterado en el artículo 136 según el cual «la prestación continúa 
de un servicio de buena calidad, es la obligación principal de la empresa en el contrato de servicios 
públicos», con la advertencia de que «el incumplimiento de la empresa en la prestación continúa del 
servicio se denomina (…) falla en la prestación del servicio», por lo que la inobservancia de esa 
prestación le impone resarcir los perjuicios causados a los usuarios, salvo que probatoriamente logre 
justificar la inobservancia total o parcial de ese débito.”  

 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 11.1, 28 inciso 2º, 36, 128, 129 inciso 1º, 130 inciso 1º, 132,136, 140,141 ley 
142 de 1994. 

Artículo 18 de la Ley 689 de 2001. 

Ley 143 de 1994. 

Artículos 71 numeral 1º, 177 CPC. 

Artículo 11 numerales 9º, 11.9 ley 142 de 1994. 
Artículo 1614 CC. 

Artículo 374 numeral 3º CPC. 

Artículo 16 ley 446 de 1998. 

Artículo 19 de la Ley 1395 de 2010. 

Artículos 375 inciso final CPC. 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) La incongruencia no se presenta solo cuando existe una disonancia entre lo invocado en 

las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que también se patentiza cuando la 

sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del recurso que, indudablemente, 

corresponde a una pretensión del derecho sustancial controvertido: SC14427-2016.   
2) De todas maneras, si se entendiera que lo que extraña la opugnadora es que no fue 

tratado por el juzgador de segundo grado un tema específico al que se extendía la apelación, 

lo indicado era dirigir el embate por vicio de incongruencia y no por la vía indirecta: 

SC3251-2020.   

3) La falta de mención de una probanza por sí misma no siempre comporta preterición del 

elemento probativo respectivo, particularmente, cuando del contenido integral del fallo, y 
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la exposición del juzgador, puede deducirse su valoración implícita, así no se haya hecho 

ostensible: SC 17 may. 2011, rad. 2005-00345-01.   
4) La responsabilidad contractual está edificada sobre los siguientes pilares axiológicos: a) 

la preexistencia de un vínculo jurídico entre las partes; b) su incumplimiento relevante por 

quien es demandado; c) la generación de un perjuicio significativo para el actor; y d) la 

conexión causal entre la referida insatisfacción de los deberes convencionales y el 

correspondiente daño irrogado: SC5585-2019.    5) El título XXXIV del Código Civil regula 

el régimen de la «responsabilidad común por los delitos y las culpas», cuyo sustento es el 
principio general concerniente a que todo daño ocasionado debe repararse. En ese sentido, 

al tenor del artículo 2341 ibídem, «[e]l que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido 

daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 

imponga por la culpa o el delito cometido»: SC665-2019.   

6) La primera y principal es suministrar el fluido eléctrico, la cual no puede considerarse 
cumplida por el solo hecho de que la energía eléctrica llegue al sitio; pues, por mandato 

expreso del artículo 11.1 de la Ley 142 de 1994, corresponde a la entidad asegurar que el 
servicio se preste en forma continua y eficiente, la cual constituye la segunda obligación, 
establecida como elemento de la naturaleza del contrato, que por lo mismo no requiere pacto 
expreso: SC1819-2019.     

7) Un alegato sorpresivo que la doctrina denomina ‘medio nuevo’ es aquel que uno de los 

litigantes guarda para erigirlo cuando han fenecido las oportunidades de contradicción 
previstas en el ordenamiento jurídico o… para revivirlo a pesar de que lo abandonó 

expresamente, debe ser repelido en el escenario extraordinario, por ir en desmedro del 

principio de lealtad procesal para con el estamento jurisdiccional y con su contendora: 

SC131, 12 feb. 2012, rad. n.° 2007-00160-01 y SC3345-2020.   

8) La casación no es proceso y, por ende, impide replantear el litigio. Es más, su espectro 
se circunscribe a las precisas causales legales que habilitan el estudio de legalidad de la 

sentencia del tribunal: SC 16 jul. 1965, GJ nº 2278-2279, pág. 106.   

9) El recurso de casación no habilita un nuevo juzgamiento de la controversia, sino que se 

circunscribe a la evaluación de la providencia censurada a la luz de los yerros que le son 

endilgados por el recurrente. Así las cosas, no puede emplearse para retomar el estudio de 

la causa petendi y, menos aún, innovar en los hechos que le sirven de soporte: SC19300-
2017, reiterada en SC3345-2020.  10)  Es posible endilgar la autoría de un hecho por las 

abstenciones cuando el agente tenía el deber legal de actuar para evitar una consecuencia 

dañosa, lo cual no puede ser explicado por una ‘causalidad’ desprovista de componentes 

normativos porque las omisiones no son eventos sino ausencia de éstos, es decir que no 

generan relaciones de causalidad natural. Es un principio general que no hay 
responsabilidad civil por las inactividades salvo que el demandado se encuentre bajo un 

deber legal preexistente o tenga la posición de garante respecto de quien sufre el perjuicio: 

SC-13925-2016.     

11) La principal obligación de esas entidades con el contratante-consumidor es suministrar 
el flujo eléctrico en forma continua y eficiente, según lo establecido en el artículo 11.1 ídem; 
a la que se suma la de mantenimiento y reposición de redes, lo cual implica forzosamente la 
vigilancia y control de las mismas para verificar su buen estado, mantenerlas en servicio de 
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modo seguro, y conjurar todo riesgo de accidente o deterioro que pueda causar daño a los 
consumidores o a terceros: SC1819-2019.     

12) El juez tendrá que ordenar al demandado la restitutio in integrum a favor del 
damnificado, es decir que deberá poner al sujeto perjudicado en una situación lo más 

parecida posible a aquélla en la que se encontraría de no haber ocurrido el daño. Por ello, 

una vez establecidos los presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual, el 

sentenciador tendrá que cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que 

habrá de tomar en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el 

daño, su intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma 
adecuada de resarcir el perjuicio: SC, 18 dic. 2012, Rad. 2004-00172-01, SC7637-2014.    

13) Una es la prueba del daño, o sea la de la lesión o menoscabo del interés jurídicamente 

tutelado, y otra, la prueba de su intensidad, del quantum del perjuicio. De ahí que la 

doctrina haga alusión al contenido patrimonial del daño para referirse a su intensidad, es 

decir, a su valor en moneda legal (dinero), como patrón de referencia para determinar la 
mensura, por cuanto considera que dada su simplicidad y universalidad, es el que más 

conviene al tráfico de las reparaciones, caso en el cual opera una reparación por 

equivalencia o propiamente indemnizatoria, por oposición a la reparación natural que 

implica ‘volver las cosas al estado que tendrían si no hubiera ocurrido el hecho dañoso: SC, 

9 agos. 1999, Rad. 4897.     

14) Los fallos impugnados a través del recurso extraordinario de casación, cuando llegan a 
esta Corporación, lo hacen soportados por la presunción de acierto y de legalidad que los 

acompaña; lo anterior significa, que al gestor de la censura le asiste el inevitable 

compromiso de enfrentar la decisión reprochada, previo examen de la misma, auscultando 

los procedimientos evaluativos acometidos por el ad quem alrededor de los aspectos fácticos 

y jurídicos involucrados en la controversia, desnudar sus falencias o desaciertos y, así, 

puestos en evidencia, combatirlos hasta el punto de derruir su basamento: SC, 18 dic. 
2012, rad. n.° 2007-00313-01, reiterada en SC1916-2018.    

15) El error de hecho ocurre cuando el juzgador supone, omite o altera el contenido de los 

medios de convicción, siempre y cuando dicha anomalía influya en la forma en que se 

desató el debate, de tal manera que de no haber ocurrido otro fuera el resultado, por lo que 

quien lo formula tiene la severa tarea argumentativa de acreditar lo que aparece palmario 
o demostrado con contundencia, la protuberante inconsistencia entre lo que objetivamente 

se desprende de tales pruebas y las conclusiones de aquél, así como la trascendencia del 

dislate sobre lo resuelto: SC2768-2019, se reiteró en SC. 9 ago. 2010, rad. 2004-00524-01.  

16) El juzgador de instancia, con sujeción a los aspectos objetivos y jurídicos de los medios 

de prueba, tiene la clara atribución de estimarlos conforme a las reglas de la sana crítica y 

arribar a las conclusiones pertinentes que sustenten el correspondiente fallo. Por esta razón 
en principio, tales conclusiones deberán mantenerse, a menos que el sentenciador hubiese 

incurrido en error evidente de hecho o en error de derecho trascendente, para quebrar el 

fallo atacado: SC de 10 de dic. de 1999, exp. 5277, reiterada en SC de 19 de sept. de 2006, 

exp. 1999-00633-01.   

17) Según el numeral 3 del artículo 374 del Código de Procedimiento Civil, cuando se alegue 

la violación de norma sustancial, es necesario que el recurrente demuestre el «error de hecho 
manifiesto en la apreciación de la demanda o de determinada prueba: SC3345-2020. 
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Fuente Doctrinal: 

Le Tourneau, Philippe. Profesor de la facultad de derecho de Toulouse. La 

Responsabilidad Civil. Editorial Legis Editores S.A. Edición en español. 1ª reimpresión, 

diciembre de 2004, pág. 75-76. 

 

ASUNTO: 

La demandante pidió declarar responsable a la Electrificadora del Caribe Ltda., de la 

suspensión en el servicio de energía por más de 48 horas, lo que ocasionó pérdidas en la 

producción de camarón estimadas a título de daño emergente y lucro cesante, que debe 
reconocerle indexados y con intereses. Adicionalmente, que la aseguradora debe pagarle 

«en su calidad de beneficiaria legal del contrato de seguro y hasta el límite de los amparos 

que constan en la póliza expedida por ella, el valor de las condenas que se pronuncien a 

cargo de su asegurado para indemnizar los perjuicios sufridos», con sus réditos. El a quo 

desestimó la objeción por error grave al dictamen rendido, así como las defensas de 

Electrificadora del Caribe S.A. ESP., a la que ordenó pagarle a la reclamante el lucro cesante 
y el daño emergente. El ad quem confirmó lo resuelto con la adición de reconocer intereses 

legales a la tasa del 0.5% mensual sobre las condenas, desde la ejecutoria de la decisión 

hasta el pago total. Electricaribe formuló recurso de casación en siete cargos: 1) infracción 

indirecta, como consecuencia de yerros de facto en la valoración de la prueba, que se llevó 

a exculpar la conducta de la postulante y declararla a ella responsable del daño, sin estar 

así demostrado, 2) quebranto directo de los artículos 1602, 1604, 1609 del Código Civil, 
por falta de empleo, y del 2356 por indebida aplicación, 3) y 4) quebranto por la vía 

indirecta, como consecuencia de errores de hecho en la apreciación de las pruebas, al 

inadvertir que la empresa de energía estaba eximida de cumplir sus obligaciones porque la 

usuaria no sufragó en tiempo la factura del servicio de febrero de 2005, 5) violación 

indirecta por virtud de errores de hecho en la valoración de las pruebas; y en uno de derecho 

al relevar a la actora de la carga de la prueba en el nexo causal, 6) quebranto indirecto del 
artículo 16 de la Ley 446 de 1998, así como 1613 y 1614 del Código Civil, a causa de errores 

de hecho que llevaron al fallador a concluir, sin prueba, que Acuícola sufrió lucro cesante 

y 7) como consecuencia de errores de hecho en la apreciación de las pruebas, pues el ad 
quem no vio que la actora incurrió en culpa y ella generó el daño, lo que imponía reducir la 

reparación. La Sala Civil no casa la sentencia. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO   : 08001-31-03-012-2010-00197-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA, SALA CIVIL FAMILIA  

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5142-2020 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 16/12/2020 

DECISIÓN    : NO CASA 
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SC5176-2020 

 

RESPONSABILIDAD BANCARIA- Que se deriva de contrato de administración de depósitos 

en cuenta corriente.  Fraude bancario al permitir la alteración de las órdenes de giro 

radicadas en el Banco por su cliente y a la Caja Agraria –llamada en garantía- al facilitar el 

manejo de sus cuentas para la disposición de los recursos hurtados. Coparticipación causal 
o incumplimiento del deber de mitigación. El fundamento de la responsabilidad civil de los 

establecimientos bancarios. La responsabilidad civil de las instituciones financieras. Los 

precedentes actuales de la Corte tienen un núcleo argumentativo común –la teoría del 

riesgo–, pero arriban a conclusiones dispares, pues mientras en el primer grupo de 

providencias se sugiere que la responsabilidad por la que se averigua es objetiva, en la 

segunda se afirma tajantemente lo contrario. Aclaración doctrinal: el marco teórico 
empleado para explicar la responsabilidad del banco por el pago de cheques falsos o 

adulterados, no puede asimilarse con la regulación de la responsabilidad extranegocial 

derivada del ejercicio de actividades peligrosas del artículo 2356 del CC. Rectificación de la 

postura de la sentencia SC1697-2019. 
 
“2.4.Del anterior compendio se sigue que el marco teórico empleado para explicar la responsabilidad 
del banco por el pago de cheques falsos o adulterados, no puede asimilarse con la regulación de la 
responsabilidad extranegocial derivada del ejercicio de actividades peligrosas, no solo porque el 
fundamento normativo de ambas es distinto, sino también porque un sector de la jurisprudencia 
considera que el artículo 2356 del Código Civil consagra un régimen de responsabilidad subjetivo o “por 
culpa”, lo que impide su filiación con la responsabilidad “por riesgo”, que busca precisamente obviar 
ese juicio de reproche. Esta precisión es importante, no solo para deslindar las aplicaciones prácticas 
de la teoría del riesgo en Colombia, sino para relievar que –en opinión de la Corte– la actividad bancaria 
no puede calificarse de forma totalizadora como “peligrosa”, y por lo mismo, no resulta procedente 
construir una teoría general de la responsabilidad de las entidades financieras, valiéndose de sus 
similitudes, pero perdiendo de vista las divergencias fundamentales que pueden presentarse entre las 
tantas relaciones jurídicas que aquellas entablan con sus clientes y con terceros.”  
 
“2.8. Como colofón, resalta la Corte que prescindir de la calificación de la conducta de la entidad 
financiera no significa asumir una especie de responsabilidad automática suya, pues aun en los 
regímenes objetivos es necesario demostrar que el hecho dañoso es atribuible a la conducta del agente. 
Por ende, en casos como este el banco podrá exonerarse de la carga indemnizatoria que se le endilga, 
probando que las circunstancias que originaron el desmedro patrimonial (como la alteración de una 

orden de giro, en este caso) obedecieron a causas que no le son imputables”.  

 

Fuente Formal: 

Artículo 2356 CC. 

Artículo 191 de la Ley 46 de 1923. 

Artículos 733, 1391 Ccio. 
 

Fuente Jurisprudencial: 

1) El medio nuevo es inadmisible en casación, toda vez que ‘la sentencia del ad quem no 

puede enjuiciarse ‘sino con los materiales que sirvieron para estructurarla; no con materiales 

distintos, extraños y desconocidos. Sería de lo contrario, un hecho desleal, no sólo entre las 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/01/SC5176-2020-2006-00466-01_.pdf
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partes, sino también respecto del tribunal fallador, a quien se le emplazaría a responder en 

relación con hechos o planteamientos que no tuvo ante sus ojos, y aún respecto del fallo 
mismo, que tendría que defenderse de armas para él hasta entonces ignoradas’: SC18500-

2017.   

2) Admitir argumentos nuevos en casación, hiere la lealtad procesal, en tanto se espera que 

en los grados jurisdiccionales se discutan las materias fácticas objeto de su ligio, sin que 

pueda aguardarse al final para izar tópicos con los que se pretende una resolución 

favorable”: SC1732-2019, SC2779-2020.   
3) En la materia bancaria impera un modelo particular de responsabilidad profesional del 

banco»: SC, 15 dic. 2006, rad. 2002-00025-01.   

4) Es por ello que, a la hora de juzgar el cumplimiento de sus obligaciones, se impone 

hacerlo con mayor rigurosidad respecto de cualquier otro comerciante común o de gestión 

ordinaria, toda vez que la entidad bancaria, como organización empresarial de actividad 
especializada, debe estar preparada para precaver, evitar o controlar el daño proveniente 

de su labor: SC1230-2018.   

5) Y lo mismo ocurre tratándose de cuentas de ahorro, porque en ellas el Banco “es 

responsable por el reembolso de sumas depositadas que haga a persona distinta del titular 

de la cuenta o de su mandatario” (art. 1398 C. Co.). Claro está, sin desconocer, en ninguno 

de los dos casos, que la responsabilidad de dicha institución financiera puede atenuarse, 
moderarse e incluso excluirse en virtud de culpa atribuible al titular de la cuenta»: SC, 15 

dic. 2006, rad. 2002-00025-01.   

6) Establecía el artículo 191 de la Ley 46 de 1923, que Todo Banco será responsable a un 

depositante por el pago que aquél haga de un cheque falso o cuya cantidad se haya 

aumentado, salvo que dicho depositante no notifique al banco, dentro de un año después 
de que se le devuelva el comprobante de tal pago, que el cheque así pagado era falso o que 

la cantidad de él se había aumentado”: SC18614-2016.   

7) De lo cual resulta que sí, aunque culposo, el hecho de determinado agente fue inocuo 

para la producción del accidente dañoso, el que no habría ocurrido si no hubiese 

intervenido el acto imprudente de otro, no se configura el fenómeno de la concurrencia de 

culpa, que para los efectos de la gradación cuantitativa de la indemnización consagra el 
artículo 2357 del Código Civil. En la hipótesis indicada solo es responsable, por tanto, la 

parte que, en últimas, tuvo oportunidad de evitar el daño y sin embargo no lo hizo’ (CLII, 

109 –Cas. 17 de abril de 1991): SC de 6 de may. de 1998, exp. 4972, SC1697-2019.   

8) La teoría del riesgo, según la cual al que lo crea se le tiene por responsable, mira 

principalmente a ciertas actividades por los peligros que implican, inevitablemente anexos 
a ellas y mira a la dificultad, que suele llegar a la imposibilidad, de levantar las respectivas 

probanzas los damnificados por los hechos ocurridos en razón o con motivo o con ocasión 

del ejercicio de esas actividades: SC, 14 mar. 1938, G. J. t. XLVI, pág. 215.  

9) Esta Corte tampoco ha aceptado, ni podría aceptar la teoría del riesgo porque no hay 

texto legal que la consagre ni jurisprudencialmente podría llegarse a ella desde luego que 

la interpretación del artículo 2356 del Código Civil se opondría a ello. Cuando la Corte ha 
hablado del riesgo en los fallos ya mencionados no lo ha entendido en el concepto que este 

vocablo tiene en el sentido de la responsabilidad objetiva, lo cual es claro y obvio si se 

considera que en tales fallos se ha partido de la doctrina de la presunción de culpabilidad, 
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que por lo ya dicho es opuesta y contraria a la del riesgo creado”. (G.J. número 1965 y. 

1966, To. L. a 439: SC, 19 ago. 1941, G.J. t. LII, pág. 188.   
10) Con ciertas variantes, estas dos posturas interpretativas subsisten en el escenario 

jurídico doméstico, al punto que aún hoy continúa debatiéndose al interior de la Sala si el 

artículo 2356 del Código Civil consagra un régimen objetivo de responsabilidad, o si, por el 

contrario, la culpa se mantiene como un elemento por considerar en esos casos, así la 

misma se presuma: SC, 22 feb. 1995, rad. 4345; SC, 24 ago. 2009, rad. 2001-01054-01; 

CSJ SC, 26 ago. 2010, rad. 2005-00611-01; SC002-2018 y SC2107-2018.   
11) La jurisprudencia de esta Sala entendió que dicho precepto deducía la responsabilidad 

del Banco bajo la teoría del riesgo creado (CSJ SC, 9 dic. 1936, G. J. T. XLIV, 405, reiterada 

en CSJ SC, 15 jul. 1938, G. J. T. XLVII, 68, y CSJ SC, 11 Mar. 1943, G. J. T. LV, 48) En el 

esquema de la mencionada formulación, se prescinde del análisis de la culpa como 

elemento para atribuir aquella y siendo una manifestación de responsabilidad objetiva, 
algunos consideran que se basa en la “inobservancia de normas de cautela, antes que en 

una valoración del actuar de la persona y de sus perfiles subjetivos” , de ahí que no se 

recurra a la culpabilidad como criterio de imputación: SC18614-2016.   

12) Riesgo profesional: el riesgo de los cheques falsificados fue impuesto por la ley a las 

entidades financieras, quienes, dado el volumen de transacciones que realizan, compensan 

las pérdidas que los cheques falsificados pueden causar, regla esta que, de acuerdo con las 
disposiciones recién aludidas, tiene como obvia excepción que la culpa de los hechos 

recaiga en el cuentacorrentista o en sus dependientes, factores o representantes: SC, 24 

oct. 1994, Rad. 4311.   

13) El régimen de responsabilidad de los Bancos por la defraudación con el uso de 

instrumentos espurios para disponer de los fondos depositados en cuentas, se ha fundado 
en vertientes de la teoría del riesgo: SC18614-2016.   

14) Supuestos como los antes mencionados suelen catalogarse como “culpa exclusiva de la 

víctima” o “compensación de culpas”, según el caso, pero realmente no están vinculados 

con el fenómeno de la culpabilidad, sino con la atribución causal:  SC2107-2018.   

15) Ante la ocurrencia de un daño, quien lo padece, en acatamiento de las premisas que se 

dejan reseñadas, debe procurar, de serle posible, esto es, sin colocarse en una situación 
que implique para sí nuevos riesgos o afectaciones, o sacrificios desproporcionados, 

desplegar las conductas que, siendo razonables, tiendan a que la intensidad del daño no 

se incremente o, incluso, a minimizar sus efectos perjudiciales, pues sólo de esta manera 

su comportamiento podría entenderse realizado de buena fe y le daría legitimación para 

reclamar la totalidad de la reparación del daño que haya padecido: SC 16 dic. 2010, rad. 
1989-00042-01.   

16) El error de hecho ocurre cuando se supone o pretermite la prueba, entendiéndose que 

incurrirá en la primera hipótesis el juzgador que halla un medio en verdad inexistente o 

distorsiona el que sí obra para darle un significado que no contiene, y en la segunda 

situación cuando ignora del todo su presencia o lo cercena en parte, para, en esta última 

eventualidad, asignarle una significación contraria o diversa: SC 21 feb. 2012, rad. 2004-
00649-01, SC131-2018.   

17)  Cualquier ensayo crítico sobre el ámbito probatorio que pueda hacer más o menos 

factible un nuevo análisis de los medios demostrativos apoyados en razonamientos lógicos, 
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no tiene virtualidad suficiente para aniquilar una sentencia si no va acompañado de la 

evidencia de equivocación por parte del sentenciador: SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-
01.   

18) La exclusión del control de casación de conceptos jurídicos de grado y mensura, como 

son los que integran la aplicación del artículo 2357 del Código Civil, tiene su razón de ser 

no tanto por el “margen de juicio” o discrecionalidad o soberanía del juez de instancia, sino, 

como lo ha dicho la doctrina española, por el empleo de “módulos relativos que suelen 

variar de un caso a otro”. De ahí que la Corte en las referencias jurisprudenciales atrás 
traídas a colación, sólo entienda válida esa intromisión cuando se descubre esa 

contraevidencia fáctica, porque ahí el modelo no parte de la discrecionalidad sino de la 

arbitrariedad. Pues bien, si no se verifica la contraevidencia, intangible queda el juicio 

prudente de la instancia y la soberanía del fallador en la propia apreciación de las pruebas»: 

SC, 21 feb. 2002, rad. 6063; SC, 18 dic. 2012, rad. 2004-00172-01. 
 

Fuente Doctrinal: 

VINEY, Genevieve. Tratado de Derecho Civil – Introducción a la responsabilidad. Ed. 

Universidad Externado de Colombia, Bogotá. 2007, p. 110).  JOSSERAND, Louis, Cours de 

Droit Civil Positif Français (t. II). Ed. Librairie du Recueil Sirey, Paris. 1939, pp. 413 y ss.   

DÍEZ-PICAZO, Luis. Derecho de Daños, Madrid: Civitas, 1999»  (referencia propia del texto 
citado).   

TRIGO REPRESAS, Félix A. y LÓPEZ MESA, Marcelo J. Tratado de la responsabilidad civil. 

Tomo IV. Buenos Aires: La Ley. 2004, p. 931.  ESSER, Josef. Grundlagen und Entwicklungs 
der Gefährdungshaftung Beiträge zur Reform des Haftpflichtsrechts und zu seiner 
Wiedereinordnung in die Gedanken des allgemeinen Privatrechts. Ed. Beck, Múnich. 1941, 

p. 69.   

ALPA, Guido. Los principios de la responsabilidad civil. Ed. Temis, Bogotá. 2018, pp. 133-
134.   

DEMOGUE, René. Traité des Obligations en Général (Tome V). Ed. Librairie Arthur Rousseau 

et Cie., Paris. 1923, pp. 538-545.   

CALABRESI, Guido. Some Thoughts on Risk Distribution and the Law of Torts. The Yale 

Law Journal, Vol. 70. 1961, 499-553 (El texto completo del artículo puede consultarse en 

la página web https: digitalcommons.law.yale.edu cgi 
viewcontent.cgi?article=3035&context=fss_papers.     

SOLER-PRESAS, Ana. El deber de mitigar el daño. Anuario de derecho Civil, T. XLVIII, 

Madrid. 1995, p. 962).   

MC KENDRICK, Ewan. Contract Law: Text, Cases, & Materials. Oxford University Press, 

Oxford. 2009, pp. 901-903. 

 

ASUNTO: 
La demandante solicitó que se declare al BBVA civilmente responsable por el 

incumplimiento del «contrato de prestación de servicios bancarios», y que, 

consecuencialmente, se le condene a restituirle una suma de dinero, a título de daño 

emergente, además de «los intereses de mora a la tasa más alta permitida por la ley, desde 
el 17 de octubre de 1997, hasta la fecha en que efectivamente se produzca el pago de la 

https://digitalcommons.law.yale.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=3035&context=fss_papers
https://digitalcommons.law.yale.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=3035&context=fss_papers
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obligación indemnizatoria», por concepto de lucro cesante. BBVA llamó en garantía a la Caja 

Agraria, con el propósito de que le reembolsara las sumas que tuviera que pagar «como 
resultado de una eventual condena en este proceso». Para sustentar esta súplica, alegó que 

la apropiación ilícita se materializó sirviéndose de una cuenta corriente de esa entidad, y 
con la coordinación de uno de sus directivos (el señor Reyes Del Valle). El a quo acogió las 

pretensiones, y declaró a BBVA «civilmente responsable por el incumplimiento del contrato 
de prestación de servicios bancarios (…) por el fraudulento pago de las órdenes de 
transferencia 608 y 613 emitidas el 8 de octubre de 1997». También condenó al banco a 

pagar $1.080.000.000, indexados a la fecha de la providencia, junto con «los intereses 
liquidados desde el pago fraudulento, 17 de octubre de 1997, hasta el día del pago, a la tasa 
máxima establecida, certificada por la Superintendencia Financiera». Por último, dispuso 

que la llamada en garantía debía «concurrir con la parte demandada al pago de la 
indemnización a la cual fue condenada, por ser responsable del pago fraudulento de las 
órdenes 608 y 613». El ad quem modificó lo resuelto, para precisar que: (i) no debía 

reconocerse indexación sobre el daño emergente, tasado en $1.080.000.000; (ii) la condena 

a título de lucro cesante –$6.275.812.085– es equivalente a «los intereses moratorios 
liquidados desde el 17 de octubre de 1997, hasta el 13 de noviembre de 2018»; y (iii) la 

llamada en garantía asumirá solamente el 30% de la reparación, monto que debía de 

reembolsar a la convocada. La Corte estudió los cargos de se formularon en el recurso de 

casación: 1) violación directa de los artículos 64, 1613, 1614, 1616 inc. 2º, 1617, 2341, 2343, 
2344 y 2357 del Código Civil y del artículo 293 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 
violación que viene de la aplicación indebida del artículo 884 del Código de Comercio a una 
entidad que se encuentra en Liquidación», 2) trasgresión indirecta, como consecuencia de 

errores de hecho, cometidos en la apreciación de las pruebas que demostrarían la «culpa 
de la víctima»; 3) violación indirecta como resultado de errores de hecho, en la apreciación 

de las pruebas que acreditan la mayor incidencia en el daño que tuvo la conducta de la 
llamada en garantía. La Sala Civil no casa la sentencia. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-028-2006-00466-01 

PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL     
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5176-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 18/12/2020 
DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC5185-2020 

 

LESIÓN ENORME- de compraventa de inmueble, que se funda en la “garantía de las 
obligaciones dinerarias”. Excepción próspera de dación en pago. Acreditación de la dación 
en pago por confesión en interrogatorio de parte. Los preceptos de la lesión enorme -

instituida como figura excepcional y sancionatoria para cierto tipo de convenios- no se 

pueden prestar por extensión a otros actos o contratos, como lo es la dación en pago. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/01/SC5185-2020-2016-00214-01_1.pdf
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Integración por analogía legis a partir del artículo 8º de la Ley 153 de 1887. Nulidad 

absoluta de contrato de compraventa, que da origen al pago que se formula en los alegatos 

de conclusión para que sea declarada de oficio. Efectos procesales y probatorios de la 
declaración de parte.  

 
“Según la acusación, la admisión del hecho, como algo «innegable», es «insuficiente» para convertir al 
demandante en deudor y hacer del monto de la deuda el precio de la cosa. Supuso, por tanto, la prueba 
de la voluntad de la dación en pago. La deuda, dice, «apenas jugaría como indicio». Fuera de esto, el 
juzgador fracturó, cercenó y distorsionó la integridad del interrogatorio. Allí se explicó con amplitud toda 
la operación de crédito. Confrontado lo anterior, salta de bulto que el error de facto no se configura. La 
existencia de la confesión se acepta. Si el Tribunal se refirió en plural a las «respuestas» del 
demandante, debe seguirse que fueron apreciadas en su totalidad. Y la insuficiencia del medio para 
demostrar un hecho no es una cuestión de materialidad u objetividad de la prueba, sino de eficacia 
jurídica. Lo mismo debe decirse en el eventual caso de haberse apreciado de la declaración de parte 
solo lo desfavorable y separado o dividido las aclaraciones y explicaciones del hecho confesado. 

 
3.6.9. Frente a lo discurrido, la violación directa de la ley sustancial no pudo tener ocurrencia.3.6.9.1. 
La simulación relativa, fundada en un negocio de garantía, y la lesión enorme, el demandante 
recurrente la enarboló alrededor de una compraventa. Desaparecido dicho contrato, pues en su lugar 
afloró una dación en pago como hecho enervante, la pretensión subsidiaria de aquel mismo contrato, 
ante su inexistencia, no podía medrar. Las normas al respecto denunciadas, por tanto, no aplicaban. 
3.6.9.2. Con todo, los preceptos de la lesión enorme, instituida como figura excepcional y sancionatoria 
para cierto tipo de convenios, no se podían prestar por extensión a otros actos o contratos. Por ejemplo, 
de la compraventa a la dación en pago. Y para su remisión se requería de norma expresa, sin que para 
esa precisa situación se contemple. 

 
Fuente Formal: 
Artículo 1627 CC.   

Artículo 2º ley 50 de 1936.   

Artículos 97, 372 CGP.   

Artículo 8º ley 153 de 1887. 

 
Fuente Jurispruencial: 

1)  Tradicionalmente la doctrina de la Corte viene afirmando que el poder excepcional que 

al fallador le concede la ley para declarar de oficio la nulidad absoluta, no es irrestricto, 

panorámico o ilimitado, sino que, por el contrario se encuentra condicionado a la 

concurrencia de las tres circunstancias: G.J. CLXV, SC 10 de octubre de 1995, expediente 

4541.   
2) Cuando la causal de nulidad se construye al margen del acto o contrato, o sea mediante 

el auxilio de otras pruebas, su prosperidad procesal pende de la alegación de la parte 

interesada, bien para que el juez se pronuncie expresamente en la sentencia sobre la 

anomalía, con todas las consecuencias que le son propias, siempre que en el proceso sean 

parte quienes lo fueron en el acto o contrato, ora para que en caso contrario sólo dé cabida 

a la declaración de la excepción como lo expone el inciso final del artículo 306 del Código 
de Procedimiento Civil: SC 11 de marzo de 2004 (radicado 7582), SC 11 de julio de 2011 

(expediente 01180) y SC13 de junio de 2011 (expediente 00209).   
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3) Dación en pago: inicialmente se asimiló a una verdadera compraventa: SC 16 de 

septiembre de 1909 (GJ. XIX, 198) y SC 27 de mayo de 1926 (GJ. XXXII-331), luego, se 

señaló que se trataba de una «modalidad de pago»: SC 24 de marzo de 1943 (LV-247). 
Posteriormente, se entendió que era una «novación» objetiva: SC 12 de mayo de 1944 (GJ. 

LVII-368), años más tarde, se indicó que si bien no había venta, se le parecía y se le aplicaba 

por «analogía»: SC 31 de mayo de 1961 (GJ. XCV-928), doctrina reiterada en SC 9 de julio 

de 1971 (CXXXIX, 56). Acorde con la «doctrina contemporánea», empezó a «estructurar una 

figura autónoma cuyo efecto es el de extinguir la obligación sin dar nacimiento a una nueva» 

y a «exigir una regulación legal expresa y clara»: SC 070 de 18 de mayo de 1993 (expediente 
774207). Finalmente se concluyó que la dación en pago (datio in solutum) es un mecanismo 

autónomo e independiente enderezado a extinguir las obligaciones SC 2 de febrero de 2001 

(expediente 5670), SC 6 de julio de 2007 (expediente 00058) y SC 1º de diciembre de 2008 

(radicado 00015).    

4) La analogía legis como especie de integración preceptiva exige las siguientes condiciones: 

a) Que no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido; b) Que la especie legislada 
sea semejante a la especie carente de norma, y c) Que exista la misma razón para aplicar a 

la última el precepto estatuido respecto de la primera: Ubi eadem legis ratio ibi eadem legis 
dispositio: SC 30 de enero de 1962.   

5) La doctrina constitucional es otra modalidad de suficiencia del ordenamiento. Conlleva, 

para solucionar un caso particular, a falta de ley que lo gobierne, aplicar en forma directa 

las disposiciones de la Carta Política. Se requiere, con ese propósito, cual se ha explicado, 

que las situaciones específicas sean «subsumibles en ellas». Todo, en el «sentido», «alcance» 

y «pertinencia» «fijados por quien haga sus veces de intérprete autorizado de la Constitución»: 
Corte Constitucional. Sentencia C-083 de 1º de marzo de 1995, mediante la cual se declaró 

exequible el artículo 8º de la Ley 153 de 1887.   

6) Las reglas generales del derecho, entendidas también como principios, igualmente son 

mecanismos que contribuyen a aplicar en forma completa la legislación: SC 7 de octubre 

de 2009, expediente 00164. 
 

Fuente Doctrinal: 

VALENCIA ZEA, Arturo. Derecho civil. Tomo I. Parte general y personas. Bogotá, Temis, 

1981, pág. 186. 

 

ASUNTO: 
El demandante solicitó declarar simulada relativamente la compraventa de un inmueble 

situado en Fusagasugá,  en subsidio la rescisión por lesión enorme. Se informa que el 

negocio impugnado se encuentra contenido en la escritura pública y fue convenido por los 

herederos del causante John Raúl Sabogal Castillo. Para cuidar, mantener y mejorar los 

haberes de la sucesión realizaron inversiones. Ante diferencias presentadas, la demandada 
intentó desistir de seguir efectuándolas aduciendo que no serían reconocidas. El 

demandante, en garantía de pago de tales emolumentos, ofreció escriturar a la convocada 

el predio involucrado. Así se aceptó y se hizo. No hubo, por tanto, compraventa. La 

demandada fue autorizada para negociar bienes de la herencia. En uso del mandato 

prometió enajenar, un activo por $4.565’000.000. En el documento se convino que ella se 
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abonaría $400’000.000 de los $800’000.000 reconocidos por «gastos, mejoras y créditos 
cedidos a su favor y a cargo de la sucesión». Significa lo anterior que el motivo de la 

simulación desapareció. Los valores invertidos para mejorar, cuidar y mantener los bienes 
de la herencia fueron restituidos. El precio estipulado, $43’300.000, era muy inferior a 

$350’000.000, valor real del predio. La demandada resistió las pretensiones. Adujo que el 

fundo lo recibió en dación en pago de una deuda a favor y en contra de su hermano, el 

precursor, por $98’000.000. A su vez, asumió un gravamen hipotecario, cuya cuantía podía 

llegar a $240’000.000. El a quo negó la pretensión de simulación. Encontró que el bien 

había sido entregado en dación en pago. En su lugar, rescindió la compraventa por lesión 
enorme. El ad quem modificó las decisiones al resolver la alzada de la demandada y la 

apelación adhesiva del extremo actor, en tanto negó la nulidad absoluta y la «simulación 
relativa (garantía de las obligaciones dinerarias), declaró próspera la excepción de «dación 
en pago» y desestimó la lesión enorme.  En casación se formularon como cargos: 1) violación 

indirecta, como consecuencia de la comisión de errores de hecho al apreciarse las pruebas 

que demostraban la ausencia de precio en el contrato de compraventa; 2) error de hecho al 

dejar de apreciar las pruebas que acreditaban la simulación relativa y 3) infracción directa 
de los artículos 1946, 1947 y 1948 del Código Civil, en torno a la procedencia de la lesión 

enorme de la dación en pago, negada por el Tribunal. La Sala Civil no casa. Con aclaración 

de voto.  

 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 

NÚMERO DE PROCESO:                                           : 11001-31-03-001-2016-00214-01 

PROCEDENCIA    : LUIS TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL  
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC5185-2020 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 18/12/2020 
DECISIÓN    : LUIS NO CASA. Con aclaración de voto. 

 

 

SC3581-2020 

RESCISIÓN POR LESIÓN ENORME DE COMPRAVENTA–Se profiere sentencia anticipada, 
estando pendiente la definición del recurso de reposición frente al auto inadmisorio de la 

demanda. Nulidad procesal por pretermisión integra de instancia. Artículo 140 numeral 3º 

CPC. Omisión de la totalidad de los actos procesales comprendidos. Ataque intrascendente 

en casación. 
 
“A pesar de que el juzgador de primer grado desatendió el deber de requerir de antemano que se 
aportaran «los documentos omitidos», como correspondía, de todas maneras el gestor fue consciente de 
su falencia, por lo que era insuficiente admitirlo si lo indicado era satisfacer dicha carga sin esperar un 
nuevo plazo de gracia en virtud de una inadmisión que carece de sustento, puesto que los caminos a 
tomar eran el fracaso de la reposición contra el inadmisorio por no ser el medio idóneo para atacarlo o, 
como garantía procesal para los litigantes, adecuarla al curso de las excepciones previas y declararla 
probada, por la ausencia de los anexos imprescindibles para dar comienzo al pleito. 

 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2020/10/SC3581-2020-2011-00218-01_1.pdf
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Incluso de haber allegado los soportes indispensables para acreditar la titularidad del derecho invocado 
por el accionante eso solo hubiera dado lugar a tener por subsanadas las deficiencias, sin que se 
profiriera un nuevo admisorio ni mucho menos incidiera en los efectos de inoperancia de la caducidad 
del artículo 90 del estatuto procesal civil, que es en lo que radica la trascendencia del ataque.” 

 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP.  
Artículo 368 numeral 5o CPC.  

Artículo 140 numeral 3º CPC.  

Artículos 90, 97, 99, 349 CPC. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

SC12024-2015. 
SC4960-2015 

 

ASUNTO: 

Melecio Navarrete Garzón pidió declarar la lesión enorme en la venta de una cuota del 

33.33% del predio la Arboleda en Girardot, que le hizo Rita Delia Garzón de Navarrete a los 
demandados Emiro Arturo Romero Segura y Jaime Alfredo Ramírez León, por lo que deben 

pagar el justo precio «a los herederos» de la enajenante o rescindirse el contrato, con el 

«reconocimiento y pago de todas las prestaciones incitas», como son la «restitución del 
inmueble» y los «frutos naturales y civiles a favor de la masa herencial constituida por el 
matrimonio de los señores Rita Delia Garzón de Navarrete y Melecio Navarrete Grazón, 
padre», por ser poseedores de mala fe. La negociación cuestionada fue artificiosa puesto 

que el «predio en mención lo vendió por treinta cinco millones de pesos, pero su valor real es 
de la suma tres cientos millones de pesos(sic). Los convocados se opusieron y excepcionaron 

«prescripción», «falta de legitimación en la causa por activa para instaurar la acción», «falta 
de legitimación en la causa por pasiva», «carencia de fundamento sustancial de la acción 
impetrada y buena fe del comprador-demandado» y «pago del justo precio». Por separado 

formularon la excepción previa de «prescripción». El a quo, en sentencia anticipada, «declaró 
fundada la excepción previa (…) atinente a la caducidad de la acción» y negó las 

pretensiones, en vista de que se configuró dicha figura, aunque los contradictores alegaran 

la «prescripción de la acción». El ad quem confirmó la determinación. El demandante 

recurrió en casación y plantea un solo cargo por la causal quinta del artículo 368 del CPC. 
Denuncia la incursión en la causal tercera de nulidad del artículo 140 por pretermisión 

íntegra de la instancia. Hace consistir la irregularidad en que al tenor del artículo 331 del 

CPC el auto admisorio en el presente asunto no se encuentra en firme puesto que está por 

definir el medio de contradicción propuesto desde el 8 de marzo de 2013, en concordancia 

con el 120 ibídem, razón por la cual «no ha empezado siquiera a correr el término de traslado 
para que el demandado recurrente conteste la demanda y formule excepciones previas», por 

lo que «no se podían resolver las excepciones propuestas». La Sala Civil no casa la sentencia 
por no encontrarse acreditada la causal que se formuló por el recurrente. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-037-2011-00218-01 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
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NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3581-2020 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 28/09/2020 

DECISIÓN    : NO CASA  

 

 

SC008-2021 

 

CONTRATO DE CORRETAJE-Consignación para arrendamiento. Ausencia de la prueba 
del nexo causal entre la promoción y el arrendamiento ajustado. Deber de evidenciar una 

relación de causa a efecto entre su oficio y el vínculo jurídico concertado. Ni el artículo 1340 

como tampoco el inciso 2º del 1341 del Código de Comercio contienen una presunción legal 

que permita deducir la conexión entre la labor de intermediación y el negocio concluido por 

las personas a quienes el corredor relacionó con ese fin. Es el corredor quien debe probar, 
por cualquiera de los medios de convicción -artículo 165 CGP- el éxito de su gestión, pues 

sin ello no adquiere el derecho a ser gratificado por su actividad de promoción. 

 
“Fluye, entonces, que, salvo pacto en contrario, el corredor queda habilitado para reclamar el premio 
cuando los contactados materializan el acto por él gestionado. Es por eso que debe demostrar que este 
se dio gracias a su intermediación, pues solo así habrá certeza de que esa labor fue efectiva; para lo 
cual es preciso que haya identidad entre el acto promocionado y el realizado por los aproximados, lo 
que significa que debe evidenciarse una relación de causa a efecto entre su oficio y el vínculo jurídico 
concertado por los relacionados. 
 
Desde esa perspectiva, en el plano estrictamente jurídico, el raciocinio del tribunal no fue equivocado 
porque acompasa con las normas que disciplinan el corretaje en el ordenamiento patrio y, salvo pacto 
en contrario, sujetan el nacimiento y la exigibilidad de la comisión del corredor a que su labor haya sido 
la que indujo el negocio hecho por aquellos a quienes relacionó con ese específico propósito; de donde 

se deduce que no es cualquier acercamiento el que genera esa prestación, sino uno que sea, en verdad, 
efectivo, en cuanto a que haya sido el puente que llevó a los interesados a efectuar el acto promocionado. 
Es que el simple ofrecimiento y los actos subsiguientes realizados por la mediadora, como dar 
información adicional al receptor de la oferta, enseñar el inmueble brindado, etc., son insuficientes para 
inferir conexidad entre su gestión y el contrato estipulado por los contactados; siempre debe demostrar 
que éste fue causa de aquélla, pues solo así hará actuar las normas que consagran el derecho a la 
comisión derivada de su mediación, según lo exteriorizó el fallador.” 

 
Fuente Formal: 

Artículos 1340, 1341, 1343 a 1353 Ccio. 

Artículos 164, 166, 167 CGP. 

Artículo 66 CC.     

Artículo 349 inciso final y 365 CGP. 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) En cuanto hace a su tipología, en la legislación patria, el corretaje, entre otras 

características, es contrato con tipicidad legal por su disciplina legis; bilateral o de 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/01/11001-31-03-019-2016-00293-01_SC008-2021.pdf
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prestaciones correlativas al generar obligaciones para ambas partes contratantes; oneroso 

y conmutativo; principal porque su existencia no pende de otro u otros negocios, tampoco 
del finalmente celebrado por las partes acercadas del cual es un tipo diverso, autónomo e 

independiente; en principio, paritario o de libre discusión; consensual o de forma libre, y 

aun cuando prepara, facilita o propicia la celebración de otro negocio, no es contrato 

preliminar o preparatorio por no crear para el corredor, ni el encargante, prestación de 

hacer o de celebrar un negocio, sino buscar, aproximar y contactar interesados en su 

celebración: SC 14 sep. 2011, rad. 2005-00366-01.  
2) Los corredores son aquellas personas que, por virtud del conocimiento del mercado, y 

con él la idoneidad y el grado de calificación que éste otorga, tienen como rol profesional y 

funcional, amén de típico, la intermediación que se ha venido explicando, sin vinculación 

con ninguna de las partes del futuro contrato, ya por trabajo, ora por mandato o 

representación, puesto que son independientes, y los de seguros, constituidos como 
empresa con ese objeto social. Con todo, vinculaciones como el mandato pueden surgir una 

vez celebrado el contrato de seguro, por cuanto la limitación legal se ubica en la etapa 

previa al citado perfeccionamiento: SC 8 ago. 2000, rad. 5383.    

3) Dicho comisionista  adquiere el derecho a ser retribuido por su labor si se dan los 

siguientes requisitos: a) que el comitente haya solicitado o aceptado los servicios del 

intermediario para efectuar determinado negocio; b) que el corredor haya efectuado 
gestiones idóneas para el logro del encargo; c) que como consecuencia de las gestiones 

efectuadas por el corredor, se haya concluido el negocio con el comitente con el tercero, 

salvo revocación abusiva del encargo: SC 13 de abril de 1955, LXXX, 13.   

4) No toda intermediación supone una retribución para el corredor. A la luz del inciso 2º 

del artículo 1341 del Código de Comercio, aquél ‘tendrá derecho a su remuneración en 
todos los casos en que se ha celebrado el negocio en que intervenga’. Entonces, es menester 

que exista una relación directa, o si se quiere, un nexo causal, entre la gestión del corredor 

y la feliz celebración del negocio, al punto que se pueda decir que, si no hubiera sido por 

esa actividad, las partes no habrían contratado’: SC 9 feb. 2011, rad. 2001-00900-01.    

5) En el corretaje, la labor del intermediario se agota con el simple hecho material de acercar 

a los interesados en la negociación, sin ningún requisito adicional. Y el corredor adquiere 
el derecho a la remuneración cuando los terceros concluyen el contrato y entre éste y el 

acercamiento propiciado por el corredor, existe una relación necesaria de causa a efecto: 

SC17005-2014.   

6) Tratándose de presunciones legales propiamente dichas, relativas o “iuris tantum”, en 

procura de evitar lamentables confusiones respecto del modo cómo funciona el mecanismo 
probatorio que en ellas va envuelto, forzoso es distinguir con rigurosa precisión entre los 

hechos base en que la presunción se asienta y aquellos que se deducen al aplicarla por 

obra de un raciocinio del cual es autor el legislador directamente y cuya exactitud no tiene 

que demostrar quien en su favor la invoca: SC. 16 feb. 1994, exp. 4109, reiterada en 

SC11335-2015. 

7) Ni el artículo 1340 como tampoco el inciso 2º del 1341 del Ccio. contienen una 

presunción legal que permita deducir la conexión entre la labor de intermediación y el 

negocio concluido por las personas a quienes el corredor relacionó con ese fin. 
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Fuente Doctrinal: 

MESSINEO Francesco. Manual de Derecho Civil y Comercial. Tomo VI. Relaciones 
Obligatorias Singulares. Ediciones Jurídicas Europa- América. Buenos Aires. 1955, pág. 

70.  VIVANTE, Cesar. Tratado de Derecho Mercantil. 1ª Edición. Volumen Primero. El 

Comerciante. Editorial Reus. Madrid., 1932, pág. 285.  DEVIS Echandía, Hernando. 

Compendio de Derecho Procesal. Tomo II. Pruebas Judiciales. 6ª Edición. Editorial ABC 

Bogotá. 1979, pág. 511.    MURCIA Ballén, Humberto. Recurso de Casación Civil. Sexta 

Edición. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibañéz, Bogotá Tomo II. Editorial Temis. Bogotá. 
2005, pág. 461. 

 

ASUNTO: 

La demandante pidió declarar que la demandada es civilmente responsable por incumplir 

el contrato de consignación para arrendamiento suscrito el 8 de febrero de 2008 y, como 
consecuencia, condenarla a pagarle una suma de dinero, por la comisión pactada, junto 

con los intereses de plazo y mora causados sobre esa cantidad. El a quo negó las súplicas. 

El ad quem, confirmó la decisión. En el recurso de casación se plantean tres cargos por las 

dos primeras causales del artículo 336 del CGP: 1) por vía directa de los artículos 1494, 

1495, 1496, 1546, 1602, 1603, 1604, 1613, 1614, 1615 y 1617 del Código Civil; 822, 824 

y 870 del Código de Comercio, por falta de aplicación; 1262, 1340, 1341, 1342 y 1343 de 
este último compendio, por interpretación errónea; 2) error de hecho en la valoración 

probatoria y 3) error de derecho, al desconocer los artículos 166 y 167 del CGP, que se 

despacharon en el orden propuesto. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

NÚMERO DE PROCESO  : 11001-31-03-019-2016-00293-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC008-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : CASACIÓN 
FECHA     : 25/01/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

SC205-2021 

 

CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA-Prestaciones mutuas derivadas del decreto 

oficioso de la nulidad contractual. Omisión de la condena al pago de frutos. Violación indirecta 
del 1746 del Código Civil, como consecuencia de error de derecho ante la falta de aplicación 

del 307 del Código de Procedimiento Civil y por la indebida utilización del 361. Deber de 

decretar de oficio las pruebas necesarias para concertar la condena al pago de frutos, 

omitida por el sentenciador de primera instancia debido a la carencia de medios de 

convicción. Recepción en la Corte-en el trámite del recurso de casación- de copia de auto 
mediante el cual se admite solicitud de restitución o formalización de tierras, respecto al 

bien objeto de litigio. Se dispone la suspensión de la actuación y su remisión al juzgado 

especializado para su acumulación, una vez se casa el fallo y actuando en sede de segunda 

instancia. Artículo 95 ley 1448 de 2011. 

 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/not/civil21/edictos/021SC205-2021.pdf
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“6. Ahora bien, el incumplimiento de ese deber legal no aparece justificado, pues su acatamiento no 
dependía del comportamiento desplegado por las partes respecto de la actividad probatoria cumplida 
en primera instancia, ni de que ellas hubiesen solicitado la práctica de pruebas en segunda. De 
conformidad con el ya transcrito artículo 307 del estatuto procesal civil, el decreto oficioso de pruebas 
es obligatorio por el sólo hecho de que en el proceso no militen las necesarias para imponer en concreto 
las condenas a que se refiere el precepto, entre ellas, la atinente a los frutos. Nada más, pero tampoco 
nada menos, que eso. De suyo, entonces, que la circunstancia de que las pruebas decretadas en primera 
instancia no se hubieren materializado por descuido o negligencia de las partes, no era un factor 
atendible para decidir sobre la aplicación del artículo 307 ibídem. Tampoco que el interesado en una 
determinada condena, hubiese omitido solicitar en segunda instancia la práctica de las pruebas 
correspondientes para su concreción. 7. Se colige, en definitiva, que doble fue el error de derecho 
cometido por el Tribunal. De un lado, no aplicó el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, en tanto 
que se abstuvo de decretar pruebas de oficio que le permitieran concretar la condena al pago de frutos; 
y, de otro, hizo actuar indebidamente el artículo 361 de la misma obra, con el propósito de justificar esa 

omisión.  
 
Es claro que la suspensión no podía darse estando pendiente el recurso de casación porque la 
jurisdicción de tierras no podía resolver este recurso extraordinario, pero una vez dictada la sentencia 
por la Sala Civil, y habiendo salido avante el recurso, el proceso queda de nuevo en segunda instancia, 
caso en el cual la Corte queda investida como Tribunal de apelación, y en este punto, es pertinente tener 
en cuenta la comunicación del juez de tierras y en consecuencia proceder a suspender la actuación y 
remitir el proceso para que se acumule ante esa jurisdicción como lo prevén los artículos 86, literal c. y 
95 de la ley 1448 de 2011, porque ya como Tribunal de instancia debe observar el texto legal y por esa 
razón no le es posible continuar conociendo del proceso para dictar la sentencia sustitutiva, que en caso 
de ser necesaria para los fines de la ley especial será dictada luego de la acumulación.”  
 

Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 
Artículo 361 CPC. 

Artículo 133, numeral 5º CGP. 

Artículos 86 literal c. y 95 ley 1448 de 2011. 

 

Fuente Jurisprudencial: 
1) Ese poder del juez, caracterizado como se encuentra, según se ha dicho, de un razonable 

grado de discrecionalidad, se trueca, en algunas hipótesis claramente definidas en el 

aludido estatuto, en un verdadero deber, despojado, por consiguiente, de aquél cariz 

potestativo, manifestándose, entonces, como una exigencia que el juzgador, como director 

del proceso, debe satisfacer; se trata, entonces, de específicos eventos en los cuales la ley 

impone la práctica de una determinada prueba en ciertos procesos, en cuyo caso, incumbe 
al juzgador cerciorarse de la realización de la misma, como acontece, por ejemplo, con las 

pruebas ordenadas por el artículo 407 y 415 del Código de Procedimiento Civil, entre otras, 

o el artículo 7º de la ley 75 de 1968; o la realización de cierta actividad complementaria de 

la de las partes, como acontece, v. gr., con lo previsto en el artículo 256 ejusdem. En los 

supuestos de esta especie, la actividad oficiosa del juzgador no depende de su prudente y 

razonable juicio, sino que ella debe desplegarse por requerimiento legal, de manera que su 
incumplimiento genera la inobservancia de un deber de conducta que pesa sobre él: SC del 

7 de noviembre de 2000, Rad. n.° 5606. 
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2) Dado el carácter instrumental del artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, ‘esto 

es, de regla orientadora de la actividad procesal del juez’ (SC 25 de febrero de 2005, exp. 
7232), la inobservancia del deber consagrado en el precepto, ‘podrá estructurar un error de 

derecho (SC 12 de septiembre de 1994, expediente 4293)’ (SC 13 de abril de 2005, Exp. No. 

1998-0056-02, reiterada en SC 29 de noviembre de 2005, exp. No. 01592-01) (cas. civ. 

sentencia de 12 de diciembre de 2006, [SC-174-2006], expediente 11001-31-03-035-1998-

00853-01) denunciable ‘a través de la vía del recurso extraordinario de casación apoyado 

en la causal primera, por la transgresión de normas de disciplina probatoria que conducen 
fatalmente a la violación de preceptos sustanciales, obviamente en el entendido de que se 

reúnan los demás requisitos de procedibilidad, y la preterición de tales medios de 

convicción tenga trascendencia para modificar la decisión adoptada’ (SC 15 de julio de 

2008, [SC-069-2008], exp.2003-00689-01): SC 28 de mayo de 2009, Rad. n. ° 2001-00177-

01. 
3) También, como lo ha señalado la jurisprudencia, cuando con posterioridad a la 

presentación de la demanda sobreviene un hecho que altera o extingue la pretensión inicial 

y ese hecho es demostrado con una prueba idónea que no ha sido legal y oportunamente 

incorporada al proceso: SC 12 Sep 1994. Rad. 4293). 

4) Pero, además, debe hacer uso de tal prerrogativa cuando existen elementos de juicio 

suficientes que indican con gran probabilidad la existencia de un hecho que reviste especial 
trascendencia para la decisión, de suerte que solo falte completar las pruebas que lo 

insinúan: SC 11337 del 27 de agosto de 2015, Rad. n.° 2004-00059-01.  

 

RECURSO DE CASACIÓN-en proceso respecto al cual se ordena la acumulación a trámite de 

solicitud de restitución o formalización de tierras. Si la Corte cumplió la primera fase y casó 
la sentencia impugnada en casación, para la segunda fase, a fin de dictar la sentencia 

sustitutiva o ejecutar el iudicium rescissorium, debía haber solicitado por la propia autoridad 

de la Constitución y como juez de cierre, los juicios existentes ante el Juez de Tierras, para 

fijar las líneas y pautas del modo como aquél debía proceder frente a los eventuales derechos 

de las víctimas, de los terceros y de los legítimos propietarios. Aclaración de voto Magistrado 

Luis Armando Tolosa Villabona 
 
“La propia naturaleza del recurso de casación implicaba, por la importancia del tema dictar una 
sentencia estructural e interpretativa de la Ley de Tierras. Explico: el juicio casacional, como en general, 

los que se ocupan de las decisiones tocantes con los recursos extraordinarios, transitan por dos etapas o 
fases, el primer referente a una de carácter negativo, conocida como iudicium rescindes; la otra concerniente 
a una fase de carácter positivo conocida como iudicium rescissorium.” 

 

RECURSO DE CASACIÓN- en proceso respecto al cual se ordena la acumulación a trámite 

de solicitud de restitución o formalización de tierras. La Sala no podía fallar la casación de 

espaldas al proceso de restitución de tierras, sino que, en su lugar, debió propender por la 

acumulación procesal legislativamente establecida y asumir competencia para desatar 

todas las controversias relacionadas con el predio. Mecanismos para unificación 
jurisprudencial en el proceso de restitución. Pérdida de competencia por acumulación de 

procesos. Consolidación de procesos. Salvedad de voto Magistrado Aroldo Wilson Quiroz 

Monsalvo. 
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“Además, tal determinación aparejará que el juez de tierras, por ser un inferior funcional de la Sala, no 
podrá desatender lo dicho en casación, lo que puede construir una talanquera a la resolución jurídica 
del despojo; una tesis contraria, trasluciría que la decisión de casación se torna una mera formalidad, 
por ser susceptible de ser desatendida en el marco del trámite restitutorio. La paradoja así evidenciada 
se queda sin ninguna resolución. Se agrega que, la remisión del expediente a la justicia especializada 
antes del proferimiento el fallo de alzada, constituye en un completo olvido de su papel como órgano de 
cierre, pues de haberlo hecho habría asumido la competencia de todo el litigio, ordenando que el 
expediente acumulado se remitiera con el fin de salvaguardar su competencia privativa en temas 
casacionales, a partir de lo cual podría emitir decisiones con fines de unificación.”  

 

Fuente Formal: 

Artículos 234, 235 numeral 1º CPo. 
Artículo 1º ley 975 de 2005. 

Artículo Transitorio 66 Acto legislativo n.° 01 de 2012. 

Artículos 8º, 79, 92, 95 ley 1448 de 2001. 

Artículos 30 numeral 1º, 144 ordinal 5º CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 
1) La justicia transicional se define como «el conjunto de políticas, medidas judiciales y/o 

administrativas, asociadas con los intentos de resolver los problemas derivados de las 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario y de las violaciones masivas de derechos 

humanos, originadas en el conflicto armado interno: AC3799-2015. 

2) La justicia transicional es una institución jurídica a través de la cual se pretende integrar 
diversos esfuerzos que aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias de 

violaciones masivas y abusos generalizados o sistemáticos en materia de derechos 

humanos, sufridos en un conflicto, hacia una etapa constructiva de paz, respeto, 

reconciliación y consolidación de la democracia, situaciones de excepción frente a lo que 

resultaría de la aplicación de las instituciones penales corrientes: C-280/13. 

3) El Estado está obligado a investigar toda situación en la que se hayan violado los 
derechos humanos protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos]. Si 

el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, 

en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha 

incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su 

jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos 
actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la 

Convención: Corte Interamericana de Derechos Humanos, 29 jul. 1988, Caso Velásquez 

Rodríguez Vs. Honduras. 

4) Con este objetivo se previeron instrumentos de ayuda, atención, asistencia y reparación, 

para «(i) responder a la violencia generalizada y, por ende, asegurar el derecho a la paz; (ii) 

garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no 
repetición de los hechos violentos; (iii) fortalecer al Estado de derecho y a la democracia; y 

(iv) promover la reconciliación social: Corte Constitucional: Corte Constitucional C-007/18. 

5) Las víctimas de desplazamiento forzado merecen un especial esfuerzo y atención de parte 

del Estado, como compensación frente a la inaceptable y peligrosa situación de restricción 
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de derechos a la que se ven expuestos cuando el desplazamiento interno resulta ser la única 

opción de protección viable frente a la incapacidad de las autoridades para garantizar 
oportunamente aquellos: Corte Constitucional C-280/13. 

6) Es principio fundante de la acción prevista en la Ley 1448 de 2011, garantizar la eficacia 

del derecho a la reparación a las víctimas, para lo cual se dispuso de un procedimiento 

diferenciado, característica esencial de la justicia transicional: STC9666-2019, 

disposiciones «adicionales a las previamente contenidas en los principales códigos y en 

otras leyes de carácter ordinario… que en razón a este carácter especial se superponen y 
se aplicarán de manera preferente, o según el caso adicional, al contenido de esas normas 

ordinarias durante su vigencia, que de manera expresa se previó temporal: Corte 

Constitucional C-280/13. 

7) se trata de un «procedimiento diferenciado y con efectos sustantivos no asimilables a la 
legislación ordinaria»:  STC315-2020, cuya hermenéutica va más allá de los cánones 

usuales, al reclamar el elemento sociológico para «estimular al juzgador» con el fin de 

«evaluar los medios demostrativos en el contexto de la pugna por el acceso y explotación de 
la propiedad rural en Colombia»: STC5005-2020. 

8) Su propósito, dicho en breve, es deshacer el despojo y abandono de las tierras padecida 

por los desplazados, retornarlos a los predios que detentaban con anterioridad a la 

situación de violencia, o subsidiariamente permitir una restitución por equivalencia o 

mediante compensación: SC339-2019. 

9) La Corte Constitucional ha puntualizado los siguientes principios como esenciales al 
trámite de restitución de tierras:  (i) el reconocimiento de la restitución jurídica y material 

como medida preferente de reparación integral; (ii) el derecho a la restitución opera 

independientemente de que se haga o no el efectivo el retorno de las víctimas; (iii) las 

medidas previstas buscan alcanzar de manera progresiva el restablecimiento del proyecto 

de vida de las víctimas; (iv) las víctimas tienen derecho a un retorno o reubicación voluntaria 
en condiciones de sostenibilidad, seguridad y dignidad; (v) las medidas de previstas en la 

ley buscan garantizar la seguridad jurídica de la restitución y el esclarecimiento de la 

situación de los predios objeto de restitución; (vi) las medidas adoptadas deben adoptarse 

en un marco de prevención del desplazamiento forzado, de protección a la vida e integridad 

de los reclamantes y de protección jurídica y física de las propiedades y posesiones de las 

personas desplazadas; (vii) se debe garantizar la participación plena de las víctimas; y (viii) 
se garantiza la prevalencia del derecho a la restitución de las tierras despojadas o 

abandonadas de manera forzada a las víctimas que tengan un vínculo especial 

constitucionalmente protegido y a quienes sean los más vulnerables: C-099/13. 

10) En el aspecto procesal también se previeron unos instrumentos especiales, a saber: (i) 

la «inversión de la carga de la prueba, dando preferencia a los intereses de las víctimas por 
encima de otro tipo de sujetos»; (ii) «obligación de probar la buena fe exenta de culpa a los 

terceros opositores, al punto de valerse de un régimen extenso y severo de presunciones de 

despojo, a favor del solicitante en relación con los inmuebles inscritos en el registro de 

tierras despojadas»: STC315, 30 en. 2020; (iii) «[l]as nociones sobre las cuales se ha hecho 

girar toda la teoría de la onus probandi, entendida como la conducta procesal que debe 

asumir un sujeto para conseguir el éxito de sus pretensiones, cambia notablemente en 
estos asuntos, toda vez que es al demandado u opositor en quien radica la obligación, bien 
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de desestimar la condición de víctima del demandante, o de acreditar su buena fe exenta 

de culpa para recibir una compensación»: (SC681-2020; y (iv) el trámite célere como 
garantía del «interés, superior al concreto de las víctimas y al de los opositores -de que se 

resuelva su derecho de contradicción-, que pertenece a aquéllas, tanto en su órbita 

individual como colectiva, al Estado, a la sociedad y a la comunidad internacional», de allí 

que «el proceso mismo permita de manera expedita la búsqueda de la verdad, la justicia y 

la reparación de las víctimas del conflicto armado interno, así como la realización de la 

garantía de no repetición de los crímenes atroces»: AC3799-2015.  
11) La brevedad, entonces, es «una medida necesaria para proteger a las víctimas del 

empleo de artimañas jurídicas y del abuso del derecho para perpetuar el despojo jurídico 

de los predios. Tal finalidad es legítima e importante y tiene en cuenta los derechos de las 

víctimas»: Corte Constitucional C-099/13. 

12) Los fallos desestimatorios de primera instancia sólo admiten consulta ante las salas 
especializadas del tribunal, en defensa del ordenamiento jurídico y la defensa de los 

derechos y garantías de los despojados (artículo 79 de la ley 1448); mientras que las 

decisiones de los tribunales únicamente pueden cuestionarse vía revisión ante la Sala de 

Casación Civil de la Corte (artículo 92 ibidem), cuyo contenido está circunscrito a 

cuestiones procesales y dentro del estricto marco de competencias de ese instrumento 

extraordinario:  SC681-2020. 
13) La Sala doctrinó que «con el fin de garantizar los principios de celeridad y economía 

procesal en la administración de justicia, [es pertinente] aplicar las normas que regulan la 

‘acumulación de procesos’, estatuidas precisamente como uno de los mecanismos para 

alcanzar dicho propósito»: AC1021-2014); en otras palabras, «el legislador propende, a toda 

costa, salvar el principio de economía, fundamento, precisamente, del instituto de la 

acumulación de procesos, entre otros»: SC, 22 nov. 2010, rad. n.° 2000-00115-01.  
14) Una vez opere la consolidación, el juez de la restitución deberá emitir una «decisión 

jurídica y material con criterios de integralidad, seguridad jurídica y unificación» (idem), en 

la cual tendrá que resolver los problemas jurídicos que, conforme a criterios de «necesidad, 

impostergabilidad, procedencia y conveniencia», sean indispensables para resolver los 

conflictos relacionados con la tenencia de la tierra: Corte Constitucional T364/17. 
15) Acumulación que «en principio no requiere de una solicitud en ese sentido», sino que 

debe ordenarse de forma oficiosa, y deberá ejecutarse en «el término que el juez de 

restitución disponga para remitir las diligencias que venían conociendo relativas al mismo 

predio, situación que aplicaría para el caso de procesos o actuaciones que se encontraban 

ya surtiendo por otras autoridades»; Corte Constitucional T-119/19. 

16) En virtud del factor funcional en estricto sentido, que es el que aquí interesa, el 
legislador toma en cuenta la diversa índole de las funciones que deben cumplir los jueces 

que intervienen en las distintas instancias de un mismo proceso (competencia por grados), 

de modo que habrá jueces de primera y de segunda instancia; pero se sabe además que el 

Código de Procedimiento Civil colombiano aplica el factor funcional según la clase de 

función que el juez desempeña en un proceso, distinta del grado, y así por ejemplo tiene la 
Corte competencia funcional para conocer del recurso de casación o de revisión : SC 26 

Jun 2003, Rad. 7258), AC2727-2018. 
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Fuente Doctrinal: 

Florencio Hubeñak, La revolución del 404 en Atenas en el contexto de la crisis de 
decadencia de la polis, En Memorias de historia antigua, ISSN 0210-2943, n.° 8, 1987, p. 

101. 

Organización de las Naciones Unidas, El Estado de derecho y la justicia de transición en 

las sociedades que sufren o han sufrido conflictos, Nueva York, 2004, p. 5, 6. 

Teitel Ruti G., Justicia Transicional, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2017, 

p. 536. 

documento Conpes 3057 de 1999: Departamento Nacional de Planeación, 10 nov. 1999, 

p. 4. 

Registro Único de Víctimas: consultado el 19 de septiembre de 2020. Disponible en el sitio 

web https://www.unidadvictimas.gov.co/es/registro-unico-de-victimas-ruv/37394. 

Exposición de motivos de la ley 1448 de 2001. 

Hernando Morales Molina, Curso de derecho procesal civil, Ed. ABC, 1991, p. 50. 
Hernando Morales Molina, Curso de Derecho Procesal Civil, A-B-C, Bogotá, 1991, p 49. 

Víctor Fairén Guillén, Teoría general de derecho procesal civil, UNAM, México, 2006, p. 254. 

Michele Taruffo, El vértice ambiguo, Palestra, Lima, 2006, p. 261. 

 

ASUNTO: 

El demandante solicitó declarar que el demandado incumplió el contrato de promesa de 

compraventa que los dos celebraron, pero sólo en cuanto hace al “predio denominado ‘La 
Manada’; disponer su “resolución”; ordenar a aquél restituir a éste dicho bien; y condenarlo a 

pagarle “los intereses moratorios liquidados a la máxima tasa legal permitida”, que estimó en 

la suma de $1.566.697.856.20, junto con la corrección monetaria y las costas de proceso. En 

subsidio, se pidió condenar al convocado a pagarle la cláusula penal pactada en cuantía de 

$698.130. 800.oo y los “perjuicios morales” que sufrió, “equivalentes a 1.000 gramos oro”. 
Estando el señor GUSTAVO ADOLFO ARANGO DUQUE privado de la posesión real de los 

inmuebles y del derecho a percibir los frutos civiles y naturales desde diciembre de dos mil 

cuatro (2004), suscribió y protocolizó un contrato de compraventa y tradición del predio 

HACIENDA SAN CIPRIANO a la sociedad INTERGRANJAS S.A. tal y como indicó RODRIGO A. 

ZAPATA SIERRA que se hiciera”. A partir del 13 de julio de 2005, el comprador pagó las sumas 

relacionadas en el hecho 21 del libelo, por concepto de intereses, para un total de $830.126. 
585.oo, adeudando, por tal rubro, al 30 de octubre de 2009, la cantidad de 

$1.566.697.856.20. El a quo declaró la “nulidad absoluta” del contrato de promesa base de la 

acción y del otrosí que lo adicionó. Le ordenó al demandante restituirle al demandado, dentro 

de los 15 días siguientes a la ejecutoria del fallo, so pena de pagar intereses civiles al 6% anual, 

una suma de dinero, ya indexada a febrero de 2013; y al segundo entregarle al primero, en el 
mismo término, la hacienda “La Manada”. Por lo demás, dispuso informarle lo decidido al Juez 

Primero Civil el Circuito de Medellín para los fines de la medida cautelar que decretó. El ad 
quem confirmó la decisión. El recurso de casación contiene dos cargos, ambos por la causal 

primera de casación, mediante los cuales se denunció, por igual, la violación del artículo 1746 

del Código Civil, habida cuenta que, en desarrollo de las prestaciones mutuas derivadas de la 

nulidad contractual que decretó, no condenó al pago de frutos, con la diferencia de que tal 

quebranto se planteó, en la censura inicial, por la vía directa y, en la otra, por la indirecta, 

https://www.unidadvictimas.gov.co/es/registro-unico-de-victimas-ruv/37394
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como consecuencia de error de derecho consistente en la falta de aplicación del 307 del Código 

de Procedimiento Civil y en la indebida utilización del 361 de la misma obra. La Sala Civil 
casa la sentencia impugnada y ordena la suspensión de la actuación previo a dictar la 

sentencia sustitutiva. 
 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

NÚMERO DE PROCESO     : 05001-31-03-005-2009-00832-01 
PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC205-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 08/02/2021 

DECISIÓN    : CASA y ORDENA LA SUSPENSION DE LA ACTUACIÓN. Con aclaración y 

salvedad de voto. 

 

 

SC282-2021 

 

CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE EMBARCACIONES- Para el transporte de 

materiales y maquinaria para el diseño y construcción de obras para el control de 
inundaciones y erosión en el Municipio. Incumplimiento por culpa de los dependientes: 

pérdida por hundimiento en poder del arrendatario. Responsabilidad solidaria de los daños 

derivados del naufragio a integrante de consorcio. Demostración del daño y la 

cuantificación del lucro cesante futuro, ante culpa contractual. Nulidad procesal: omisión 

de decreto oficioso de pruebas para calcular el lucro cesante, a partir de la vida útil de la 
embarcación siniestrada. Derrotero jurisprudencial respecto al decreto oficioso de medios 

de prueba. Artículo 140 numeral 6º CPC. En materia de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual, las reglas de la carga de prueba imponen al demandante, salvo 

excepciones legales o convencionales, o de una eventual flexibilización, demostrar los 

elementos constitutivos de la misma -hecho, factor de atribución, daño y nexo causal-  

laborío que no puede ser sustituido por el fallador a través de pruebas oficiosas, pues se 
convertiría en un juez-parte. La facultad-deber de decretar pruebas de oficio a la luz del 

artículo 307 sólo tiene cabida cuando el juzgador, a pesar de estar demostrado el daño, no 

emprendió actividad alguna para fijar su intensidad a pesar de que la parte lo intentara 

diligentemente; diferente a los casos en que falta la prueba del daño, pues esta carga 

procesal se encuentra prima facie en cabeza del petente.  

 
“El dolo, entonces, se constituye en un elemento de agravación del débito resarcitorio para el contratante 
que quebrantó intencionalmente sus prestaciones, como mecanismo para disuadir, y de ser el caso reprimir, 
la separación consciente del proyecto contractual, en salvaguardia de la máxima del pacta sunt servanda 
o fuerza obligatoria de los contratos, reconocida en el artículo 1602 del mismo estatuto.  
 
En verdad, el sentenciador se dolió de cualquier mecanismo que sirviera para comprobar la alta 
probabilidad de percibimiento de las utilidades reclamadas, tales como las ganancias que el navío produjo 
en el entretanto de la patente de navegación mayor y el convenio objeto de litigio, las ofertas realizadas o 
recibidas para la explotación de la embarcación con posterioridad al perfeccionamiento del  arrendamiento, 

https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/novejuri/civil/SC282-2021.pdf
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las tratativas que adelantó el demandante para rentar el vehículo después de vencido el término de 
ejecución del contrato celebrado con el consorcio, o cualquier hecho indicador de que el barco normalmente 
produciría frutos.”  

 
LUCRO CESANTE FUTURO- Demostración del daño y la cuantificación en incumplimiento 

contractual por culpa de dependientes del arrendatario de embarcación. Responsabilidad 
de los perjuicios, el dolo y la culpa del deudor en la interpretación del artículo 1616 del Código 

Civil. El dolo se constituye en un elemento de agravación del débito resarcitorio para el 

contratante que quebrantó intencionalmente sus prestaciones. Ausencia de comprobación de 

la «alta probabilidad objetiva de que llegare a obtenerse, en el supuesto de no haber tenido 

ocurrencia el suceso dañino, y que no puede confundirse con el mero sueño de obtener una 
utilidad, que no es indemnizable, por corresponder a un daño hipotético o eventual, para lo 

cual se requiere prueba concluyente en orden a acreditar la verdadera entidad de los mismos 

y su extensión cuantitativa. Prohibición de doble reparación. Deber de mitigación del daño 

propio. Si bien hay conexión entre el daño y su intensidad, no por ello se confunden. El 

daño y su previsibilidad. Reiteración de la subregla de que el quantum indemnizatorio debe 

disminuirse en los eventos en que la víctima haya creado un escenario favorable a la 
ocurrencia del daño o su propagación. 

 

CULPA CONTRACTUAL- Como el incumplimiento se deriva de un actuar culposo de los 

dependientes, las mismas únicamente deben responder por las utilidades o ganancias que 

fueran previsibles.  

 
Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 37 numeral 4°, 177. 179 CPC 

Articulo 140 numeral 6º CPC. 

Artículo 307 CPC. 
Artículo 374 CPC. 

Artículos 1602, 1613, 1616, 1641 CC. 

Artículo 1° ley 95 de 1890. 

Artículos 136 y 138 decreto 2689 de 1988, subrogados por los artículos 50 y 51 ley 1242 

de 2008. 

Articulo 2003 CC. 
Artículo 16 ley 446 de 1998. 

Artículo 375 CPC. 

Articulo 392 numeral CPC. 

Artículo 393 numeral 3° CPC. 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) La pretensión de racionalidad de la decisión judicial a través del descubrimiento de la 

verdad y la materialización de la justicia está incorporada en el principio constitucional de 

la prevalencia de la ley sustancial sobre los ritos (art. 228 C.P.). El aludido principio fue 

consagrado en el estatuto adjetivo, al expresar que ‘el objeto de los procedimientos es la 
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efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial’ (art. 4º C.P.C.; art. 11 C.G.P): 

SC9193-2017. 
2) El decreto oficioso de pruebas, según lo ha reiterado esta Corporación, es una potestad 

otorgada por el Estado al administrador de justicia con el fin de que, desde la posición 

imparcial que tiene en el juicio, acerque ‘la verdad procesal a la real’, y, por tal camino, 

‘profiera decisiones acordes con la legalidad, la justicia y la verdad’: SC. 7. nov. 2000 Exp. 

5606, SC8456-2016. 

3) Derrotero jurisprudencial respecto al decreto oficioso de medios de prueba: SC1656-
2018, reiterada en SC1899-2019. 

4) la omisión en el decreto de pruebas de oficio constituirá un error de juzgamiento «cuando 

existiendo motivos serios para que acuda a las facultades conferidas por los artículos 179 

y 180 del estatuto procesal no lo hace, lo que ocurre, por ejemplo, cuando se requieren para 

‘impedir el proferimiento de fallos inhibitorios y para evitar nulidades’ y en el evento de ser 
‘necesarias en la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes’, 

sin que ello conlleve suplir las cargas desatendidas por éstas y que le son propias»: SC8456-

2016, reiterada SC5676-2018.  

5) Es menester que la prueba que pretenda recaudarse oficiosamente aparezca «físicamente 

en el proceso, aunque de manera irregular, ya a través de otros elementos de juicio o de 

cualquier otro acto procesal de las partes que las mencionen, cual acaece con la declaración 
de terceros»: SC1656-2018; como cuando «el respectivo medio de prueba obra de hecho en 

el expediente, pero el sentenciador pretexta que no es el caso considerado por razones que 

atañen, por ejemplo, a la aducción o incorporación de pruebas»: SC, 12 sep. 1994, exp. n.° 

4293, reiterada SC8456-2016 y SC2758-2018. 

6) La nulidad consagrada en la causal sexta del artículo 140 del Código de Procedimiento 

Civil, por omitirse los términos u oportunidades para pedir o decretar pruebas -norma 

protectora del debido proceso, del cumplimiento de la carga probatoria, a la par que del 

derecho de defensa y contradicción-, es hoy asimismo procedente cuando se omiten 

aquéllas que el legislador ha previsto como necesarias y en consecuencia le ha asignado al 

juzgador el deber de decretarlas: SC, 11 dic. 2012, rad. n.° 2007-00046-01, SC, 28 may. 

2009, rad. n.° 2001-00177-01; SC10880, 18 ag. 2015, rad. n.° 2007-00082-01; SC211-

2017 y SC2758-2018. 

7) La atribución para decretar pruebas de oficio no es ilimitada o absoluta, ni puede servir 

de pábulo para suplir la falta de diligencia de las partes, pues ‘de otra forma, se desdibujaría 

el equilibrio judicial que gobierna a los litigios y que impone respetar las cargas probatorias 

procesales que la normatividad vigente ha reservado para cada uno de los sujetos que 

intervienen en esa relación procesal: SC 23 de agosto de 2012, Exp. 2006 00712 01)’:  

SC10291-2017, reitera SC, 3 oct. 2013, rad. n.° 2000-00896-01. 

8) De allí que deba rehusarse la condena cuando falte la prueba del daño, bajo el entendido 

que su demostración corresponde a la parte: SC2758-2018. 

9) El artículo 307 del CPC estableció que, «cuando el juez considere que no existe prueba 

suficiente para la condena en concreto, decretará de oficio, por una vez, las pruebas que 

estime necesarias para tal fin» (negrilla fuera de texto), lo que se traduce en que, para «la 
condena al pago de frutos, intereses, mejoras, perjuicios u otra cosa semejante, por 
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cantidad y valor determinados», existe «el deber legal de decretar ex officio las probanzas 

respectivas»: SC, 28 may. 2009, rad. n.° 2001-00177-01. 

10) Desde luego que demostrada la lesión como tal, la falta de la prueba de la intensidad 
para efectos de la cuantificación reparatoria, debe ser suplida por el juzgado de primera o 

segunda instancia, cumpliendo con el deber de decretar pruebas de oficio, de acuerdo con 

lo preceptuado para tal efecto por los incisos 1º y 2º del art. 307 del C. de P. Civil, so pena 

de incurrir en ‘falta sancionable conforme al régimen disciplinario’, pues dicho texto legal 

vedó como principio general, las condenas en abstracto o in genere: SC del 9 de agosto de 
1999, Rad. n.° 4897, SC16690-2016. 

11) La vida útil realmente trasluce «la vida remanente del bien»: SC22056-2017. 

12) Los cargos en casación, en otros requisitos, sean formulados con la exposición de los 

fundamentos de cada acusación, en forma clara y precisa. Sobre la precisión, esta Sala ha 

decantado que «tiene un doble contenido. Primero, el embiste debe dirigirse adecuadamente 

hacia los argumentos que soportan la decisión de segunda instancia; segundo, debe 
controvertir en su integridad las bases en que se soporta el fallo censurado, de suerte que 

ninguna de ellas quede desprovista de cuestionamiento: SC1916-2018. 

13) El ataque en su conjunto no puede salir victorioso, en tanto el veredicto cuestionado 

seguirá apoyado en los razonamientos que, por no ser cuestionados, estarán guarnecidos 

de una especie de presunción de acierto y legalidad, producto de dos instancias, tanto en 

el tratamiento de las pruebas como de la normatividad aplicable al caso: SC5686-2018. 
14) Cuando las «inferencias del juzgador no fueron eficazmente refutadas por el recurrente, 

la sentencia permanece afianzada en esos raciocinios», por existir «insuficiencia de las 

acusaciones de la censura: SC, 24 sep. 2003, exp. n.° 6896; y posteriormente reiteró que 

«por la finalidad de la casación, el promotor tiene la carga de derruir todos los cimientos de 

la sentencia de segundo grado, de suerte que se quede sin el andamiaje requerido para su 
soporte, imponiéndose su anulación. En caso contrario la resolución se apoyará en los 

estribos no discutidos y conservará su vigor jurídico, siendo inocuo el estudio del escrito 

de sustentación: SC15211-2017. 

15) El daño es una modificación de la realidad que consiste en el desmejoramiento o pérdida 

de las condiciones en las que se hallaba una persona o cosa por la acción de las fuerzas de la 

naturaleza o del hombre. Pero desde el punto de vista jurídico, significa la vulneración de un 
interés tutelado por el ordenamiento legal, a consecuencia de una acción u omisión humana, 

que repercute en una lesión a bienes como el patrimonio o la integridad personal, y frente al 

cual se impone una reacción a manera de reparación o, al menos, de satisfacción o consuelo 

cuando no es posible conseguir la desaparición del agravio:» (CSJ, SC10297, 5 ag. 2014, rad. 

n.° 2003-00660-01; reiterada SC2758, 16 jul. 2018, rad. n.° 1999-00227-01). 
16) El daño es «es ‘todo detrimento, menoscabo o deterioro, que afecta bienes o intereses 

lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con su esfera espiritual o afectiva, o con 

los bienes de su personalidad’: SC16690-2016. 

17) Para que el daño sea susceptible de ser reparado se requiere que sea «‘directo y cierto’ y 

no meramente ‘eventual o hipotético’, esto es, que se presente como consecuencia de la ‘culpa’ 

y que aparezca ‘real y efectivamente causado’:  Sentencias de 26 de enero de 1967 CXIX, 11-
16 y 10 de mayo de 1997, SC, 27 mar. 2003, exp. n.° C-6879; asimismo, debe afectar un 

interés protegido por el orden jurídico: SC13925-2016. 
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18) Los perjuicios directos se clasifican y nuestra ley no es ajena a esa clasificación, en 

previstos e imprevistos, constituyendo los primeros aquellos que se previeron o pudieron 
ser previstos al tiempo de celebrarse el contrato, y los segundos, aquellos que las partes no 

han previsto o no han podido prever en ese mismo momento. De los primeros sólo es 

responsable el deudor cuando no se le puede imputar dolo en el incumplimiento por su 

parte de las obligaciones, y de estos y de los segundos, es decir, tanto de los previstos como 

de los imprevistos, es responsable el deudor cuando hay dolo de su parte SC, 29 oct. 1945, 

G.J. t. LIX, pág. 748. 
19) Dicho resarcimiento, tratándose de los perjuicios previsibles, o de ambos, cuando hay 

dolo, comprende los perjuicios generados por la mora en la satisfacción de las obligaciones 

y, en general, abarca todos aquellos consecuenciales al incumplimiento, dado que el 

propósito es reparar el daño causado, bien atendiendo la prestación en la forma 

inicialmente pactada, o sustituyendo el objeto de la misma por una suma de dinero: 
SC2142-2019. 

20) En tanto el elemento futuro elimina la certidumbre que es propia de otros demérito, de allí 

que «el requisito mencionado se concrete en que el perjuicio sea altamente probable, o sea, 

cuando es posible concluir, válidamente, que verosímilmente acaecerá, hipótesis en la cual 

cualquier elucubración ha de tener como punto de partida una situación concreta, tangible, 

que debe estar presente al momento de surgir la lesión del interés jurídicamente tutelado» 
SC3951-2018. 

21) El resarcimiento del daño, en su modalidad de lucro cesante y más aún, tratándose del 

calificado como «futuro», se reitera, resulta viable en cuanto el expediente registre prueba 

concluyente y demostrativa de la verdadera entidad y extensión cuantitativa del mismo. En 

caso contrario, se impone ‘rechazar por principio conclusiones dudosas o contingentes 
acerca de las ganancias que se dejaron de obtener apoyadas tales conclusiones en simples 

esperanzas, expresadas estas en ilusorios cálculos que no pasan de ser especulación 

teórica, y no en probabilidades objetivas demostradas con el rigor debido’ SC 11575-2015 

y SC15996-2016. 

22) Comprobación de la «alta probabilidad objetiva de que llegare a obtenerse, en el supuesto 

de no haber tenido ocurrencia el suceso dañino, y que, por lo mismo, no puede confundirse 
con el mero sueño de obtener una utilidad, que no es indemnizable, por corresponder a un 

daño hipotético o eventual»: SC5516-2016, para lo cual se requería «prueba concluyente en 

orden a acreditar la verdadera entidad de los mismos y su extensión cuantitativa»: SC16690-

2016. 

23) Será imprevisible «aquello ‘[q]ue no se puede prever’, y prever, a su turno, es ‘[v]er con 
anticipación’ (Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española), por manera que 

aplicando este criterio sería menester afirmar que es imprevisible, ciertamente, el 

acontecimiento que no sea viable contemplar de antemano, o sea previamente a su gestación 

material (contemplación ex ante)»: SC, 27 feb. 2009, rad. n.° 2001-00013-01. 

 24) Depreciación, esto es, la «[d]isminución del valor o precio de algo, ya con relación al que 

antes tenía, ya comparándolo con otras cosas de su clase», que se establece en función a la 
porción de vida útil por el tiempo de uso, lo que arrojará «la vida remanente del bien»: 

SC22056-2017. 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                          Contratos civiles y comerciales 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                           Algunos estudios contemporáneos  

117 

25) Que al afectado por daños en su persona o en sus bienes, se le restituya en su integridad 

o lo más cerca posible al estado anterior, y por eso, acreditada la responsabilidad civil, el juez 
‘tendrá que cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar 

en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, 

si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma adecuada de resarcir el 

perjuicio»: SC, 18 dic. 2012, rad. n.° 2004-00172-01, reiterada en SC22036-2017. 

26) La prohibición de doble indemnización es una aplicación concreta de esta directriz, la cual 

repele cualquier ventaja que la víctima obtenga del hecho dañoso, diferente al restablecimiento 
del statu quo: «La indemnización del daño patrimonial tiene como fin remediar el detrimento 

económico sufrido por la víctima, por lo que una condena excesiva puede ser fuente de riqueza 

o ganancia injustificada»: SC10297-2014. 

27) La jurisprudencia fijó como norte que, si ya se satisfizo la obligación del deudor, no es 

procedente la acumulación de indemnizaciones para lograr una nueva reparación:  SC, 5 dic. 
1983), salvo en los casos en que los resarcimientos tengan su fuente en una causa jurídica 

distinta: SC, 22 oct. 1998, exp. n.° 4866. 

28) la Corte fijó como subregla que el quantum indemnizatorio debe disminuirse en los eventos 

en que la víctima haya creado un escenario favorable a la ocurrencia del daño o su 

propagación: «[el] demandante con sus omisiones creó un escenario altamente propicio para 

la generación del resultado que afectó su patrimonio, es decir generó un evidente estado de 
riesgo que vino a ser agravado por la conducta omisiva de la demandada, habrá de reducirse 

la condena en contra de la parte demandada»: SC, 3 ag. 2004, exp. n.° 7447; en el mismo 

sentido SC, 6 ab. 2001, exp. n.° 6690. 

29) Una actitud contraria, como es lógico entenderlo, al quebrantar el principio que se 

comenta, tendría que ser calificada como “una postura incorrecta, desleal, desprovista de 

probidad y transparencia, que descono[ce] al otro [e] ignor[a] su particular situación, o sus 

legítimos intereses, o que est[á] dirigida a la obtención de un beneficio impropio o indebido”: 

la cual, por consiguiente, es merecedora de desaprobación por parte del ordenamiento y no 

de protección o salvaguarda: SC, 16 dic. 2010, rad. n.° 1989-00042-01. 

30) Puntualícese que el deber de mitigación o atenuación, connatural al principio de 

reparación integral, propende porque la víctima tome las medidas que estén a su alcance 

para evitar que las consecuencias del daño aumenten o no se detengan; esto es, el lesionado 

tiene la carga de adoptar los correctivos razonables y proporcionadas que reduzcan las 
pérdidas, o impidan su agravación, ya que no hacerlo puede acarrearle la disminución de 

la indemnización reclamada: SC512-2018. 

 

Fuente Doctrinal: 

Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Depalma, Buenos Aires, 
1958, p. 188 y 189. 

Adriano de Cupis, El Daño. Teoría General de la Responsabilidad Civil, Bosch, Barcelona, 

1975, pp. 797 y 798. 

María Luisa Palazón Garrido, La Indemnización de Daños y Perjuicios derivados del 

Incumplimiento del Contrato. En Sixto Sánchez Lorenzo, Derecho Contractual Comparado, 

Thomson Reuters, 2ª Ed., España, 2013, p. 1608. 
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Luis Diez-Picazo, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Las Relaciones Obligatorias, 

Volumen Segundo, Civitas, Madrid, 1996, p. 612. 
Marcelo Planiol y Jorge Ripert, Tratado Práctico de Derecho Civil Francés, Las Obligaciones, 

Tomo VII, Parte Primera, Cultural S.A., 1946, p. 173. 

Fernando Vélez, Derecho Civil Colombiano, Tomo VI, Imprenta Paris América, p. 247. 

Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado, Principios Unidroit sobre los 
Contratos Comerciales Internacionales, Roma, 2010, p. 291. 

Diccionario de la Lengua Española, https://dle.rae.es/?id=CFz1U2T. 

Guido Alpa, Nuevo Tratado de la Responsabilidad Civil, Jurista Editores, Lima, 2006, p. 
797. 

Henry, León y Jean Mazeaud, Lecciones de Derecho Civil, La Responsabilidad Civil, Los 
Cuasicontratos, Paret Segunda, Volumen II, Ed. Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 

1969, p. 63. 

Marcelo López Mesa, Presupuestos de la Responsabilidad Civil, Astrea, Buenos Aires, 2013, 

p. 112. 

De La Puenta y Lavalle, Manuel, La fuerza de la buena fe. En Alterini, Atilio Aníbal y otros, 

Contratación contemporánea, teoría general y principios, Tomo I, Perú y Bogotá, Ed. Palestra 
y Temis, 2000, pp. 276 y 277. 

Nicolás Negri, Responsabilidad Civil Contractual, Astrea, Buenos Aires, 2017, p. 107. 

 

PRUEBAS DE OFICIO-No se comparte los alcances amplificadores de la facultad-deber del 

juez de decretar pruebas de oficio, que subyacen en la argumentación con la que se 

despachó el tercer cargo de casación, porque no armoniza del todo con el precedente de 
esta Corporación, que impone a quien acude a un proceso judicial el deber de presentar al 

juez de la causa no solo su versión de los hechos, sino también –por vía general– los 

elementos probatorios tendientes a demostrar el fundamento de sus aspiraciones o 

defensas, debiendo soportar consecuencias adversas en caso de no hacerlo. Aclaración de 

voto Magistrado Luis Alonso Rico Puerta 

 

Fuente Formal: 

Artículo 177 CPC, hoy 167 CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) No se trata, pues, de que el juez tome la bandera de una de las partes, ni que dirija su 

esfuerzo a construir la que desde su personal perspectiva debe ser la respuesta para el 

caso, sino que su iniciativa debe contribuir a dar forma a una hipótesis que muestra 

algunas trazas en el expediente y que, siendo coherente, atendible y fundada, aparece 
apoyada por los medios de convicción a su alcance y se ajusta plausiblemente a una 

solución que acompase con el ideal de justicia. Solo en esas circunstancias, miradas desde 

luego bajo el trasluz de cada caso particular, podría increparse al juez por no 

comprometerse con el decreto de pruebas oficiosas, evento en el cual, como ha dicho la 

Corte desde hace tiempo ya, incurriría en error de derecho por desconocer el contenido del 

artículo 180 del C. de P. C.»: SC, 23 nov. 2010, rad. 2002-00692-01. 

https://dle.rae.es/?id=CFz1U2T
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2) Hay eventos en los cuales la actitud pasiva, de la parte sobre quien pesa la 

responsabilidad de demostrar determinado supuesto de hecho, es la generadora del 
fracaso, bien de las pretensiones o de las defensas o excepciones, por haber inobservado 

su compromiso al interior de la tramitación y en las oportunidades previstas por el 

legislador, particularmente en aquellos asuntos en los que la controversia versa sobre 

derechos disponibles»: SC5327-2018. 

 

PRUEBAS DE OFICIO-No está hecha para remediar la incuria de los litigantes, sino que, 

por fuera de las hipótesis en que es forzosa, solo puede ser empleada por el iudex para 

completar la información faltante cuando la labor desplegada por aquellos, en coherencia 

con sus condiciones y posibilidades reales de afrontar el pleito, no haya permitido obtener 

la verdad necesaria para zanjar la Litis. Aclaración de voto Magistrado Octavio Augusto 

Tejeiro Duque. 

Fuente Jurisprudencial: 

1) Cuando a pesar de la actividad probatoria promovida o gestionada por las partes, el 

sentenciador encuentra que no ha logrado recaudar la información necesaria o 

jurídicamente relevante para emitir su veredicto, en lo posible ajustado a la verdad real y a 

la justicia material, según se expondrá más adelante, el ordenamiento jurídico lo ha 
facultado –y al tiempo, compelido- para procurar esclarecer esos pasajes de penumbra, 

mediante el decreto oficioso de medios de persuasión, los cuales conjuntamente evaluados 

con los demás recaudados, permitirán determinar la verosimilitud de los hechos debatidos 

o la confirmación de los argumentos planteados, pues el juez como director del proceso, 

debe propender por la solución del litigio, fundado en el establecimiento de la verdad, la 
efectividad de los derechos reconocidos por la norma de fondo, la prevalencia del derecho 

sustancial y la observancia del debido proceso: SC7824-2016. 

 

ASUNTO: 

El demandante pidió que se declare que: (i) entre él y el Consorcio Emergencia Puerto Niño 

se celebró un contrato de arrendamiento sobre las embarcaciones San Roque y Patricia; (ii) 

esta última se perdió por hundimiento en poder del arrendatario; y (iii) Castro Tcherassi 
S.A. es solidariamente responsable de los daños derivados del naufragio, en su calidad de 

integrante del consorcio. Como sustento se afirmó que el demandante suscribió una oferta 

mercantil para el transporte de materiales y maquinaria dirigida al Consorcio Emergencia 
Puerto Nariño    -conformado por las sociedades Castro Tcherassi S.A. e Inversiones Osorio 

González Ltda.-, que en su ejecución se transformó en un arrendamiento de las 

embarcaciones Patricia y San Roque, como se infiere del hecho de que el consorcio, con 

pleno conocimiento de su situación técnica, «las tenía en su poder y disponía su utilización 
en cuanto a tiempo, destino, peso, calidad de materiales, personal, etc., obligado únicamente 
a pagar cada quince días o mes o fracción de mes, por su uso y goce». Para la operación de 

las barcazas, recomendó a dos (2) empleados de experiencia, que fueron contratados por la 

arrendataria, quienes no estaban al frente de las mismas para la fecha en que ocurrió el 

hundimiento. La impericia y negligencia de los operadores el naufragio del barco Patricia, 

no aseguraron la carga en debida forma, sino que la dejaron «en mitad del río amarrada 
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mediante una guaya a una potala lo que era insuficiente. De otra parte, los operadores 
hicieron caso omiso a las advertencias del capitán del remolcador ‘El Tamarindo’, quien 
vislumbro (sic) el peligro al ver el lugar en donde los operadores lo habían fondeado». El navío 
estaba en buen funcionamiento y prestaba sus servicios en condiciones normales hasta la 

inmersión, sin que la arrendataria hubiera informado de defectos o daños que condujeran 

a su retiro para reparación, tales como filtraciones de agua. El a quo declaró probadas las 

pretensiones de la demanda y condenó solidariamente a las enjuiciadas a pagar las sumas 

por daño emergente, por lucro cesante causado y por el futuro. El ad quem modificó la 

indemnización, con el fin de reducir el quantum del lucro cesante pasado y excluir el 
subsiguiente. Se formularon cuatro cargos en casación, todos encaminados a cuestionar la 

negativa por lucro cesante futuro, de los cuales se admitieron los tres iniciales y se desechó 

el postrero:1)soportado en la causal quinta de casación, se acusó la sentencia de ser nula 

por el motivo sexto del artículo 140 del CPC, al omitirse el decreto oficioso de pruebas para 

calcular cabalmente el lucro cesante; 2) la violación directa por interpretación errónea de 

los artículos 1613, 1614 y 2003, por falta de aplicación de los cánones 16 de la ley 446 de 
1998, 1602, 1604, 1613, 1614, 1616, 1731, 1997, 2205 del estatuto civil, 822, 1478, 1682 

y 1684 del Código de Comercio, al limitar temporalmente el pago del lucro cesante a la 

fecha de terminación del arrendamiento; 3) acusó la sentencia de trasgredir las reglas 1602, 

1604, 1613, 1614, 1616, 1731, 1997, 2005 del Código Civil, 822, 1478, 1684 del Código de 

Comercio y 16 de la ley 446 de 1998, con ocasión de múltiples errores de hecho en la 

apreciación del material probatorio, en punto al lucro cesante futuro. La Sala Civil no casa 
la sentencia. Con aclaraciones de voto. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO   : 08001-31-03-003-2008-00234-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA SALA CIVIL FAMILIA 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC282-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 15/02/2021 

DECISIÓN    : NO CASA. Con aclaraciones de voto. 

 

 

SC296-2021 

 

CONTRATO DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO- de contrato de estabilidad jurídica suscrito 

por la Nación-Ministerio de Comercio, Industria y Turismo con almacenes éxito S.A, con el 

propósito de adelantar un programa de inversión en lotes, construcción y dotación. 
Acreditación de la revocación del contrato de seguro, ante la eliminación normativa de la 

exigencia de garantía única para el contrato de estabilidad jurídica. Alcance de la revocación 

del contrato de seguro de cumplimiento, que se noticia tan solo por el tomador.  Deber de 

acreditación de la trascendencia de los cargos por error de hecho, en la apreciación 

probatoria y en la interpretación de las cláusulas iniciales y adicionales del contrato. 
 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/02/SC296-2021-2010-00006-01_1.pdf
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“3.5. La inexistencia del error de hecho en la valoración del otrosí y del acta de comité inserta en el 
mismo, lleva como necesaria consecuencia el descarte de los desatinos que se le adjudican al Tribunal 
en la contemplación de todas las demás pruebas debidamente individualizadas por el casacionista, 
porque con ellas, se pretende demostrar que la aseguradora tuvo conocimiento del aludido otrosí, con 
el que la demandante centra su argumento de que sí se dio noticia escrita de la voluntad revocatoria 
del seguro de cumplimiento por parte del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 

 
Es decir, que, si tal acuerdo adicional no es contentivo de la noticia formal y escrita exigida en el artículo 
1071 del estatuto mercantil, ninguna incidencia tiene en lo decidido por el Tribunal, las demás pruebas 
a que aluden los dos cargos, porque la finalidad de estas estriba, esencialmente, en acreditar que a la 
compañía de seguros arribó el mentado otrosí que, ya se dijo, no es prueba especial, singular y precisa 
de la solicitud de revocación.” 

 
Fuente Formal: 

Articulo 1071 Ccio.   

Ley 963 de 2005, derogada por el artículo 166 de la Ley 1607 de 2012.    

Artículos 1º incisos 1º y 2º, 4º Ley 1607 de 2012.   
Artículo 8º Decreto 2950 de 2005.   

Artículo 25 numeral 19 ley 80 de 1993, derogado por el artículo 32 ley 1150 de 2007.  

Artículos 1º, 2º Decreto reglamentario 1474 de 2008.   

Artículo 344 literal a) del numeral 1° CGP.   

Artículo 177 CPC.   
Artículo 336 numeral 2º CGP.   

Ley 225 de 1938. 

 

Fuente Jurisprudencial: 

1) La revocación asegurativa, en sí misma considerada, a fuer que, en su más genuino 

origen y significado, es una declaración de voluntad formal; unilateral; recepticia; directa o 
indirecta y que sólo produce efectos para el porvenir, a su turno detonante de un negocio 

jurídico de carácter extintivo: SC 14 de diciembre de 2001, Exp. 6230, SC 8 de agosto de 

2007, y SCSC13628-2015.   

2) Frente a este último seguro, es decir, el de cumplimiento respecto de contratos entre 

particulares, esta Sala de Casación de la Corte ha tenido la oportunidad de indicar que se 
trata de una especie de vínculo cuyo origen se remonta a la Ley 225 de 1938, y que se define 

como el “compromiso adquirido por una compañía de seguros de indemnizar, a cambio de 

una suma de dinero llamada prima, los perjuicios que sufra una persona por razón del 

incumplimiento de las obligaciones derivadas de la ley o de un contrato”: SC de 15 de agosto 

de 2008, Rad. 1994-03216-01.   

3) Igualmente se ha mencionado, en torno a ese negocio jurídico, que al conservar vigencia 
la precitada ley -no obstante, la expedición del estatuto mercantil de 1971-, y habida cuenta 

de sus notas especiales más su función económica y social, en él no resultan compatibles 

algunos aspectos del actual Código de Comercio, tales como “en asuntos como el riesgo 

involucrado en él, su agravación (art. 1060 C. de Co.), la revocatoria  (art. 1159), el valor 

real del interés (art. 1089), la terminación unilateral (Art. 1071), la terminación por mora 
en el pago de la prima (art. 1068), entre otras, circunstancias que imponen algunas  

restricciones que aparejan un tratamiento disímil frente a la generalidad de los seguros”: 
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SC 15 de agosto de 2008, Rad. 1994-03216-01., reiterada en SC 18 de diciembre de 2009, 

Rad. 2001-00389-01.   
4) La singularidad de tal seguro también tiene, por otra parte, sus proyecciones en punto 

de su irrevocabilidad. Porque es bien conocido que en el seguro en general, es admisible 

que las partes puedan ponerle término en forma unilateral; pero excepcionalmente hay 

seguros que rechazan tal idea, entre los que destaca el de cumplimiento que aquí se analiza, 

toda vez que la especialidad del riesgo objeto de cobertura, cual es, itérase, garantizar el 

cumplimiento de una obligación, repudia por puro sentido común la posibilidad de que las 
partes lo ultimen de tal modo: SC 2 de mayo de 2002, Exp. 6785.   

5) Trascendencia del error de echo: al impugnante en casación, cuando invoca la causación 

de un dislate fáctico, le compete no solo “demostrar el error”, sino también “señalar su 

trascendencia en el sentido de la sentencia”, de donde emerge que no es suficiente exponer 

la existencia de una equivocación en los hechos, sino que es menester poner de “presente 
cómo se proyectó en la decisión”: AC 26 de noviembre de 2014, Rad. 2007-00234-01.     

6) El recurrente que acusa por error en la apreciación de la prueba y que, aun 

demostrándolo, no pasa adelante, se queda, por decirlo así, en el umbral, sin traspasar la 

puerta de entrada al recurso mismo, la que con esa demostración apenas ha abierto.... El 

recurso, cuando el punto de partida es el referido error, es una cadena formada por estos 

eslabones, a) el error y su demostración; b) la consiguiente violación de la ley sustantiva 
detallada como manda el artículo 531 del C.J.; y c) la incidencia del cargo sobre la parte 

resolutiva de la sentencia": G.J., XLVI, p 205; LX p 705 y LXXVIII pgs. 566 y 690.   

7) El dislate fáctico que conduce a la infracción de la ley material debe ser manifiesto, valga 

anotarlo, “tan grave y notorio que a simple vista se imponga a la mente, sin mayor esfuerzo 

ni raciocinio, o, en otros términos, de tal magnitud, que resulte absolutamente contrario a 

la evidencia del proceso. No es, por lo tanto, error de hecho que autorice la casación de un 
fallo, aquél a cuya demostración sólo se llega mediante un esforzado razonamiento: G.J. 

LXXVIII, p 972.   

8) El yerro fáctico, cuya característica fundamental es el que sea evidente, solo se presenta 

“cuando la única estimación aceptada sea la sustitutiva que se propone”, por manera que 

“la demostración del cargo ha de conducir al convencimiento de la contraevidencia, 
inconcebible cuando el resultado que censura es producto de sopesar distintas 

posibilidades que termina con la escogencia de la más probable: SC de 10 de mayo de 1989.  

9) En lo relacionado con el error de hecho en la interpretación de las cláusulas de un 

contrato o negocio jurídico, la Sala ha sentado su criterio de que ella corresponde “a la 

discreta autonomía de los juzgadores de instancia”, por lo que la que el Tribunal haga no 

es susceptible de modificarse en casación, sino a través de la demostración de un evidente 
error de hecho que ponga de manifiesto, palmaria y ostensiblemente, que ella es de tal 

alcance que contradice la evidencia: G.J. CXLII. 

 

Fuente Doctrinal: 

OSSA G., Efrén J. Teoría General del Seguro. El contrato. Editorial Temis. 1984. Bogotá, 
pág. 482 y 483.      

Superintendencia Financiera, consultas 2003006390-0 y 2003008867-0.   
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Exposición de Motivos del Proyecto de Ley 15 de 2003 Senado. Gaceta del Congreso 350 

del 24 de julio de 2003. 
 

ASUNTO: 

ALMACENES ÉXITO S.A., pide que se declare que el contrato de seguro de cumplimiento 

celebrado entre Almacenes Éxito S.A. y Confianza, terminó su vigencia en la fecha en la que 

se le comunicó a la última, la decisión del tomador y del asegurado y beneficiario, de finiquitar 

ese vínculo, “o desde cuando se demuestre en el proceso que ocurrió dicha terminación”. 

Declarar que, por lo anterior, la aseguradora COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. – 

CONFIANZA está obligada a restituir al demandante, la parte de la prima no causada a partir 

de la mencionada calenda, que asciende a novecientos cuarenta y siete millones de pesos 

setecientos veintisiete mil trescientos cuarenta y seis pesos ($947.727.3469). Condenar en 

consecuencia a la convocada, a restituir a su contraparte dicha suma, o la que se demuestre 

en el juicio, más los intereses moratorios comerciales causados o subsidiariamente la 

corrección monetaria del monto a devolver. La aseguradora desestimó la petición del tomador 

del seguro de cumplimiento, para lo cual adujo: que el Decreto 1474 de 2008 no tenía efecto 

retroactivo y, por lo tanto, no aplicaba para los contratos de estabilidad jurídica suscritos con 

anterioridad a su fecha; que esa clase de pólizas es irrevocable; y que la ejecución del acuerdo 

garantizado es indivisible, lo que impide fraccionar la prima. Posteriormente, al responder un 

escrito de reconsideración, Confianza ratificó su determinación de no devolver la prima, con 

los mismos argumentos ofrecidos antes. El a quo  declaró probada la excepción de mérito que 

se sustentó en que el Decreto 1478 de 2008 rige a partir de su promulgación, por lo que no 

aplica para situaciones jurídicas consolidadas, como el contrato de estabilidad jurídica de que 

se trata; que los seguros de cumplimiento son de naturaleza irrevocable de acuerdo con 

normas de orden público; y que las primas, en esa clase de garantías, se devengan en su 

totalidad inmediatamente inicia el riesgo amparado, por tanto desestimó las súplicas de la 

demanda. El ad quem confirmó la decisión. El recurso de casación se basó en dos cargos que 

la Corte estudió conjuntamente, por versar ambos sobre errores de hecho en la apreciación 

de las pruebas y por servir para su resolución similares fundamentos: 1) violación indirecta 

de los artículos 1071 del Código de Comercio, 7 de la Ley 1150 de 2007 y 2 y 4 de la Ley 225 

de 1938, como consecuencia de los errores de hecho, manifiestos y trascendentes, en la 

apreciación de las pruebas, y que le condujeron a no dar por demostrado, estándolo, que el 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo dio indirectamente aviso a la aseguradora 

Confianza S.A. de su intención conjunta con Almacenes Éxito S.A. de revocar el seguro de 

cumplimiento otorgado a su favor; 2) violación indirecta de los artículos 1071 del Código de 

Comercio, 7 de la Ley 1150 de 2007 y 2 y 4 de la Ley 225 de 1938, en virtud de los errores de 

hecho, manifiestos y trascendentes, en la apreciación probatoria. La Sala no casó la decisión. 
 
M. PONENTE     : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

NÚMERO DE PROCESO     : 05001-31-03-013-2010-00006-01 
PROCEDENCIA    :TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL  

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC296-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 15/02/2021 
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DECISIÓN    :NO CASA  

 

 

SC299-2021 

 

CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN- Responsabilidad directa del constructor frente al dueño 

de la obra por entrega defectuosa de apartamento que exige reconstrucción masiva, cuyo 
costo debe ser asumido dada la regla prevista en el inciso tercero del artículo 2060 CC. Si 

los defectos constructivos imputables a constructora generan un daño, este debe repararse 

en su cabal extensión, al margen de sí, dentro de las relaciones privadas del comprador, 

algún tercero termina pagando por él las restauraciones que correspondían, mientras la 

llamada a indemnizar atiende su compromiso. Errores de hecho y de derecho: Apreciación 
de la renuencia a exhibir los libros y papeles contables. Para la acreditación del agravio que 

se deriva del incumplimiento del constructor, no existe solemnidad probatoria o sustancial 

de ningún tipo. El daño emergente en asuntos de responsabilidad del constructor se 

relaciona con la proyección ideal de lo que debió gastar el comprador para compensar la 

diferencia entre el resultado de la obra que recibió, y el que le ofrece su contraparte, y no 

propiamente con lo que la víctima gasta en la reparación del inmueble entregado con 
desperfectos. Nulidad procesal: la censura en casación no prospera cuando el sustrato 

fáctico no armoniza con el motivo de anulabilidad esgrimida.  

 
“Se advierte que el tribunal incurrió en varios yerros in iudicando, que conllevaron la infracción de la 
ley sustancial denunciada. Tal como se explicará a espacio, en las líneas subsiguientes, esa colegiatura 
consideró, sin sustento jurídico alguno, que la entidad del daño causado a Rienza S.A. solo podría 
demostrarse auscultando sus registros contables, lo que a su vez ocasionó que pretermitiera la totalidad 
del caudal probatorio que patentizaba la magnitud del agravio económico que aquella sufrió como 
secuela del indisputado incumplimiento contractual de su contraparte. 
 
En este razonamiento, también desacertado, pero de consecuencias más trascendentes, el ad quem 
incurrió en el yerro de derecho denunciado, pues para acreditar el agravio que se deriva del 
incumplimiento del constructor, no existe solemnidad probatoria o sustancial de ningún tipo. Y, al crear 
una, desconoció el canon 176 del Código General del Proceso («Las pruebas deberán ser apreciadas en 
conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en 
la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos») y, consecuencialmente, cercenó a la 
contratante cumplida la posibilidad de acceder a la reparación que prevé el precepto 2060-3 del Código 

Civil. A lo dicho, cabe agregar que la inconducencia de esta segunda inferencia, terminó por desviar 
también el mismo concepto de daño emergente en asuntos de responsabilidad del constructor, pues 
aquél se relaciona con la proyección ideal de lo que debió gastar el comprador para compensar la 
diferencia entre el resultado de la obra que recibió, y el que le ofreció su contraparte, y no propiamente 
con lo que la víctima gastó en la reparación del inmueble entregado con desperfectos. Estas probanzas, 
analizadas individualmente y en conjunto, muestran que el apartamento 201 C del Edificio Casa del 
Boquetillo PH presentaba una serie de descomposturas impropias de una vivienda, y que no podían ser 
reparadas con intervenciones menores, sino que, precisamente por la pésima ejecución de la 
demandada, dieron lugar a una reconstrucción casi total, que suele implicar un alto costo, más aún si 
se trata de una edificación de lujo.”  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/02/SC299-2021-2009-00625-01_1-.pdf
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Fuente Formal: 
Artículo 133 numeral 1º CGP. 

Artículo 176 CGP. 

Artículo 2060 inciso 3º CC. 

Artículos 336 numeral 2º, 5º CGP. 

 

Fuente Jurisprudencial: 
1) La causal quinta de casación «supone las siguientes condiciones: a) que las 

irregularidades aducidas como constitutivas de nulidad general existan realmente; b) que 

además de corresponder a realidades procesales comprobables, esas irregularidades estén 

contempladas taxativamente dentro de las causales de nulidad adjetiva que enumera el 

referido artículo [133 del Código General del Proceso]; y por último, c) que concurriendo los 
dos presupuestos anteriores y si son saneables, respecto de las nulidades así en principio 

caracterizadas no aparezca que fueron convalidadas por el asentimiento expreso o tácito de 

la persona legitimada para hacerlas valer»: SC, 5 dic. 2008, rad. 1999-02197-01; reiterada 

en SC 20 ago. 2013, rad. 2003-00716-01 y SC10302-2017. 

2) Acorde con la añeja, reiterada y uniforme jurisprudencia de la Corporación, el yerro 

fáctico será evidente o notorio, “cuando su sólo planteamiento haga brotar que el criterio” 
del juez “está por completo divorciado de la más elemental sindéresis; si se quiere, que 

repugna al buen juicio”, lo que ocurre en aquellos casos en que él “está convicto de 

contraevidencia”: SC 11 de julio de 1990 y SC 24 de enero de 1992, o cuando es “de tal 

entidad que a primer golpe de vista ponga de manifiesto la contraevidencia de la 

determinación adoptada en el fallo combatido con la realidad que fluya del proceso” SC 146 
de 17 de octubre de 2006, exp. 06798-01; dicho en términos diferentes, significa que la 

providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que “se estrelló violentamente contra 

la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada razonable ni conveniente 

persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so pretexto de aquella 

autonomía”: G. J., T. CCXXXI, p 644, SC 21 feb. 2012, rad. 2004-00649-01, reiterada en 

SC131-2018. 
3) Cualquier ensayo crítico sobre el ámbito probatorio que pueda hacer más o menos 

factible un nuevo análisis de los medios demostrativos apoyados en razonamientos lógicos, 

no tiene virtualidad suficiente para aniquilar una sentencia si no va acompañado de la 

evidencia de equivocación por parte del sentenciador»: SC 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-

01. 
4) Para su acreditación se impone realizar un ejercicio comparativo entre la sentencia y el 

correspondiente medio de persuasión, con la finalidad de evidenciar “que, conforme a las 

reglas propias de la petición, decreto, práctica o apreciación de las pruebas, el juicio del 

sentenciador no podía ser el que, de hecho, consignó. En consecuencia, si dijo que la prueba 

era apta para demostrar el hecho o acto, debe hacerse notar que no lo era en realidad; o si 

la desestimó como idónea, debe puntualizarse que sí era adecuada. Todo, con sujeción a 
las susodichas normas reguladoras de la actividad probatoria dentro del proceso, las 

cuales, en consecuencia, resultan quebrantadas, motivo por el cual y a fin de configurar el 
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error, debe denunciarse su violación” (CSJ SC 6 abr. 2011, exp. 2004-00206-00)»: SC5676-

2018. 
5) Es imperioso destacar que una acusación de este linaje exige del casacionista “demostrar 

el error y señalar su trascendencia en el sentido de la sentencia”, según lo establece el 

literal a) del numeral 1º del artículo 344 del Código General del Proceso. No basta con que 

se señale la existencia de una equivocación por parte del juzgador “sino que además se 

hace necesario mostrar su trascendencia, esto es, según también se tiene definido, poner 

de “presente cómo se proyectó en la decisión”: AC. 26 de noviembre de 2014, rad. 2007-
00234-01. Solo el error manifiesto, evidente y trascedente es susceptible de apoyar la causal 

de casación que por esta vía daría al traste con el pronunciamiento impugnado. Los yerros 

cuya incidencia determinante no aparezca demostrada, a pesar de su concurrencia, no bastan 

para infirmar la decisión mediante el recurso extraordinario»: SC876-2018. 

6) La exigencia de un medio de prueba específico, propio del sistema tarifario, debe estar 
ordenado claramente en la ley, de manera que si el juzgador, apartándose del principio 

general, sin norma alguna que lo autorice, reclama un determinado medio demostrativo 

para la acreditación de un acto o hecho que interesa al proceso, incurre en error de derecho, 

tesis que refrendó la Corte a poco de ser expedido el citado estatuto procesal”: SC, 28 sep. 

1972, G.J. CXLII, p. 179 y 180 y que, sin pausa, ha continuado proclamando: SC, 21 jun. 

2011, rad. n.° 2007-00062-01 y SC7019-2014, sobre la base de reiterar que el yerro en 
comento se presenta, entre otras modalidades, cuando el juzgador “exige para probar un 

hecho un medio que la ley no establece” G.J. CXCII, p. 76 y 77: SC2758-2018. 

7) En determinados eventos, la buena fe impone a la víctima el deber de mitigar el daño que 

le fue irrogado: SC, 16 dic. 2010, rad. 1989-00042-01. 

8) Es evidente que en atención a esa eventual condición de constructor o empresario y 

dueño de la obra a la vez que, de vendedor de la misma, ninguna razón es atendible para 

colegir que, accionándose por la vía del incumplimiento del contrato de compraventa, no 

sea posible extender la garantía a que se refiere el artículo 2060 del Código Civil a quien es 

adquirente del inmueble construido por quien vende (...). Específicamente cuando en la 

causa petendi el actor invoca hechos atinentes a los supuestos fácticos contenidos en el 
precepto mencionado, esto es, que el edificio perece o amenaza ruina que aparece dentro 

de los 10 años siguientes a su entrega, por vicios en el suelo, en los materiales o en la 

construcción»: SC2847-2018. 

 

ASUNTO: 

La demandante solicitó que se declare que Fidubogotá S.A. «incumplió el contrato de fiducia 
que dio origen al patrimonio autónomo denominado Casa del Boquetillo – Fidubogotá S.A.», 

mientras que la Promotora Centro Histórico Cartagena de Indias S.A. inobservó las 

prestaciones «derivadas de los contratos de construcción y posterior de compraventa del 

apartamento 201 C, garajes 32 y 33, depósitos 17 y 8 (sic) del edificio Casa del Boquetillo 

PH, ubicado en Cartagena». Con apoyo en esas circunstancias, sumadas al ocultamiento 

de «la existencia del proceso de acción popular que cursa en el Juzgado Cuarto 
Administrativo de Cartagena», pidió que se condene solidariamente a las demandadas a 

pagar «los daños y perjuicios derivados de los defectos de construcción» de las propiedades 
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mencionadas, así como «los perjuicios que llegare a sufrir la demandante como 

consecuencia de la decisión que se llegare a proferir en el proceso de acción popular». El a 
quo acogió «la excepción oficiosa de falta de legitimación en la causa por pasiva, respecto de 
la sociedad Fiduciaria Bogotá S.A., en su condición de sociedad fiduciaria y como vocera del 
patrimonio autónomo denominado Casa del Boquetillo – Fidubogotá S.A.». En contraposición, 

se desestimaron las defensas de la codemandada, a quien se encontró «civil y 
contractualmente responsable de los perjuicios sufridos por Rienza S.A.», imponiéndosele la 

obligación de indemnizar a la agraviada, en cuantía de $310.297.899, «debidamente 
indexados desde abril de 2013, hasta que se produzca el pago total de la obligación». Estas 

determinaciones fueron apeladas por la actora y por la Promotora Centro Histórico 

Cartagena de Indias S.A. Antes de finalizar la audiencia de que trata el artículo 373 del 
CGP, Rienza S.A. transigió sus diferencias con Fidubogotá S.A., desistiendo de impugnar 

la absolución de esta. El ad quem revocó parcialmente lo resuelto por el juez a quo, y denegó 

la totalidad de las pretensiones. En casación se plantearon dos cargos, al amparo de las 

causales segunda y quinta del artículo 336 del CGP, los cuales se resolvieron en orden 

inverso al propuesto, por motivos estrictamente formales: 1) por viciado de nulidad, dada 

la «falta de competencia del ad quem prevista en el numeral 1 del artículo 133 del CGP, 
para pronunciarse sobre aspectos que no fueron objeto de reparo contra la sentencia de 

primer grado, por ninguno de los apelantes»; 2) quebrantamiento indirecto, como 

consecuencia de errores de hecho y de derecho. La Sala Civil casa parcialmente la sentencia 

y confirma la providencia de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 
NÚMERO DE PROCESO   :11001-31-03-036-2009-00625-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL  
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC299-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 15/02/2021 
DECISIÓN    : CASA PARCIALMENTE y CONFIRMA  

 

 

SC562-2021 

 

CONTRATO DE SEGURO DE CUMPLIMIENTO– riesgos de “garantía de anticipo” y 

“cumplimiento del contrato” amparados en la póliza de seguro de cumplimiento de contrato 

de suministro de café. Acreditación de que el anticipo fuera indebidamente utilizado. 

Introducción de modificaciones sin consentimiento expreso de la aseguradora, que alteran 
el estado del riesgo y no fueran comunicadas de manera oportuna. Error de derecho: 

sustraerse del poder deber de decretar pruebas de oficio. Trascendencia del cargo. 

 
“1. Es cierto que el sustraerse el Tribunal al uso de sus poderes oficiosos en materia de pruebas, esto 

es, del poder-deber que la ley le confiere para decretar pruebas de oficio, ha sido tratado por la 

jurisprudencia como un típico error de derecho en la medida en que, bien sea porque el medio de 

convicción siendo exigido en la ley el juez sin embargo no lo recauda (hipótesis hoy positivamente 

consagrada como vicio de actividad, constitutivo de nulidad procesal) y, o ya porque presente en el 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/03/SC562-2021-17001-31-03-004-2014-00177-01.pdf
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expediente, pero no como prueba regular, la autoridad no le da ingreso formal como medio de convicción. 

O, muy al comienzo, como una prueba que de haber sido practicada hubiera arrojado luces que 

despejaban al juez el camino para una decisión diferente de la adoptada (Cfr. SC-012-1998 de 4 mar 

1998, ad. n° 4921.  

2. Mas, al margen de las diversas posiciones que a lo largo del tiempo ha sostenido la Corte en relación 

con el entendimiento del error probatorio de derecho en casación por no haber decretado el Tribunal 

pruebas de oficio, y admitiendo que una de ellas es la última mencionada y que el cargo retoma, es lo 

cierto que este tipo de yerro, como también el de hecho, para ser fuente de quiebre del fallo, debe ser 

trascendente, lo que significa que debe incidir de manera concluyente o terminante en la resolución 

adoptada en la sentencia combatida, al punto de ser dable afirmar que, de no haberlo cometido el 

juzgador, forzosamente otra hubiese sido la conclusión: la argüida por la censura.” 

Fuente Formal: 

Artículo 374 CPC. 

Articulo 133 numeral 5º CGP. 

 
Fuente Jurisprudencial: 

1) El sustraerse el Tribunal al uso de sus poderes oficiosos en materia de pruebas, esto es, 

del poder-deber que la ley le confiere para decretar pruebas de oficio, ha sido tratado por 

la jurisprudencia como un típico error de derecho en la medida en que, bien sea porque el 

medio de convicción siendo exigido en la ley el juez sin embargo no lo recauda (hipótesis 

hoy positivamente consagrada como vicio de actividad, constitutivo de nulidad procesal) y, 
o ya porque presente en el expediente, pero no como prueba regular, la autoridad no le da 

ingreso formal como medio de convicción: AC2887-2016. O, muy al comienzo, como una 

prueba que de haber sido practicada hubiera arrojado luces que despejaban al juez el 

camino para una decisión diferente de la adoptada: SC-012-1998 de 4 mar 1998, ad. n° 

4921)  
2) El deber de verificación judicial oficiosa del que viene hablándose en estas 

consideraciones, se halla consagrado efectivamente en normas de disciplina probatoria 

cuya infracción, por el cauce que señala el Num. 1º, segundo inciso, del Art. 368 del c de 

P. C y satisfechas desde luego todas las condiciones técnicas restantes de las cuales 

depende que una censura de esta clase pueda tener éxito:  G.J, T. CXV, p 117.  

3)  Por ello resulta explicable que no se incurra en error de derecho cuando el juez, en uso 
de sus atribuciones, se abstiene de decretar pruebas de oficio y por consiguiente no procede 

a darle valoración a prueba inexistente o a prueba irregularmente presentada o incorporada 

al proceso: G.J. Tomo CCXXXI, p 492. 

 

ASUNTO: 

La entidad demandante pretende que por causa del incumplimiento contractual de la 
tomadora/garantizada María Teresa Londoño Jaramillo, se declaren realizados los riesgos 

de “garantía de anticipo” y “cumplimiento del contrato” amparados en la póliza de seguro 

de cumplimiento a favor de entidades particulares expedida por la aseguradora convocada, 

cuya beneficiaria/asegurada es la compañía demandante. Además, que la demandada es 

responsable del incumplimiento del contrato, al objetar infundadamente la reclamación 
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presentada por ella; por lo que tiene la obligación de pagarle, con los intereses moratorios, 

la indemnización, valor total del anticipo no amortizado y entregado a la señora María 

Teresa Jaramillo, y una suma más, por razón del incumplimiento del contrato. El a quo 
negó las pretensiones. No sólo porque no logró demostrarse que el anticipo fuera 

indebidamente utilizado por María Teresa Londoño, sino porque al contrato de suministro 

se le introdujeron modificaciones sin consentimiento expreso de la aseguradora, las cuales 

alteraron el estado del riesgo y no fueron comunicadas oportunamente. El ad quem 

confirmó la del a quo. Se formularon dos cargos contra la sentencia objeto del recurso de 

casación, los cuales se estudiaron por la Corte en el orden propuesto por el recurrente: 1) 
violación indirecta, por aplicación indebida, de las normas contenidas en los artículos 1058, 

1060 y 1077 del Código de Comercio. Y, por falta de aplicación de los artículos 822, 884, 

1080, 1072 del Código de Comercio; 1602 y 1604 del Código Civil,  como consecuencia de 

errores de hecho en la apreciación de las pruebas sobre la ocurrencia del siniestro en 

relación con el contrato de seguro que celebraron las partes; 2) violación indirecta, por falta 

de aplicación, de las normas contenidas en los artículos 822, 884, 1080, 1072 del Código 
de Comercio; 1602 y 1604 del Código Civil, y por aplicación indebida de los artículos 58, 

1060 y 1077 del Código de Comercio, como consecuencia de error de derecho por violación 

de los artículos 164, 167, 169 y 170 del CGP. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO   : 17001-31-03-004-2014-00177-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE MANIZALES, SALA CIVIL FAMILIA     

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC562-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 01/03/2021 

DECISIÓN    : NO CASA   

 

 

SC563-2021 

 

CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN– Resarcimiento de perjuicios por la mala calidad de los 

bienes comunes: ejecución defectuosa de obra de construcción, por el mal estado en que 
fueron entregadas las vías internas del Conjunto, por empresa unipersonal constructora. 

De la interpretación de la ley 675 de 2011 se concluye que la persona jurídica 

administradora de la propiedad horizontal está legitimada por activa y pasiva y tiene interés 

jurídico para representar los intereses de los copropietarios, en lo que hace a los bienes 

comunes. Los actos de administración son aquellos relacionados con el mantenimiento, 
conservación y defensa de las zonas comunes, tales como vías internas, salones comunales, 

piscinas y demás instalaciones deportivas etc.  Diferencia de los actos de dominio. Doctrina 

probable: la responsabilidad civil del constructor por vicios en el suelo, en los materiales o 

en la construcción, a que hace referencia el numeral 3º artículo 2060 del Código Civil, es 

de índole legal. Existencia del contrato ante indicio grave derivado de la falta de 

contestación a la demanda. Reparo extemporáneo de la autenticidad del acta aportada con 
la demanda. Inconvenientes en la aplicación del parágrafo segundo del artículo 344 del 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/03/SC563-2021-11001-31-03-016-2012-00639-01.pdf
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CGP, de escindir las acusaciones, cuando debieron haberse presentado los cargos 

separados, o integrar los cargos, si se considera que han debido proponerse en uno solo. 
Entremezclamiento de las causales primera y segunda de casación. Ataque incompleto por 

error de hecho probatorio. 

 
“D. Pero aún de llegarse a entender que estos dos elementos probatorios tenidos en cuenta por el 
Tribunal no ofrecen base firme para deducir la existencia de un contrato o vínculo jurídico previo y 
concreto entre la empresa unipersonal convocada y la persona jurídica surgida de la propiedad 
horizontal, es lo cierto que esta Corporación ha perfilado una jurisprudencia, que tiene la categoría de 
doctrina probable, atinente a que la responsabilidad civil del constructor por vicios en el suelo, en los 
materiales o en la construcción, a que hace referencia el artículo 2060 del Código Civil,  es, más que 
contractual o extra contractual, de índole legal.  

 
En efecto, los artículos 19, 32, 50, 51 de esta ley establecen, en su orden, que los bienes comunes a 
que se hace referencia pertenecen en común y proindiviso a los propietarios de los bienes privados. Que 
la persona jurídica surge cuando la propiedad horizontal se constituye legalmente. Que esta persona 
jurídica tiene a su cargo administrar los bienes comunes. Y que, además, esta persona jurídica tiene a 

su cargo “los asuntos de interés común de los propietarios de bienes privados.” Desde luego, esa 
persona jurídica cuenta, como no puede ser de otro modo, con un representante legal que tiene dentro 
de sus funciones “cuidar y vigilar los bienes comunes” y “representar judicial y extrajudicialmente la 
persona jurídica”. De lo dicho puede concluirse que la evolución de régimen de propiedad horizontal en 
Colombia evidencia el interés del legislador por facilitar que los bienes comunes tengan adecuada 
defensa y vocería. Y que la interpretación sistemática de la actual normativa nos conduce, 
necesariamente, a considerar a la persona jurídica administradora de esa propiedad horizontal como 
legitimada por activa y pasiva para representar los intereses de los copropietarios, en lo que hace a los 
bienes comunes.” 

 
Fuente Formal: 

Artículo 625 numeral 5º CGP. 

Artículos 336, 344 parágrafos 1º, 2º  

Artículo 289 CPC. 

Ley 182 de 1948   

Ley 675 de 2001 
Artículo 3º ley 16 de 1985. 

Decreto 1286 de 1948. 

Artículos 19, 32, 50, 51 de la ley 675 de 2011. 

Artículo 2060 numeral 3º CC. 

 

Fuente Jurisprudencial: 
1) Doctrina probable: responsabilidad del constructor es de origen legal: 1) Sin mayores 

disquisiciones, la respuesta debe ser afirmativa, porque aparte de que la norma en cuestión, 

particularmente el ordinal tercero, no hace ninguna distinción, así se entronque, según su 

encabezado, con los “contratos para la construcción de edificios”, se entiende que como esa 

garantía se activa cuando el edificio pereciere o amenazare ruina, en todo o en parte, en los 
“diez años subsiguientes a su entrega”, causados por los vicios referidos, la responsabilidad 

del constructor durante ese lapso sigue siendo la misma, sin consideración a las 

mutaciones del dominio, puesto que, en últimas, por razones de seguridad se exige que los 
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edificios se construyan con la estabilidad, solidez y la firmeza suficientes para evitar su 

ruina: SC de jul 5 2009, rad. n°. C-1993-08770-01. 2) Es innegable que la actividad de la 
construcción se desarrolla a través de distintas formas negociales que rebasan la hipótesis 

contemplada en la primera de las disposiciones citadas [se refiere la Corte al artículo 2060 

del Código Civil], en las cuales se encuentran otras personas que, en forma autónoma, 

desarrollan el proyecto constructivo, de ahí que a pesar de aludir ese artículo  únicamente 

a la construcción de edificios por un precio único prefijado, la responsabilidad allí prevista, 

también llamada «decenal» se predica del constructor en general, con independencia tanto 
de la forma de pago del importe, como de que la obra no se haya realizado «por encargo» 

sino de manera independiente. Luego, si una persona natural o jurídica se encarga de la 

construcción de bienes raíces y una vez edificados procede a venderlos, él también es 

responsable en los términos del numeral 3º del artículo 2060, de los daños que se causen 

al comprador en caso de que la cosa perezca o amenace ruina total o parcialmente en los 
diez años siguientes a su entrega, siempre que tal situación obedezca a vicios de la 

construcción, del suelo o de los materiales: SC1 4426-2016 y 3) Es por lo demás, lo que la 

actual legislación, no aplicable a este caso, regula. En virtud del artículo 8º de la Ley 1796 

de 2016 (Estatuto del Consumidor), “sin perjuicio de la garantía legal de la que trata el 

artículo 8º de la Ley 1480 de 2011, en el evento que dentro de los diez (10) años siguientes 

a la expedición de la certificación Técnica de Ocupación de una vivienda nueva, se presente 
alguna de las situaciones contempladas en el numeral 3 del artículo 2060 del Código Civil, 
el constructor o el enajenador de vivienda nueva, estará obligado a cubrir los perjuicios 
patrimoniales causados a los propietarios que se vean afectados”: no menciona la 
providencia que cita. 
2) “En el estado de comunidad, que es concurrencia de derechos autónomos vinculados a 

la misma cosa, cuanto a ella concierne interesa directa y personalmente a todos y cada uno 
de los indivisarios, de modo que cualquiera de estos, en defensa de su propio derecho, 

puede por sí solo demandar para la comunidad todo lo que a ésta corresponde. De todo lo 

cual resulta que, cuando llegara a proferirse sentencia en favor de la comunidad, el proveído 

ha de entenderse otorgado en beneficio de todos los partícipes que la integran…”: SC 22 

nov 1965, G.J. CXIII y CXIV, p 180. 
3) La Sala, en sede constitucional, consideró improcedente que todos los condueños de los 

bienes que forman la propiedad horizontal debiesen comparecer a los estrados judiciales 

cuando estimaran lesionados los derechos que comparten, a manera de un litisconsorcio 

necesario, aduciendo una consideración práctica, pues tal manera de interpretar la ley 

entorpecía “de hecho el ágil ejercicio del derecho de acción y lo que es peor del de defensa, 

habida consideración de la cada vez más frecuente constitución de unidades habitacionales 
o comerciales que abarcan un elevado número de copropietarios, dando al traste con el 

evidente propósito del legislador: STC861-2015.  

4) En ocasión posterior refrendó tal postura, también por vía constitucional, a partir de 

varios textos legales de la ley 675. De una parte, el artículo 32, pues habilita a la persona 

jurídica para ejercer actos tendientes a prevenir o resolver asuntos que interesen o afecten 
a todos los copropietarios y que tengan incidencia directa en aquellos bienes y servicios 

comunes a ellos: STL4551-2015. 
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5) En reciente sentencia la Corte trató a espacio el asunto, indicando que el interés para 

obrar “reclama que «el demandante tenga un interés subjetivo o particular, concreto y 
actual en las peticiones que formula en la demanda, esto es, en la pretensión incoada, y 

que el demandado tenga uno igual en contradecir esa pretensión», y aunque es diferente de 

la legitimación en la causa, es «el complemento» de esta «porque se puede ser el titular del 

interés [o tener legitimación en la causa, agrega la Corte ahora] en litigio y no tener interés 

serio y actual en que se defina la existencia o inexistencia del derecho u obligación, como 

ocurriría v. gr. Cuando se trata de una simple expectativa futura y sin efectos jurídicos».  
SC2837-2018. 
 

ASUNTO: 

La entidad demandante pretende que se declare responsable a la empresa convocada, por 

el mal estado de las vías internas del Conjunto Industrial Porvenir II Etapa. Que, en 

consecuencia, se le obligue a repararlas y que en el evento de que no lo haga, se nombre 
un perito que evalúe y cuantifique las obras requeridas y se le condene al pago de estas. Se 

informa que la empresa demandada construyó el proyecto denominado Conjunto Industrial 

Porvenir II Etapa, terminado en el segundo semestre de 2009. Con acta debidamente 

suscrita por las partes, se dejó constancia del informe preliminar sobre las vías internas, 

donde se indica que no cumplen con las especificaciones del contrato y que no se dan por 
recibidas por no estar conforme con lo explicado en los planos. La actora estima el valor de 

los perjuicios causados. Que la firma de ingenieros consultores Lascano y Esguerra y Cía. 

Ltda., en un informe concluyó que las anotadas vías internas del conjunto incumplían 

requerimientos técnicos, porque el espesor del concreto asfáltico era deficiente, la 

compactación y los materiales inaceptables y con grandes probabilidades de que la 

estructura sufriese deformaciones importantes por el tráfico esperado. El a quo declaró 
civilmente responsable a la demandada “como consecuencia de la ejecución defectuosa del 

contrato de obra del Conjunto Industrial Porvenir II Etapa, por el mal estado en que fueron 

entregadas las vías internas de él”. En consecuencia, “la condenó a pagar una suma de 

dinero a favor del conjunto”. El ad quem confirmó la decisión impugnada. Los dos cargos 

en casación, contra el fallo impugnado se estudiaron en forma conjunta, porque comparten 

similares consideraciones: 1) violación directa y por interpretación errónea, los artículos 
2351 y regla 3ª del 2060 del Código Civil, así como las relativas a la propiedad horizontal 

contenidas en la ley 675 de 2001; 2) violación indirecta de los artículos 1494, 1495, 1502 

y 1602 del Código Civil; 822, 826 y 870 del Código de Comercio; y 269 del CPC, como 

producto de error de hecho en la apreciación de la demanda y del acta de reunión, con las 

cuales dio por demostrado el contrato de construcción entre las partes. La Sala Civil no 

casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-016-2012-00639-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL     

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC563-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 01/03/2021 

DECISIÓN    : NO CASA   
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